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Prólogo

Desde hace alrededor de veinte años, el 
enfoque de los programas de combate a 
la pobreza cambió en América Latina y el 
Caribe con una idea simple que empezó 
a implementarse en México y Brasil y 
posteriormente se extendió a casi todos 
los países de la región. En lugar de trans-
ferir ingresos a las familias en situación 
de pobreza a través de subsidios a los 
precios, vales o distribución directa de 
alimentos (leche, tortillas, pan, etc.), se 
decidió transferir ingresos directamente 
en forma monetaria. Sin embargo, para 
asegurar que tales transferencias no fue-
ran necesarias de forma permanente, se 
condicionaron directamente a inversiones 
de los hogares en su capital humano, en 
particular en la salud, nutrición y educa-
ción de los niños. Esta apuesta pretendía 
que jóvenes más sanos y más educados 
entrarían en el mercado de trabajo en 
mejores condiciones que sus padres, lo 
que les permitiría ganar mayores ingresos 
a través de sus propios esfuerzos, rom-
piendo la transmisión intergeneracional 
de la pobreza. En resumen, se pasó de la 
premisa de “transferencias de ingresos 
hoy y transferencias de ingresos mañana” 
hacia un nuevo paradigma que enfatiza 
“transferencias de ingresos hoy para 
facilitar la generación de mayores ingresos 
propios mañana”. 

En la actualidad, una característica distintiva 
de los programas de transferencias es que, 
más que otros programas sociales, han sido 
rigurosamente evaluados y monitoreados, 
lo que ha contribuido a su permanencia y 
expansión al haber demostrado resultados 
positivos. Múltiples evaluaciones han com-
probado que estos programas han mejo-
rado de manera considerable la vida de las 
familias en situación de pobreza. La comida 
es más abundante en la mesa y las familias 
están disfrutando de dietas más variadas; 
más niños y jóvenes asisten a la escuela 
–particularmente las niñas– y las familias 
reciben periódicamente servicios básicos de 
salud. Hoy en día, los gobiernos de la región 
transfieren directamente alrededor del 0,5% 
del PIB a los dos o tres deciles más pobres de 
la distribución del ingreso – con una focali-
zación mucho mejor respecto a los progra-
mas sociales preexistentes. Y aunque hay 
una heterogeneidad considerable en térmi-
nos de cobertura, condiciones y generosidad 
de las transferencias, existen programas de 
transferencias condicionadas en casi todos 
los países de la región. 

A veinte años de implementación de los 
programas de transferencias condicionadas, 
está claro que no son suficientes para lograr 
que las familias superen la pobreza. Casi 
por definición, las personas en situación de 
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pobreza tienen pocos activos productivos 
más allá de su propio trabajo. Por lo tanto, 
sus ingresos pueden aumentar solo cuando 
incrementan su productividad laboral. Para 
ello, más capital humano es necesario, pero 
no suficiente. Aparte de estar más sanos y 
más educados, los hijos de las familias que 
se han beneficiado con las transferencias 
condicionadas deben encontrar mejores 
trabajos una vez que salgan del sistema 
educativo. Así, el desafío de romper la 
transmisión intergeneracional de la pobreza 
está inevitablemente asociado con el des-
empeño de los mercados de trabajo de la 
región y, en particular, con la productividad 
de los empleos que generan estos mercados. 
Si bien los programas de transferencias han 
logrado incrementar el capital humano, 
estos no fueron diseñados para incidir en 
la generación de empleos productivos para 
sus beneficiarios, ni se les debe pedir que lo 
hagan.

La región tiene razones para sentirse orgu-
llosa de los programas de transferencias 
condicionadas puesto que ya han hecho una 
gran contribución al alivio de la pobreza. 
Para seguir haciéndolo de manera efectiva, 
necesitan concentrarse fuertemente en su 
objetivo principal: invertir en el capital 
humano de los niños y jóvenes que viven en 
situación de pobreza. Los programas deben 
resistir la tentación de ser el único instru-
mento para reducir la pobreza a través de 
transferencias cada vez mayores y de trans-
formarse en híbridos con muchos objetivos, 
porque se corre el riesgo de no alcanzar 
ninguno, como el águila que persigue dos 
conejos al mismo tiempo. Independiente-
mente de las acciones que se realizan para 
mejorar el funcionamiento de los mercados 
laborales, es importante señalar que los 
programas de transferencias condiciona-
das pueden funcionar mejor. Para ello es 
fundamental cuidar los aspectos operativos 
durante la implementación. 

Este libro describe las buenas prácticas en 
el diseño y la implementación de los pro-
gramas de transferencias, identifica retos y 
plantea alternativas para mejorar su gestión. 
Estos programas requieren definiciones 
estratégicas en su diseño en cuanto a la 
población objetivo, tipo de condicionali-
dades, estructura de las transferencias y 
mecanismos de pago. Además, implementar 
estos programas ha sido un desafío de ges-
tión de política social, pues tienen un ciclo 
operativo complejo que va desde la imple-
mentación de los criterios de elegibilidad, 
la identificación de la población objetivo, 
la verificación del cumplimiento de con-
dicionalidades y la ejecución de los pagos, 
entre otros. Además, los programas requie-
ren la coordinación y participación de los 
ministerios de salud y educación, que deben 
garantizar que la oferta de los servicios 
sea suficiente y de calidad adecuada para 
atender el aumento en la demanda impul-
sado por los incentivos de las transferencias 
y para asegurar una verdadera acumulación 
de capital humano.

Las personas que diseñan, implementan y 
evalúan estos programas encontrarán en 
este libro un instrumento útil y práctico, 
pues muestra cómo los países han desarro-
llado soluciones innovadoras y creativas 
para enfrentar los retos del día a día. Por 
supuesto, no hay recetas únicas, pero sí 
aprendizajes que permiten señalar aspectos 
a tomar en cuenta cuando se enfrenten pro-
blemas similares. Este libro es una referencia 
de apoyo para el diseño, la implementación 
y la mejora continua de los programas de 
transferencias condicionadas y contribuye 
a lograr mejores resultados en el apoyo a la 
inclusión social de las familias que viven en 
la situación de pobreza más severa.

 
Santiago Levy 
Vicepresidente de Sectores y Conocimiento
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Introducción
Pablo Ibarrarán, Ferdinando Regalia y Marco Stampini 



Introducción

1

Los programas de transferencias moneta-
rias condicionadas (PTMC) nacieron en 
América Latina y el Caribe (ALC) a media-
dos de los años noventa, como resultado de 
un proceso de reforma de los programas de 
reducción de la pobreza. Dicha reforma se 
enfocó en la racionalización y focalización 
de programas redistributivos que eran inefi-
cientes, porque —además de ser regresi-
vos—, generaban importantes distorsiones 
en los precios, como las exoneraciones de 
impuestos y subsidios al consumo. 

La teoría de cambio que sustentó el diseño 
de los PTMC es simple y al mismo tiempo 
poderosa: aliviar la pobreza corriente, 
apoyando el consumo de los hogares más 
pobres mediante transferencias otorgadas 
principalmente a las madres de familia, y 
contribuir a romper la transmisión interge-
neracional de la pobreza con esquemas de 
condicionalidades dirigidos a fomentar la 
acumulación de capital humano entre los 
niños. 

Inicialmente, las condicionalidades de los 
PTMC se centraron en el cumplimiento de 
los protocolos de salud materno infantil, 
nutrición y vacunación para niños en edad 
preescolar y en la asistencia a la educación 

básica (hasta noveno grado) en aquellos 
entornos donde ya existía oferta disponible. 
Posteriormente, el diseño de las condicio-
nalidades evolucionó en algunos países 
para incluir protocolos de promoción de 
la salud y servicios preventivos para los 
adolescentes y adultos, así como la asisten-
cia escolar a educación media superior. Más 
recientemente, algunos países han introdu-
cido transferencias dirigidas a fomentar la 
transición a la educación terciaria. 

El enfoque de reducción de la pobreza pro-
movido por los PTMC fue adoptado rápi-
damente dentro y fuera de ALC por varios 
gobiernos nacionales y subnacionales. En 
2013, alrededor de 137 millones de per-
sonas en 17 países de ALC recibían trans-
ferencias que representaban en promedio 
entre el 20% y el 25% de su ingreso familiar 
(Stampini y Tornarolli, 2012). Los PTMC 
con mayor cobertura en ALC han llegado a 
invertir en promedio entre 0,3% y 0,4% del 
PIB (Paes-Sousa, Regalia y Stampini, 2013). 
La popularidad de los PTMC como herra-
mienta de política social se ha consolidado 
también fuera de ALC, como lo atestiguan 
PTMC de gran escala en Pakistán, Filipinas, 
Indonesia y Turquía.

Introducción
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2

Como nunca había ocurrido antes en 
la historia de los programas sociales en 
América Latina y el Caribe, los PTMC han 
invertido importantes recursos en sistemas 
de focalización y monitoreo que apuntan 
a asegurar la transparencia y a que dichos 
recursos lleguen efectivamente a las pobla-
ciones más necesitadas. Como resultado de 
estas inversiones, y a pesar de los errores de 
inclusión y exclusión que todavía persisten 
y requieren que los países adopten estra-
tegias para su reducción, los PTMC han 
logrado niveles de focalización superiores 
a los de los otros programas redistributivos 
(Levy, 2006; Lindert, Skoufias y Shapiro, 
2006; Grosh et al., 2008; Stampini y Meri-
no-Juárez, 2012; Robles, Rubio y Stampini, 
2015).  

Evidencia sobre los impactos1

Los PTMC han sido inequívocamente 
efectivos en incrementar el consumo de los 
hogares beneficiarios, así como en reducir 
la incidencia y, especialmente, la intensi-
dad de la pobreza y la desigualdad (Fisz-
bein y Schady, 2009; Stampini y Tornarolli, 
2012; Levy y Schady, 2013). No solamente 
los PTMC han aumentado el consumo, 
sino que también han mejorado su compo-
sición en términos de calidad y la variedad 
del consumo de alimentos (Ruiz-Arranz et 
al., 2006).

El desarrollo y la difusión de los PTMC 
han sido acompañados por la imple-
mentación de una variedad de rigurosas 
evaluaciones de impacto, sobre todo de 
aquellas a corto y mediano plazo. Un 
hallazgo muy consistente es que los PTMC 
han reducido el trabajo infantil (Galiani y 
McEwan, 2013; Edmonds y Schady, 2012) 

y aumentado la inscripción y la asistencia 
escolar en muchos países. En este último 
aspecto, los incrementos en inscripción y 
asistencia escolar oscilan entre 0,5 puntos 
porcentuales (p.p.) en Jamaica y 12,8 p.p. 
en Nicaragua. Este incremento es uno de 
los resultados clave en materia de cam-
bios de comportamiento explícitamente 
perseguido por la teoría de cambio de los 
PTMC. Al mismo tiempo, los programas 
también han contribuido a fomentar la 
progresión escolar. En México, luego de 
tres a cinco años de exposición, aumentó 
la escolaridad entre seis meses y un año; en 
Nicaragua, tras tres años de exposición, los 
niños beneficiarios progresaron casi medio 
grado más que los no beneficiarios (Bar-
ham, Macours y Maluccio, 2013).

La evidencia es menos contundente en 
cuanto a los impactos sobre el aprendi-
zaje (Fiszbein y Schady, 2009; Saavedra y 
García, 2012; García, 2012). En Nicara-
gua, Barham, Macours y Maluccio (2013) 
encontraron impactos positivos sobre 
la progresión escolar y el aprendizaje en 
matemáticas y lenguaje para hombres 
jóvenes diez años después de haber salido 
de un PTMC que los había beneficiado por 
tres años. Stampini et al. (2016a) encontra-
ron que el programa de Jamaica impactó 
positivamente los resultados del Examen 
de Aprovechamiento de Sexto Grado 
(GSAT, por sus siglas en inglés) entre los 
beneficiarios hombres en áreas urbanas, 
lo que permitió que accedieran a escuelas 
secundarias de mayor calidad. Por otro 
lado, en el caso de México, Behrman et 
al. (2009) no encontraron impactos en las 
pruebas de aprendizaje, pese a documen-
tar aumentos en escolaridad. La evidencia 
que proviene de estudios realizados en 
otras partes del mundo es también mixta. 

1  La evidencia sobre los impactos de corto plazo se basa en Banco Interamericano de Desarrollo (2015).
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Baird, McIntosh y Özler (2011) evidencia-
ron impactos positivos en el aprendizaje 
de los niños a partir de su participación 
en un PTMC piloto en Malawi, mientras 
que Filmer y Schady (2014) y Benhassine 
et al. (2015) no encontraron impactos en 
el aprendizaje en Camboya y Marruecos, 
respectivamente.

En el área de salud, las evaluaciones de los 
PTMC han mostrado consistentemente 
impactos positivos en el uso de los ser-
vicios preventivos. La magnitud de estos 
impactos varía entre 6,3 p.p. en Nicaragua 
y hasta 33 p.p. en Colombia. Sin embargo, 
la evidencia sobre impactos en indicado-
res de salud es mixta (Fiszbein y Schady, 
2009). Algunas evaluaciones han encon-
trado mejoras en el desarrollo antropomé-
trico de los niños (Barber y Gertler, 2008). 
Otros estudios muestran una disminu-
ción en la morbilidad para determinados 
grupos etarios (Gaarder, Glassman y Todd, 
2010). Asimismo, Rasella et al. (2013)
encuentran que en Brasil Bolsa Família 
contribuyó a reducir la mortalidad infan-
til, especialmente por causas relacionadas 
con la pobreza, como la desnutrición y la 
diarrea. 

En lo que se refiere a la asistencia escolar 
y al uso de servicios preventivos de salud, 
la evidencia muestra que las condiciona-
lidades explican una parte importante de 
los impactos positivos de corto plazo de los 
PTMC, en comparación a lo que se logra-
ría sin ellas (Akresh, Walque y Kazianga, 
2012; Baird, McIntosh y Özler, 2011; 
Benedetti, Ibarrarán y McEwan, 2016; de 
Brauw y Hoddinott, 2008; Schady y Araujo, 
2008). Una revisión de 75 estudios sobre 35 
programas (Baird et al., 2014) muestra la 
importancia de que las condicionalidades 
sean explícitas, efectivamente monito-
readas, y que existan penalizaciones por 
incumplimiento. Esto aumenta significa-

tivamente el impacto en la matriculación 
escolar con respecto a los programas no 
condicionados. Además, la verificación de 
las corresponsabilidades ha contribuido 
a una coordinación más efectiva —aun-
que aún insuficiente— de la planificación 
y ejecución de acciones para fortalecer 
la cobertura de servicios en salud y edu-
cación para los más pobres. A su vez, ha 
significado un avance sustantivo en los 
sistemas de información y en el uso de los 
datos para informar decisiones de política 
pública.

La evidencia que analiza si los impactos 
de corto plazo de los PTMC son sosteni-
bles en el largo plazo se encuentra menos 
desarrollada por varias razones, principal-
mente de índole técnica y metodológica. 
No obstante, existen algunos estudios que 
han analizado este tema.

Molina-Millan et al. (2016) presentan una 
revisión crítica de las limitaciones meto-
dológicas y la evidencia disponible sobre 
los impactos de largo plazo de los PTMC 
con relación a dos etapas del ciclo de 
vida. La primera incluye la gestación y la 
infancia (hasta los seis años), y los impac-
tos se miden durante la etapa escolar. La 
segunda etapa incluye la edad escolar, y los 
impactos se miden en la vida adulta. En el 
primer caso, las dimensiones de impacto 
de interés son escolaridad, aprendizaje, 
estado de salud y dimensiones de desa-
rrollo cognitivo y socioemocional. En el 
segundo caso, las dimensiones de análisis 
se concentran en el impacto sobre esco-
laridad, aprendizaje y desempeño en el 
mercado de trabajo. La evidencia emerge 
de un número muy limitado de estudios y 
es mixta. 

De acuerdo con Molina-Millan et al. 
(2016), la literatura experimental pro-
vee evidencia consistente sobre efectos 
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positivos de largo plazo en la escolaridad 
(en Colombia, México y Nicaragua) así 
como algunos efectos positivos sobre 
desarrollo cognitivo y aprendizajes (en 
Nicaragua), habilidades socioemociona-
les (en México) y empleo y generación de 
ingresos no agropecuarios (en Nicaragua). 
Sin embargo, los efectos de largo plazo de 
los PTMC sobre otras dimensiones no son 
significativos, pero a menudo no es posible 
distinguir si se debe a falta de impacto de 
los programas o a desafíos metodológicos 
importantes. Algunos de estos desafíos son 
la falta de potencia estadística o una breve 
diferencia en los tiempos de exposición al 
programa entre grupos de control y de tra-
tamiento, dado que estas evaluaciones nor-
malmente miden impactos diferenciales 
entre los beneficiarios originales y aquellos 
que pertenecieron al grupo de control —y 
que eventualmente entraron también en el 
programa—. La literatura no experimental, 
caracterizada por desafíos metodológicos 
aún mayores, muestra también resultados 
mixtos.

Una preocupación sobre los PTMC es la 
posibilidad de generar incentivos nega-
tivos, particularmente en términos de la 
oferta laboral de los adultos de hogares 
beneficiarios. En general, ninguna de las 
evaluaciones rigurosas sobre los impactos 
de los PTMC que analizaron este tema 
encontró impactos negativos en el corto 
plazo (Alzúa, Cruces y Ripani, 2010; 
Fiszbein y Schady, 2009). Sin embargo, 
hay evidencia reciente sobre posibles 
desincentivos a la formalidad, sobre todo 
cuando las transferencias están asociadas 
a la formalidad del empleo de los benefi-
ciarios. En Ecuador, Araujo et al. (2016) 
encuentran que el programa no desincen-
tiva el empleo de las mujeres beneficiarias, 
sin embargo está asociado con una reduc-
ción en la condición de formalidad en el 
empleo asalariado y en el autoempleo. 

El futuro de los programas 
de transferencias monetarias 
condicionadas

Estamos convencidos que los PTMC 
seguirán jugando un rol central en las 
políticas redistributivas y de combate a 
la pobreza. Existen varias razones, pero 
quisiéramos resaltar dos. En primer lugar, 
porque en ALC —la región más desigual 
del mundo—, no se han implementado 
programas redistributivos mejor focali-
zados que los PTMC. Además, todavía 
persisten subsidios regresivos e ineficientes 
por las distorsiones de precios que generan. 
Así, existe un amplio margen de mejora en 
relación a la eficiencia del gasto con fines 
redistributivos, y en este ámbito los PTMC 
representan una alternativa claramente 
superior. En segundo lugar, en ALC todavía 
existen barreras a la demanda por servicios 
sociales entre la población más pobre y 
oportunidades para promover conductas 
de los hogares que incrementen su bien-
estar y su productividad futura. En esto es 
importante reafirmar la centralidad de las 
condicionalidades para inducir la inversión 
en capital humano, que de otra forma no 
ocurriría.

Al mismo tiempo, todavía hay mucho que 
se puede hacer para que los PTMC funcio-
nen de manera más eficiente. En el tema de 
identificación de los beneficiarios todavía 
existe un espacio importante para reducir 
los errores de inclusión y sus brechas de 
cobertura. En algunos casos, los errores de 
inclusión se explican por debilidades, ya 
sea en las metodologías estadísticas utili-
zadas para la selección de beneficiarios o 
en los operativos de campo para su imple-
mentación (particularmente durante las 
etapas de expansión hacia las áreas urba-
nas, donde la pobreza es más volátil y más 
difícil de identificar). En otros casos, los 
errores de inclusión se deben a que algunos 
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hogares beneficiarios superaron la pobreza 
gracias a la inversión pública en el sector 
social y al crecimiento económico de las 
últimas décadas. Por lo tanto, es impor-
tante consolidar mecanismos regulares de 
recertificación de las condiciones socioe-
conómicas de las familias y reforzar, donde 
sea necesario, los instrumentos estadísticos 
de selección. Asimismo, un reto importante 
para el diseño de estos programas radica 
en explorar mecanismos de focalización 
para que la elegibilidad no sea categórica, 
sino que los beneficios sean inversamente 
proporcionales al nivel socioeconómico 
de la familia. Esto limitaría potenciales 
incentivos negativos —en la oferta laboral 
o en la acumulación de activos— en los 
hogares cercanos al umbral de elegibilidad. 
Finalmente, en muchos programas existe 
un margen de mejora en la gestión de los 
padrones de beneficiarios. 

En relación al objetivo de fomentar la acu-
mulación de capital humano por medio de 
las condicionalidades, es crítico fortalecer 
la coordinación de los PTMC con los sec-
tores de salud y educación para mejorar la 
calidad de los servicios. Es motivo de gran 
preocupación que los niños, beneficiarios 
o no de los PTMC, asistan a la escuela sin 
mejorar su aprendizaje, o que el mayor uso 
de los servicios de salud no genere mejores 
resultados. Por lo tanto, es imperativo prio-
rizar la mejora de la calidad de los servicios 
educativos y de salud a los que acceden los 
beneficiarios de los PTMC, a pesar que esta 
tarea no se encuentre bajo la responsabili-
dad directa de los programas.

En ALC, la centralidad de esta coordi-
nación ha sido mermada con el paso del 
tiempo. Existe evidencia sobre la cos-
to-efectividad de complementar el des-
pliegue de los PTMC con intervenciones 
que mejoren el acceso y la calidad de 
los servicios cuya demanda promueven 

(Saavedra y García, 2012). Sin embargo, 
los beneficiarios de los PTMC suelen tener 
mayor limitación en el acceso a servicios 
y menor probabilidad de participar en 
programas dirigidos a mejorar su calidad, 
debido principalmente a las dificultades 
que estos programas encuentran al operar 
en las localidades más pobres y remotas 
(Mancera et al., 2010). 

Uno de los grandes desafíos para el futuro 
de los PTMC es aprovechar mejor su 
capacidad operativa y visibilidad política 
para promover un modelo más efectivo de 
coordinación con los sectores, de forma 
de que estos también adopten estrategias e 
intervenciones más eficaces para mejorar 
la calidad de los servicios dirigidos a las 
poblaciones más vulnerables. Asimismo, en 
algunos países la verificación del cum-
plimiento de las condicionalidades sigue 
siendo un reto operativo. El costo de la 
verificación podría reducirse si el sector 
de educación contara con información 
sistematizada de matriculación y asisten-
cia disponible de manera electrónica. La 
experiencia de algunos países que han 
explorado esta opción indica que el fortale-
cimiento de los sistemas de información de 
los servicios de educación y salud es opera-
tivamente complejo, y requiere establecer 
incentivos para completar adecuadamente 
la información. No obstante, cuando los 
esfuerzos son liderados por el sector de 
salud o de educación, los resultados son 
positivos. 

Finalmente, es necesario adaptar las condi-
cionalidades para que incentiven cambios 
de comportamiento relevantes según el 
contexto —por ejemplo, rural o urbano—, 
y velar por su pertinencia cultural. Lo 
que era relevante hace dos décadas puede 
que ya no lo sea. Pese a que se ha obser-
vado cierta inercia en el diseño de las 
condicionalidades, varios países en ALC 
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están implementando nuevos esquemas 
que, entre otros, incentivan el desempeño 
escolar o la utilización de servicios pre-
ventivos de salud que mejor responden a 
los desafíos epidemiológicos actuales de la 
población. 

Objetivo del libro

Este libro proporciona soluciones prácti-
cas a los desafíos de diseño y, sobre todo, 
de implementación enfrentados por los 
gestores de los PTMC. Para lograrlo, exa-
mina los procesos operativos clave de estos 
programas, sistematiza el conocimiento 
operativo, extrae las lecciones acumuladas 
en casi veinte años de implementación en 
varios países de ALC, identifica retos y 
discute las implicaciones de política2.

Está dirigido a los profesionales del sector 
público dentro y fuera de ALC que quieran 
mejorar el funcionamiento y resultados 
de un PTMC existente, o bien crear uno 
nuevo aprovechando las experiencias de 
otros países. De igual forma, al explicar el 
funcionamiento de estos programas, este 
libro es una referencia útil para académicos 
e investigadores que estudian los impactos 
de los PTMC. Finalmente, también es rele-
vante para profesionales del sector privado 
interesados en entender la operación de los 
PTMC para desarrollar soluciones tecnoló-
gicas y logísticas para los programas.

El libro contribuye a la literatura sobre el 
ciclo operativo de los PTMC. Grosh et al. 
(2008) abarcan el conjunto de intervencio-
nes que podrían integrar una red de protec-
ción social e incluyen aspectos operativos y 
de diseño relevantes para los PTMC —por 

ejemplo, la identificación de beneficiarios y 
los mecanismos de pagos—. Sin embargo, 
existen otros aspectos relevantes para la 
operación de los PTMC que no consideran 
en profundidad, como la verificación de 
corresponsabilidades y la coordinación con 
los ministerios de salud y de educación. 

Andrews et al. (2011) también se enfocan 
en sistemas de protección social y ofrecen 
una serie de breviarios de cuatro páginas 
que contienen consideraciones importantes 
sobre cada proceso operativo y cuatro bre-
ves ejemplos. El sitio de internet asociado a 
la publicación permite navegar de acuerdo 
con las etapas operativas y descargar la 
colección de breviarios. En este sentido, 
este trabajo es el más cercano al material 
que se desarrolla en este libro, el cual, no 
obstante, analiza cada tema en mayor pro-
fundidad para ofrecer una guía operativa 
más detallada para los operadores de los 
PTMC.

El trabajo seminal de Fiszbein y Schady 
(2009) se enfoca principalmente en sis-
tematizar la evidencia sobre los impactos 
de los PTMC. Además, discute la racio-
nalidad de los programas, su papel en 
los sistemas de protección social, cómo 
se determinan los parámetros de los 
montos de las transferencias y el tipo de 
condicionalidades. Paes-Sousa, Regalia y 
Stampini (2013) identifican y describen 
los elementos clave para la implementa-
ción exitosa de los PTMC con base en la 
experiencia de ALC. Sin embargo, nin-
guna de estas dos publicaciones entra en 
el detalle acerca de la implementación de 
los procesos operativos. Esta brecha de 
conocimiento fue identificada en un estu-
dio reciente de la Oficina de Evaluación y 

2  El libro se acompaña del siguiente sitio web, que contiene los estudios de casos y material relevante sobre los PTMC: 
www.iadb.org/es/programas-de-transferencias-monetarias-condicionadas.

www.iadb.org/es/programas
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Fuente: elaboración de los autores.

Aspectos de dIseño cApítulo 1 cApítulo 2 cApítulo 3   cApítulo 4 

Definición de la población 
objetivo •
Definición de las 
condicionalidades •
Definición de la estructura de 
las transferencias •
Selección del medio de pago •
Aspectos operAtIVos

Selección de los métodos de 
focalización •
Levantamiento de encuestas •
Captura de datos en 
un sistema informático, 
determinación de la 
elegibilidad y generación de la 
lista de hogares elegibles

•

Inscripción de los beneficiarios •
Actualización del padrón •
Verificación de 
condicionalidades •
Contratación de entidades 
financieras •
Generación de la nómina •
Entrega de las transferencias •
Inclusión financiera •
Organización territorial •
Monitoreo y auditorías •
Atención ciudadana •
Vinculación con otros 
programas y servicios sociales •

tAblA A. relación entre los capítulos del libro y los principales aspectos de diseño y operativos
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Supervisión del Banco Interamericano de 
Desarrollo que recomiendó sistematizar el 
conocimiento operativo y las buenas prác-
ticas en la implementación de los PTMC 
(Azuara, Maciel y Tetreault, 2015).

Este libro ocupa el vacío entre la literatura  
mencionada anteriormente y las evalua-
ciones de procesos y los manuales ope-
rativos de los programas, que contienen 
información muy detallada pero no son 
de fácil acceso y no analizan las ventajas y 
retos de distintas alternativas. Este obje-
tivo se logra mediante la sistematización y 
revisión crítica de los documentos téc-
nicos de los programas de la región y la 
codificación del conocimiento no escrito 
de los operadores.

Los casos analizados con mayor profundi-
dad incluyen los de Brasil, Chile, Colom-
bia, Costa Rica, Ecuador, Jamaica y México, 
así como el proceso de pagos en República 
Dominicana3. A mediados de los noventa, 
Brasil y México fueron los países pioneros 
en la implementación de PTMC a gran 
escala, y han logrado consolidar sus proce-
sos operativos al tiempo que han adaptado 
el diseño de sus programas al contexto 
dinámico de la pobreza. Los programas de 
Colombia, Ecuador y Jamaica también son 
implementados a gran escala, tienen más 
de diez años de implementación y ofrecen 
lecciones útiles en temas operativos. El 
caso de Chile es interesante porque, aunque 
se trata de un programa que atiende a un 
porcentaje limitado de la población, tiene 
un diseño innovador en el que un PTMC 

de corto plazo es parte de una política 
integral de combate a la pobreza extrema. 
Finalmente, el caso de República Domini-
cana es ilustrativo por su innovación en los 
instrumentos de pago de las transferencias. 
La experiencia de estos países se comple-
menta con ejemplos de otros programas 
en la región, con base en la experiencia 
operativa de los autores y cuando estos son 
de particular relevancia. 

El libro está organizado en cuatro capítu-
los, más esta introducción y una sección 
de conclusiones. Los tres primeros capítu-
los  abordan los principales procesos en la 
operación de los PTMC: la identificación 
de beneficiarios y el manejo del padrón, la 
verificación de condicionalidades y el pago 
de las transferencias. Aunque dichos capí-
tulos se enfocan en los aspectos operativos, 
también discuten cómo se determinan los 
principales parámetros de diseño. Poste-
riormente, el Capítulo 4 trata los asuntos 
transversales que apoyan la operación de 
los programas como la organización terri-
torial, los sistemas de gestión de la infor-
mación y la vinculación de los beneficiarios 
a otros programas sociales. Finalmente, 
la sección de conclusiones, sistematiza las 
lecciones aprendidas, los retos y las impli-
caciones de política. La Tabla A tiene el 
objetivo de facilitar al lector la búsqueda 
de los aspectos de diseño y operativos más 
importantes en los capítulos del libro.

Esperamos sinceramente que disfruten de 
esta publicación y que les sea útil.

3  Es importante destacar que las referencias a los programas contenidas en este libro corresponden a su diseño y estructura al 
momento en que se realizó el estudio de caso: Brasil y Colombia en 2015 y México, Costa Rica, Chile y Ecuador en 2016.
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Identificación de los 
beneficiarios
y manejo del padrón

1
capítulo

Marco Stampini
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Los programas de transferencias moneta-
rias condicionadas (PTMC) están foca-
lizados hacia la población con menores 
niveles de bienestar. Por ello, los PTMC 
han elaborado mecanismos para identifi-
car sus potenciales beneficiarios y deter-
minar su elegibilidad. Asimismo, han 
puesto en marcha sistemas que buscan 
mantener actualizada la información 
socioeconómica de los beneficiarios y 
asegurar que las transferencias lleguen a 
los que más las necesitan.

Existe una literatura que sostiene, bajo el 
nombre de “paradoja de la redistribución”, 
que los programas focalizados tienen 
un menor impacto redistributivo y en la 
reducción de la pobreza en comparación 
con los programas universales (Korpi 
y Palme, 1998). Una extensión de esta 
literatura argumenta que los programas 
universales aumentan el apoyo político a 
la redistribución, permitiendo expandir 
el presupuesto dedicado a este objetivo 
(Marx, Salanauskaite y Verbist, 2013). Van 
Oorschot (2002) discute las desventajas 
de la focalización, que incluyen los costos 
administrativos, la estigmatización de los 
beneficiarios y la posibilidad de generar 
trampas de dependencia (modificaciones 

de comportamiento para evitar perder la 
elegibilidad).

Frente a limitaciones presupuestarias y a 
una larga historia de subsidios generales 
altamente regresivos, —muchos de ellos 
al consumo—, los gobiernos han hecho 
esfuerzos en términos de focalización 
para que los PTMC sean reconocidos 
como programas eficientes. Dado el doble 
objetivo de los PTMC, la focalización ha 
implicado decidir cuál es la población 
que necesita recibir una transferencia de 
recursos por su condición de pobreza y 
para incentivar la formación de su capital 
humano. Esto ha permitido blindar los 
programas frente a críticas de asigna-
ción arbitraria o filtración a los estratos 
de la población con mayores niveles de 
bienestar.

En este capítulo, discutimos qué población 
objetivo ha sido elegida por los PTMC de 
la región. Revisamos los mecanismos de 
focalización adoptados y el grado de éxito 
en su aplicación. Describimos los procesos 
operativos para la identificación e inscrip-
ción de los beneficiarios. Discutimos la 
actualización del padrón de beneficiarios, 
con particular atención a los criterios de 
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salida y a la recertificación de la elegibili-
dad. Las principales lecciones aprendidas 
y las direcciones de reforma no se discu-
ten en este capítulo, sino que se presentan 
en el capítulo de conclusiones. 

1.1 Definición de la población objetivo

La definición de la población objetivo es 
el primer paso en el diseño de un PTMC. 
Implica la selección de criterios de elegibi-
lidad, que abarcan por lo menos dos nive-
les. Primero, es necesario elegir criterios 
socioeconómicos, es decir, si los programas 
focalizan a los pobres extremos, a todos 
los pobres o a los pobres y otros grupos 
vulnerables. Segundo, es preciso determi-
nar criterios demográficos, es decir, si los 
programas se dirigen a todos los hogares 
o, por ejemplo, solo a los que tienen niños, 
—que son los que más necesitan incentivos 
para el desarrollo del capital humano—.

 
1.1.1 Criterios socioeconómicos 
de elegibilidad: pobreza extrema, 
pobreza y/o vulnerabilidad

La selección de los criterios socioeco-
nómicos de elegibilidad refleja el debate 
sobre qué grupo poblacional necesita 
apoyo al ingreso, en particular para lograr 
los objetivos del programa en términos 
de desarrollo del capital humano. Varios 
PTMC se enfocan en los pobres extre-
mos (por ejemplo, Ecuador y México), 
mientras que otros incluyen las personas 
pobres y/o vulnerables. En Jamaica, por 
ejemplo, el Programa de Avance a tra-
vés de Salud y Educación (PATH, por 
sus siglas en inglés) se dirige al 40% más 

pobre de la población, mientras la inci-
dencia de la pobreza no ha excedido el 
20% desde la creación del programa en 
2002. En Chile, el programa se dirige a 
los pobres extremos y unas categorías de 
personas vulnerables, por ejemplo aque-
llas en situación de calle y menores cuyo 
padre, madre o tutor se encuentre privado 
de libertad.

En general, existe una disyuntiva entre 
el tamaño de la población objetivo y el 
monto de la transferencia. En teoría, 
es posible que un gobierno expanda al 
mismo tiempo la población objetivo y el 
monto de la transferencia, financiando 
esta política por medio de una mayor 
recaudación fiscal o reasignación del gasto 
público. Sin embargo, en la práctica, crear 
un espacio fiscal suficiente para financiar 
los PTMC no ha sido un camino trivial. 
En la mayoría de los casos, los programas 
maduros invierten el 0,3%-0,4% del Pro-
ducto Interno Bruto (Paes-Sousa, Regalia 
y Stampini, 2013) y la selección de una 
población objetivo más amplia implica un 
menor valor de la transferencia4. 

La literatura ha documentado casos en los 
que montos muy bajos de transferencias 
han logrado impactos en términos de 
mayor demanda por servicios de salud y 
educación (Filmer y Schady, 2009; Banco 
Mundial, 2011). Sin embargo, hasta qué 
punto se puede reducir el monto sin 
perder impacto es una cuestión esen-
cialmente empírica, cuya respuesta varía 
caso por caso. Por otro lado, en relación 
al objetivo redistributivo de los PTMC, 
se puede afirmar con certeza que una 
transferencia más baja tendrá un menor 
impacto en la reducción inmediata (de la 

4  Para una comparación de la generosidad de las transferencias en unos países de América Latina y Caribe, ver la Figura 2 en 
Stampini y Tornarolli (2012).
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incidencia y de la brecha) de la pobreza 
entre los hogares beneficiarios. 

Otra consecuencia de elegir una población 
objetivo más amplia es que ello implica la 
inclusión de beneficiarios con una pobreza 
menos profunda, que empíricamente 
ha mostrado ser también más dinámica 
(Stampini et al., 2016b). Esto implica la 
necesidad de diseñar reglas más dinámicas 
de manejo del padrón, con entradas y sali-
das frecuentes para apoyar a los hogares 
solo durante los episodios de pobreza. 

1.1.2 Criterios demográficos de 
elegibilidad: ¿todos los hogares  
o solo los que tienen niños?

En la conceptualización original de los 
PTMC y al inicio de su implementación, el 
enfoque principal estaba en la provisión de 
incentivos para la acumulación de capi-
tal humano. Por lo tanto, solo podían ser 
elegibles hogares con miembros sujetos a 
condicionalidades en salud (por ejemplo, 
embarazadas y niños en edad preescolar) 
o educación (niños y adolescentes en edad 
escolar). Los hogares sin niños queda-
ban excluidos, por lo que varios países 
—poniendo énfasis en la función redistri-
butiva de los PTMC—, expandieron la ele-
gibilidad a todos los hogares que satisfacían 
el criterio socioeconómico de elegibilidad. 
Con esto, incluyeron de facto en la estruc-
tura de las transferencias un componente 
básico no condicionado, típicamente de 
bajo monto.

En unos casos, la expansión de los crite-
rios demográficos de elegibilidad suplió 
la ausencia de un programa de pensión 
no contributiva. Por ejemplo, PATH en 
Jamaica incluye un componente específico 
de la transferencia para los adultos mayo-
res. Normalmente, el monto de los PTMC 

pagado a los adultos mayores es más bajo 
que una pensión no contributiva. Además, 
la cobertura de adultos mayores mediante 
los PTMC mantiene la focalización por 
pobreza, mientras que varias pensiones 
no contributivas cubren a todos los adul-
tos mayores que no reciben una pensión 
contributiva, independientemente de su 
condición de pobreza. 

1.2 Métodos de focalización 
geográficos, categóricos, de prueba  
de medios y comunitarios

Una vez que se ha definido la población 
objetivo, es necesario elegir los mecanis-
mos de focalización, es decir, los métodos 
utilizados para determinar si los solicitan-
tes satisfacen el criterio socioeconómico 
de elegibilidad. Esta fase se encuentra en 
un punto intermedio entre el diseño del 
programa y su operación, que empieza 
con el levantamiento de las encuestas de 
elegibilidad en el campo. El contenido de 
dichas encuestas depende de los criterios y 
métodos de focalización seleccionados. 

Los PTMC han utilizado una combina-
ción de métodos de focalización: geográ-
ficos, categóricos, de prueba de medios y 
comunitarios. Solo ocasionalmente se han 
utilizado en forma exclusiva, es decir, sin 
ser combinados entre ellos. Con respecto a 
los programas de protección social preexis-
tentes, la combinación de estos métodos de 
focalización ha permitido reducir sustan-
cialmente la filtración de los beneficios a 
los no pobres. No es posible formular una 
regla general sobre la combinación óptima 
de métodos de focalización para asegu-
rar que los PTMC lleguen a todos los que 
deberían recibirlos —y solo a ellos—. Sin 
embargo, la combinación de focalización 
geográfica en zonas de alta incidencia de la 
pobreza con prueba de medios a través de 



Así funcionan las transferencias condicionadas

14

la estimación del nivel de bienestar destaca 
como buena práctica en materia de asigna-
ción de PTMC, y más generalmente de pro-
gramas de alivio a la pobreza. Igualmente, 
hay prácticas que se deberían aplicar con 
cautela, por ejemplo la focalización geográ-
fica excluyente, o sea, la que excluye áreas 
del país con baja incidencia de pobreza. A 
continuación, revisamos los métodos de 
focalización uno por uno y discutimos el 
éxito de su aplicación. 

1.2.1 Focalización geográfica

La forma pura de la focalización geográfica 
consiste en decretar la elegibilidad de todos 
los hogares que viven en ciertas áreas del 
país y satisfacen los criterios demográficos 
establecidos por el programa. Por ejemplo, 
en 2016 el programa Red de Oportunida-
des en Panamá tomó la decisión de adoptar 
una focalización puramente geográfica en 
los corregimientos donde la incidencia de 
la pobreza extrema supera el 70%.

Una focalización geográfica pura tiene 
sentido solo en áreas donde la inciden-
cia de la pobreza es tan alta, que el riesgo 
de incluir hogares que no sean pobres es 
relativamente bajo en comparación con 
el riesgo de excluir aquellos que sí lo son. 
Además de eliminar los errores de exclu-
sión, la focalización geográfica pura per-
mite ahorrar los recursos necesarios para la 
aplicación de otros métodos de focalización 
(que se discutirán en las próximas subsec-
ciones), como, por ejemplo, la prueba de 
medios. 

En general, la focalización geográfica es 
utilizada en combinación con otros méto-
dos. En unos casos, ha sido el instrumento 
usado para determinar en qué áreas del 
país ejecutar el programa. Por ejemplo, 
El Salvador implementó el programa Red 

Solidaria en las 100 municipalidades más 
pobres del país. La expansión geográfica se 
realizó en etapas entre 2005 y 2010, empe-
zando por las municipalidades más pobres, 
elegidas con base en un mapa de pobreza 
(Barham et al., 2015). En otros casos, por 
ejemplo en México, la focalización geográ-
fica ha sido utilizada para guiar la expan-
sión del programa. 

Finalmente, la focalización geográfica ha 
sido utilizada para determinar la distribu-
ción geográfica y concentración territorial 
de los beneficiarios. Es el caso de Brasil, 
donde el número de cupos disponibles en 
cada municipio es determinado a nivel 
central, basado en estimaciones del número 
de familias pobres elaboradas con datos 
del Censo Demográfico y de la Encuesta 
Nacional por Muestra de Domicilios 
(PNAD, por sus siglas en portugués). El 
objetivo de este mecanismo es reducir el 
riesgo de que familias que no son pobres se 
integren al programa, asignando la respon-
sabilidad de una focalización efectiva a los 
gobiernos locales (Hellmann, 2015b). 

1.2.2 Focalización categórica

La forma pura de la focalización categórica 
consiste en la decisión de conceder la ele-
gibilidad automática a unos grupos pobla-
cionales determinados, sin aplicar otros 
métodos. La focalización categórica pura es 
utilizada en pocos países, y generalmente 
para incluir grupos poblacionales que 
representen una minoría de los beneficia-
rios del PTMC. Más Familias en Acción en 
Colombia, por ejemplo, establece la elegi-
bilidad automática de la población víctima 
de desplazamiento, definida por la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas, que maneja un registro de 
esta población. En 2013, las víctimas de 
desplazamiento representaban el 19% de 
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los beneficiarios del programa (Medellín y 
Sánchez, 2015).

En otros casos, se usa la focalización cate-
górica para garantizar la entrada al PTMC 
de beneficiarios de programas sociales que 
se quieren sustituir o complementar. Ejem-
plo del primer caso es la entrada automá-
tica al PATH de beneficiarios del programa 
Poor Relief, en Jamaica. Esto se justificó con 
base en razones de economía política más 
que por motivos teóricos o técnicos. Ejem-
plo del segundo caso es la Red Unidos en 
Colombia, donde Más Familias en Acción 
complementa un paquete de intervenciones 
socio-asistenciales dirigido a las familias en 
situación de pobreza extrema.

En otros casos, la focalización categórica 
se utiliza para establecer grupos priorita-
rios entre los elegibles. Por ejemplo, Bolsa 
Família en Brasil considera prioritarias 
a las familias quilombolas5, indígenas, de 
recicladores, en situación de trabajo infantil 
y con integrantes liberados de situaciones 
análogas al del trabajo esclavo. En estos 
casos, atendiendo siempre al criterio de 
los ingresos, estas familias recibirán el 
beneficio aunque el número de cupos para 
ese municipio sea rebasado (Hellmann, 
2015b). 

1.2.3 Prueba de medios

La prueba de medios apunta a clasificar 
el nivel de bienestar del hogar que realiza 
una solicitud de ingreso. Dado que todos 
los programas de ALC están focalizados en 
la población pobre o vulnerable, en todos 
los países se aplica una prueba de medios 

para la identificación de los beneficiarios, 
generalmente en combinación con uno 
o más de los otros métodos de focaliza-
ción. Esto implica el levantamiento de una 
encuesta con variables asociadas con el 
nivel de bienestar, que permita al mismo 
tiempo verificar la presencia de los crite-
rios demográficos de elegibilidad. 

En Brasil, la prueba de medios se realiza 
de forma directa con base en el ingreso 
familiar per cápita que el responsable de la 
unidad familiar declara al agente regis-
trador del municipio. Dicha declaración 
se toma en el curso de una entrevista, 
durante la cual se completa el formulario 
en papel del Cadastro Único. La encuesta, 
además de capturar el ingreso, se propone 
trazar un perfil de las vulnerabilidades de 
la familia. El responsable familiar debe 
comprometerse a ofrecer declaraciones 
verdaderas, bajo pena de perder el derecho 
de acceder a programas gubernamentales 
(Hellmann, 2015b).

Para reducir el riesgo de falsas declara-
ciones del ingreso, Bolsa Família adopta 
las siguientes estrategias: (i) determina 
a nivel federal —por medio de mapas de 
pobreza— un número limitado de cupos 
en cada municipio; (ii) atribuye a los 
municipios la responsabilidad de selec-
cionar a los beneficiarios; (iii) utiliza un 
fuerte sistema de monitoreo de la situación 
de pobreza de los beneficiarios por medio 
del Cadastro Único y del cruce de datos 
con otras bases administrativas; (iv) realiza 
publicidad de los nombres de los beneficia-
rios para permitir un control entre pares a 
nivel local; y (v) lleva a cabo una recertifi-
cación cada dos años.

5  Las familias quilombolas son grupos étnico-raciales, según criterios de autoidentificación, con trayectoria histórica propia, 
dotadas de relaciones territoriales específicas, con presunción de ancestros negros relacionada con la resistencia a la opresión 
sufrida históricamente.
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El resto de los países en ALC decidió no 
basarse en la autodeclaración del ingreso 
per cápita. Como alternativa, utilizan la 
estimación de un indicador de bienestar: 
por ejemplo ingreso, consumo, capacidad 
de generación de ingreso, índice de calidad 
de vida o índice de vulnerabilidad. Esta 
estimación, conocida por su nombre en 
inglés como Proxy Means Test (en adelante 
referido como proxy), se calcula por medio 
de variables estadísticamente asociadas con 
el nivel de bienestar. Típicamente, incluye 
variables demográficas (por ejemplo, 
tamaño del hogar), socioeconómicas (por 
ejemplo, nivel educativo de los adultos, 
tenencia de activos y características de la 
vivienda) y geográficas (lugar de residen-
cia). No todas las variables de las encuestas 
se utilizan en la fórmula del proxy. Algunas 
solo cumplen una función de control, es 
decir, que ofrecen una primera oportuni-
dad de verificar la veracidad de las decla-
raciones relativas a las variables del proxy. 
Otras apuntan a identificar elementos de 
vulnerabilidad, por ejemplo la presencia 
de miembros del hogar en situación de 
dependencia.

Con su enfoque en características del hogar 
y de la vivienda, las encuestas y las fórmu-
las del proxy normalmente no se adaptan 
bien a medir el nivel de bienestar de per-
sonas que viven en instituciones. Por esta 
razón, Avancemos en Costa Rica adopta un 
cuestionario diferenciado para las perso-
nas que viven en instituciones de bienestar 
social (como asilos o albergues) o que no 
tienen domicilio fijo (Hernández, 2016).

El proxy genera un puntaje que permite 
ordenar a los hogares por nivel de bien-
estar estimado. Conjuntamente con la 
fórmula del proxy, se determina un umbral 
de elegibilidad. Son elegibles para recibir 
las transferencias los hogares que tienen 
un puntaje menor —si el proxy mide nivel 

de bienestar— o mayor —si el proxy mide 
probabilidad de pobreza— que el umbral 
predeterminado.

Normalmente, las variables que se usan 
para calcular el puntaje del proxy y sus 
pesos relativos no son de dominio público. 
Los países mantienen esta información 
reservada, posiblemente debido a la preo-
cupación de que los postulantes manipulen 
sus declaraciones para aumentar la pro-
babilidad de entrar en los programas. En 
el Recuadro 1.1 describimos, a modo de 
ejemplo, una posible rutina para la elabora-
ción de un proxy. En la Tabla 1.1 enumera-
mos algunas de las variables utilizadas en la 
fórmula del proxy en México. 

Hay cuatro buenas prácticas que se deben 
seguir en el proceso de selección de las 
variables del proxy. Primero, es importante 
evitar la inclusión de variables manipula-
bles, por ejemplo, la posesión de activos 
que pueden ser fácilmente escondidos y 
para los cuales no hay registros de tenen-
cia. Por ejemplo, aun si tener un equipo 
reproductor de DVD puede estar relacio-
nado negativamente con la condición de 
pobreza, es fácil mover este activo cuando 
el trabajador social visita la vivienda para 
aplicar la encuesta de solicitud o para 
verificar la información anteriormente 
compilada en la oficina. Las mismas 
consideraciones no valen para automóvi-
les o motocicletas si el programa tiene la 
capacidad de cotejar la base de datos de los 
beneficiarios con registros de tenencia de 
estos activos.

En segundo lugar, es necesario evitar la 
inclusión de variables que están relaciona-
das con los objetivos del programa. Aun 
si la deserción o la baja asistencia escolar 
de los niños es un buen predictor del nivel 
de bienestar, es una dimensión en la que el 
PTMC quiere tener un impacto, así que al 
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La elaboración de un proxy para la clasificación de los pobres por ingreso requiere la disponibilidad de una encuesta 
de hogares, normalmente representativa a nivel nacional y a nivel urbano/rural, que mida el ingreso per cápita de 
cada hogar.

El primer paso es estimar una regresión en la que el logaritmo del ingreso per cápita es la variable dependiente. La 
transformación logarítmica tiene la finalidad de asegurar una distribución estadística normal. En unos casos, aunque 
no es la mejor práctica, el análisis factorial ha sido utilizado en vez de la regresión.

La regresión incluye como variables explicativas una serie de características del hogar. Es importante señalar que 
la regresión estima correlaciones y no necesariamente relaciones causales, por lo que las variables explicativas 
pueden ser determinantes o consecuencias del nivel de ingreso.

Los coeficientes que resultan de la regresión se utilizan para predecir el ingreso per cápita de cada hogar de la 
encuesta. Posteriormente, se ordena a los hogares de acuerdo con el ingreso per cápita estimado por el modelo. 
Se determina un umbral de elegibilidad, de manera que el número de individuos con ingresos menores al umbral 
sea igual al número de pobres en el país. Son elegibles los individuos que viven en hogares con ingreso per cápita 
estimado por debajo de este umbral. Esto implica, en principio, que el presupuesto asignado al programa permita la 
entrada de un número de hogares que iguala el número de hogares pobres. 

Para estimar la magnitud de los errores de inclusión y de exclusión del modelo, se construye una matriz en la que 
los renglones indican el número de personas pobres y no pobres con base al ingreso real reportado en la encuesta 
y las columnas indican el número de personas pobres y no pobres con base al ingreso estimado por el proxy. La 
celda que contiene a los pobres reales que tienen un ingreso per cápita estimado superior al umbral indica los 
errores de exclusión (o la subcobertura del programa), mientras que la celda que contiene a los no pobres con un 
ingreso estimado por debajo del umbral de elegibilidad indica los errores de inclusión (o filtración). 
El proceso anterior se puede repetir utilizando diferentes conjuntos de variables explicativas, con la finalidad de 
identificar la especificación del modelo del proxy que logre el balance deseado o aceptable entre los errores de 
exclusión e inclusión.

La estimación del modelo es normalmente efectuada separadamente para áreas rurales y urbanas. Esto significa 
que los proxy urbanos y rurales incluyen diferentes conjuntos de variables explicativas y diferentes coeficientes y 
umbrales de elegibilidad, lo que refleja las diferentes características de la pobreza en los dos medios.
Una vez que se han seleccionado las variables del modelo del proxy, se construye la encuesta que se proporcionará 
a los postulantes para determinar su elegibilidad. Esta encuesta contiene las variables del modelo (con la misma 
formulación usada en la encuesta de hogares), más otras variables que sean consideradas útiles por los programas.

recuAdro 1.1 ejemplo de elaboración de un proxy de pobreza por ingreso

Fuente: elaboración del autor.

momento de la recertificación no tendría 
sentido penalizar a un hogar beneficiario 
porque sus niños han mejorado su partici-
pación escolar.

En tercer lugar, es necesario considerar 
con atención la inclusión de variables en 
las que otros programas sociales tienen 
impacto. Por ejemplo, ¿tiene sentido incluir 

las características del piso si hay un pro-
grama de mejora de la vivienda para poner 
pisos firmes? En ausencia de este tipo de 
programa, es razonable pensar que los que 
tienen un mejor piso también tienen un 
mayor nivel de bienestar, que les ha per-
mitido instalar un piso firme. La existencia 
del programa de mejora de la vivienda 
invalida la correlación. Es posible que los 
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Índice de dependencia demográfica: razón entre el número de integrantes del hogar menores de 16 años y de 65 y más 
años con respecto a los integrantes del hogar entre 16 y 64 años

Número de mujeres en el hogar entre 15 y 49 años

Logaritmo del total de integrantes del hogar

Escolaridad promedio del jefe y cónyuge con primaria completa pero secundaria incompleta

Escolaridad promedio del jefe y cónyuge con secundaria completa o más

Número de personas del hogar con trabajo subordinado

Número de personas del hogar con trabajo independiente

Número de personas del hogar con trabajo subordinado sin pago

Indicador de inseguridad alimentaria 1: por falta de recursos algún adulto del hogar dejó de desayunar, comer o cenar al 
menos una vez (durante los últimos tres meses)

Indicador de inseguridad alimentaria 2: por falta de recursos algún adulto comió una vez al día o dejó de comer todo el 
día (durante los últimos tres meses)

Indicador de inseguridad alimentaria conjunta: alguno de los dos casos anteriores

Número de integrantes del hogar que cuentan con Seguro Popular

Indicador de que al menos uno de sus integrantes cuenta con acceso a servicio médico derivado de su trabajo

Indicador de que el jefe es trabajador independiente y al menos uno de sus integrantes cuenta con acceso a servicio 
médico derivado de su trabajo

Indicador de que el hogar recibe remesas

Indicador de que la vivienda es propia

Indicador de que la vivienda es rentada

Total de cuartos en la vivienda sin incluir cocina, pasillos ni baños

Indicador de baño de uso exclusivo del hogar con acceso a agua

Indicador de piso firme en la mayor parte de la vivienda

Indicador de piso con recubrimiento en la mayor parte de la vivienda

Indicador de utilización de combustibles como leña, carbón o petróleo para cocinar

Indicador de no tenencia de refrigerador

Indicador de no tenencia de vehículo

Indicador de no tenencia de computadora

Indicador de no tenencia de reproductor de videocasetera ni de DVD

Indicador de no tenencia de teléfono fijo

Indicador de no tenencia de horno eléctrico o microondas

Índice de rezago social a nivel municipal

Indicador de que el hogar se encuentra en localidades de 100 mil o más habitantes

Indicador de que el hogar se encuentra en localidades de 15 mil o más habitantes, pero de menos de 100 mil

tAblA 1.1 Variables utilizadas en el proxy de prospera

Fuente: Dávila (2016; 17).
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hogares más pobres tengan un piso mejor 
que los hogares menos pobres, exactamente 
porque su menor nivel de bienestar les ha 
permitido beneficiarse del programa de 
mejora de la vivienda. El problema debe ser 
considerado cuidadosamente, con decisio-
nes y soluciones que varían caso por caso; 
por ejemplo, a través de la actualización 
periódica del proxy para identificar qué 
variables han perdido poder de predicción.

Finalmente, pero de suma importancia, es 
necesario evitar la inclusión de variables 
laborales —por ejemplo, la afiliación a la 
seguridad social—, para reducir el riesgo 
de que los postulantes y beneficiarios asu-
man que mejorar o formalizar su condición 
laboral afecte su elegibilidad al programa. 
Por esta razón, recientemente Honduras 
y Panamá han decidido excluir variables 
laborales de su fórmula del proxy6. Por la 
misma razón, es aconsejable evitar pregun-
tas sobre la situación laboral de los miem-
bros del hogar en la encuesta de entrada 
o recertificación, aun si no se utiliza esta 
información para el cálculo del proxy. En 
todos los casos, si lo desean, los programas 
tienen la opción de verificar la situación 
ocupacional de los postulantes y beneficia-
rios al cotejar su padrón con datos admi-
nistrativos de otros registros públicos. 

Recientemente, algunos países han con-
siderado focalizar los programas sociales, 
incluyendo los PTMC, utilizando indicado-
res que estiman la pobreza multidimensio-
nal. Estos indicadores combinan variables 
que miden privaciones, por ejemplo, baja 
calidad de la vivienda y brechas en educa-
ción y salud. Desafortunadamente, dichos 
indicadores de pobreza multidimensional 
no representan una buena práctica, porque 
asignan pesos arbitrarios a las dimensio-

nes de la pobreza. En contraste, los proxy 
utilizan variables similares para estimar la 
pobreza, pero emplean métodos estadísti-
cos para determinar sus pesos. Un segundo 
problema de los indicadores de pobreza 
multidimensional existentes es que han 
incluido indicadores de resultados de los 
programas sociales, como, por ejemplo, 
la deserción escolar de los niños. Esto no 
resulta un inconveniente si el objetivo 
es dar seguimiento a la efectividad de la 
política social, pero sí lo es si el objetivo es 
focalizar programas.

Con el pasar del tiempo, las fórmulas de 
proxy pierden poder predictivo porque 
cambia la relación entre las características 
del hogar o la posesión de un activo y la 
condición de pobreza. El ejemplo clásico es 
que la tenencia de un teléfono celular, que 
estaba positivamente asociada con los nive-
les de bienestar al inicio de los años 2000, 
ya no es un buen predictor. Actualmente, 
sería alguna característica del teléfono la 
que pudiera predecir el nivel de bienestar, 
por ejemplo si el teléfono es inteligente o el 
tipo de contrato de telefonía asociado, pero 
esta información no se encuentra en las 
encuestas de hogares. 

La pérdida de poder predictivo implica que 
es buena práctica revisar periódicamente 
la fórmula del proxy, utilizando las encues-
tas más recientes. La pregunta operativa 
es: ¿cada cuánto tiempo es óptimo revisar 
el proxy? Si la nueva fórmula se basa en 
variables que ya aparecen en la encuesta 
de entrada y recertificación, la revisión 
del proxy no genera altos costos y puede 
ser frecuente. Por ejemplo, es posible que 
la nueva fórmula contenga las mismas 
variables de la anterior, pero actualice los 
coeficientes para reflejar cambios en la 

6  Para los detalles de la revisión del proxy de Honduras, ver Benedetti et al. (2014).
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relación entre estas variables y el nivel de 
bienestar medido por el proxy. Por otro 
lado, en caso de que la revisión requiera 
la inclusión de nuevas variables, el cam-
bio en la fórmula del proxy implica costos 
administrativos para la modificación de la 
encuesta de entrada y recertificación. El 
proceso de revisión puede ofrecer la opor-
tunidad de enriquecer la encuesta de hoga-
res y profundizar los análisis de pobreza, 
en el contexto de una discusión más amplia 
sobre la medición de la pobreza a nivel de 
país. Es razonable que este tipo de revisión 
más profunda sea menos frecuente, por 
ejemplo, cada tres o cinco años. 

1.2.4 Focalización comunitaria

La focalización comunitaria consiste en 
asignar a ciertas comunidades la respon-
sabilidad de determinar la lista de benefi-
ciarios del programa. En ALC, siempre se 
ha usado en combinación con uno o más 
de los métodos previamente descritos. El 
ejemplo que más se acerca a una focaliza-
ción puramente comunitaria es el de Más 
Familias en Acción, en Colombia, para la 
población indígena. El programa establece 
la focalización categórica de los hogares 
registrados en el Censo Indígena, el cual 
es construido de manera autónoma por las 
autoridades tradicionales de cada comuni-
dad indígena y solo es avalado y adminis-
trado por el gobierno nacional (Medellín y 
Sánchez, 2015). 

En otros casos, la focalización comuni-
taria es utilizada en forma más blanda 
para validar los resultados de la prueba de 
medios, es decir, para confirmar el estatus 
de pobreza de los declarados elegibles o 
para incluir casos que fueron erróneamente 
clasificados como no pobres. Este tipo de 
focalización apunta a utilizar el conoci-
miento comunitario sobre el nivel de vida 

de cada hogar. Se utilizó, por ejemplo, 
como último paso de la focalización en la 
etapa inicial de ampliación rural del pro-
grama Prospera en México. Comprendió 
la presentación de un listado de hogares 
elegibles ante asambleas comunitarias 
para validación pública y dio a los hoga-
res la posibilidad de salirse del programa 
(Orozco y Hubert, 2005). Actualmente, 
durante la incorporación, los miembros 
de la comunidad pueden indicar casos 
de hogares que en su opinión hayan sido 
seleccionados erróneamente. A estos hoga-
res se les da seguimiento de acuerdo con un 
proceso denominado “Verificación Perma-
nente de Condiciones Socioeconómicas” 
(Dávila, 2016). En general, la experiencia 
de los PTMC sugiere que la focalización 
comunitaria ha resultado ser efectiva para 
reducir los errores de exclusión, incluyendo 
hogares excluidos incorrectamente, y relati-
vamente ineficaz para reducir los errores de 
inclusión (Paes-Sousa, Regalia y Stampini, 
2013). 

1.2.5 Éxito de la focalización: 
errores de exclusión (subcobertura) 
e inclusión (filtración)

Gracias a la adopción de reglas objetivas de 
medición de la pobreza y al uso de moder-
nos sistemas de monitoreo y gestión de 
la información, los PTMC se encuentran 
entre los programas sociales mejor foca-
lizados. Sin embargo, persisten errores de 
exclusión que determinan una situación 
de subcobertura de la población objetivo. 
En unos casos, estos se deben al menos 
en parte a la insuficiencia del presupuesto 
asignado al programa, que aun en caso de 
focalización perfecta no alcanzaría a lograr 
una cobertura completa de la población 
objetivo. En la mayoría de los casos, no 
obstante, la razón es diferente. De hecho, 
Robles, Rubio y Stampini (2015), utilizando 
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líneas internacionales de $2,5 y $4 respec-
tivamente para pobreza extrema y pobreza, 
encontraron que el número de beneficiarios 
de los PTMC era 2,5 veces el número de 
pobres extremos en 16 países de América 
Latina y el Caribe en 2013. Sin embargo, 
los PTMC solamente cubrían al 50,6% de 
los pobres extremos en hogares con niños 
menores de 18 años. Al mismo tiempo, 
persisten errores de inclusión, un fenó-
meno conocido también bajo el nombre de 
filtración. Robles, Rubio y Stampini (2015) 
estiman que, en 2013, el 39,2% de los bene-
ficiarios de los PTMC no era pobre.

Para entender los problemas de subco-
bertura y filtración, es necesario recor-
dar que los mecanismos de focalización 
no son perfectos. Los modelos de proxy 
típicamente explican solo el 50%-60% de 
la variabilidad del indicador de bienestar 
estudiado. Hay un porcentaje importante 
de la variabilidad asociada al nivel de 
bienestar que no puede ser predicho con 
exactitud por medio de las variables de las 
encuestas. Estas limitaciones estadísticas 
de los proxy deben compararse contra 
las posibles alternativas viables. Frente al 
riesgo de sesgos en la selección de benefi-
ciarios por potencial uso clientelar de los 
programas sociales, el error estadístico 
puede ser un mal menor, porque al menos 
es imparcial. En otras palabras, este tipo 
de error es ciego, aleatorio. Por esta razón, 
el uso de proxy sigue representando una 
buena práctica en la focalización de los 
PTMC. Sin embargo, su contribución 
a la existencia de errores de inclusión y 
exclusión representa una fuente de preo-
cupación, por lo que tiene sentido seguir 
experimentando con otros métodos de 
identificación e inclusión de los hogares 
erróneamente excluidos.

El desempeño de los proxy es peor en las 
áreas urbanas que en las áreas rurales 
(Robles, Rubio y Stampini, 2015), porque 
en las ciudades la pobreza es más transi-
toria y menos predecible con base a datos 
sobre posesión de activos. Además, dada 
la inevitabilidad de un grado de error, la 
oportunidad de utilizar un modelo esta-
dístico es cuestionable en las áreas con 
incidencia de pobreza particularmente baja 
o alta. En las segundas, puede ser preferible 
establecer la elegibilidad universal a los 
PTMC, utilizando una focalización pura-
mente geográfica. El gran reto todavía no 
resuelto es la focalización en contextos con 
baja incidencia de pobreza.

Es posible pensar que por estas razones el 
gobierno brasileño haya decidido basar su 
sistema de focalización de los programas 
sociales en la autodeclaración del ingreso 
en vez del ingreso estimado. Los estudios 
existentes (Stampini y Tornarolli, 2012; 
Robles, Rubio y Stampini, 2015) encuen-
tran que la focalización de Bolsa Família 
fue, al menos inicialmente, tan buena como 
la de los otros PTMC de la región. Estos 
estudios se basan en datos de 2006, cuando 
Bolsa Família ya llegaba a alrededor de 
48 millones de beneficiarios, es decir, muy 
cerca del tamaño actual del programa. 
Un análisis más reciente encuentra que 
el índice de concentración del programa 
se ha mantenido constante a lo largo del 
tiempo (Côrtes Neri y Cavalcanti Ferreira 
de Souza, 2012).  
 
Además de la imperfección de los proxy, 
los altos niveles de subcobertura pueden 
explicarse por el hecho de que los más 
pobres son difíciles de alcanzar7. Como 
consecuencia de su situación de pobreza, 
no están bien conectados con los servicios 

7  Este párrafo y los dos siguientes de esta subsección se basan en Robles et al. (2016). 
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sociales y los programas de protección 
social. En ocasiones, no confían en que los 
gobiernos se preocupan por su condición 
de pobreza y no creen tener derecho a los 
beneficios que estos proveen. En algu-
nos casos, ciertas áreas se excluyen de la 
cobertura de los PTMC debido a la falta de 
servicios de educación y salud, que consti-
tuyen una condición para recibir las trans-
ferencias. Generalmente, cuanto más pobre 
un hogar, más alto es el costo financiero 
y en recursos humanos para alcanzarlo, 
incluirlo en un programa de protección 
social y brindarle los servicios sociales 
relacionados. Consecuentemente, en varios 
países se ha privilegiado la expansión de los 
PTMC hacia grupos de población menos 
pobres, en vez de concentrar los esfuerzos 
en cerrar brechas de cobertura entre los 
pobres extremos.

En resumen, no obstante los esfuerzos 
realizados, los PTMC deben hacer más 
para llegar a los que más los necesitan. 
Los modelos estadísticos de focalización 
evitan la asignación arbitraria pero no 
son suficientes para identificar a todos los 
pobres extremos. Para complementar estos 
métodos, se pueden considerar métodos 
innovadores de focalización comunitaria y 
mecanismos de búsqueda activa por medio 
de trabajadores sociales.

Estos últimos apuntan a identificar los 
hogares más pobres excluidos del pro-
grama. La evaluación profesional y el 
trabajo de cercanía juegan un papel impor-
tante, especialmente en áreas urbanas, para 
superar barreras de información, reducir 
el estigma de participación en los PTMC, 
acercar la oferta del estado a los más pobres 
y, consecuentemente, disminuir los errores 

de exclusión. Los esfuerzos de búsqueda 
activa pueden ser guiados por la elabora-
ción de mapas de pobreza por manzana, 
que son un instrumento de gran utilidad 
para priorizar las áreas geográficas donde 
el número de hogares en pobreza extrema 
excede el número de hogares beneficiarios, 
pese a que el programa tiene capacidad de 
atenderlos.

La evaluación comunitaria, por medio de 
la cual las mismas comunidades identifi-
can casos de pobres extremos excluidos de 
los PTMC, puede también contribuir a la 
reducción de la subcobertura. Experiencias 
recientes e innovadoras ofrecen ejemplos 
interesantes de experimentación en esta 
dirección. Así, el programa Targeting the 
Ultra Poor en Bangladesh selecciona sus 
beneficiarios por medio de un proceso 
comunitario de clasificación que identifica 
a los extremadamente pobres (Goldstein, 
2016). Similarmente, el programa Produc-
tive Social Safety Net en Tanzania utiliza 
una focalización comunitaria seguida por 
la aplicación de un proxy solo a las fami-
lias preseleccionadas por las comunidades 
(Rosas, Pinzón-Caicedo y Zaldivar, 2016). 
La iniciativa “Produciendo por mi futuro” 
en Colombia sigue un esquema de focali-
zación similar8. Como vimos en la Subsec-
ción 1.2.4, los resultados de la aplicación 
de métodos de focalización comunitaria en 
los programas de ALC son mixtos. Se debe 
reconocer que hay un riesgo de asignación 
arbitraria y captura por élites locales. Sin 
embargo, este riesgo puede ser mitigado 
por medio de procesos de auditoría y la 
difusión de información sobre quién es 
beneficiario del programa, una práctica ya 
en uso en varios países de la región y que 
puede aumentar el nivel de responsabilidad 

8  Ver https://www.youtube.com/watch?v=2od_CkZSxls&feature=youtu.be. Para otro ejemplo de focalización comunitaria para la 
selección de los ultra-pobres en Honduras y Perú, ver Karlan y Thuysbaert (2013).

https://www.youtube.com/watch?v=2od_CkZSxls&feature=youtu.be.
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de las autoridades involucradas en la foca-
lización. La experiencia reciente de combi-
nación de la focalización comunitaria con 
mecanismos de prueba de medios —para 
fines de verificación— merece atención, y 
sin duda una evaluación rigurosa de sus 
resultados generaría aprendizajes útiles.

Además de errores estadísticos de los 
proxy y errores operativos en su proceso 
de aplicación, la filtración es el resultado 
del contraste entre una pobreza dinámica 
y padrones de beneficiarios estáticos. Entre 
2000 y 2013, la incidencia de la pobreza en 
América Latina y el Caribe ha disminuido 
en 16,6 puntos porcentuales. Durante el 
mismo periodo, se estima que el 9% de la 
pobreza extrema y el 50% de la pobreza 
moderada fueron de naturaleza transito-
ria (Stampini et al., 2016b). Esto implica 
que es buena práctica asegurar un manejo 
dinámico de los padrones de beneficiarios, 
basado en una recertificación periódica 
de la elegibilidad y en una auditoría de la 
condición de pobreza por medio de cruces 
de datos administrativos. Como veremos 
en la Subsección 1.4.2, esos procesos no 
han sido implementados regularmente en 
todos los países.  

1.3 Identificación e inscripción  
de los beneficiarios

Una vez que se ha determinado la pobla-
ción objetivo y seleccionado los métodos 
de focalización, se pone en marcha el ciclo 
operativo que lleva a la identificación e 
inscripción de los beneficiarios. Los pasos 
a seguir incluyen: (i) el levantamiento de 
las solicitudes de entrada, —incluida la 
información socioeconómica y demográ-
fica necesaria para determinar la elegibi-
lidad—; (ii) la captura de los datos en un 
sistema informático; (iii) la determinación 
de la elegibilidad y generación de la lista de 

hogares elegibles; (iv) la inscripción de los 
beneficiarios. 

Revisamos estos pasos en detalle en las 
siguientes subsecciones. 

 
1.3.1 Levantamiento de solicitudes

El proceso comienza con la capacitación 
de los trabajadores de campo y la disemi-
nación de información sobre el programa 
y el proceso de solicitud, por ejemplo, por 
medio de carteles en lugares concurridos 
—como escuelas y mercados—, volantes, 
perifoneo o radio local. 

Para el levantamiento de información 
sobre los hogares, se utiliza uno o más de 
los siguientes tres métodos: los barridos 
totales, las mesas de atención y la bús-
queda activa. La selección del método o 
métodos a utilizar depende del porcentaje 
de hogares que se estimen elegibles y del 
presupuesto con que se cuente para el 
levantamiento de la información. 

Los barridos totales, en los que se visitan 
todas las viviendas, son buena práctica 
cuando se estima que un alto porcen-
taje de los hogares es elegible. El proceso 
puede ser iniciativa del PTMC o de un 
más amplio sistema de focalización de 
los programas sociales. Por ejemplo, el 
Sistema de Identificación de Potencia-
les Beneficiarios de Programas Sociales 
(SISBEN) de Colombia y el Sistema Único 
de Beneficiarios (SIUBEN) de la República 
Dominicana levantan periódicamente la 
información de la mayoría de los hogares 
del país, clasificándolos por condición de 
pobreza, y comunican la información a los 
PTMC.

En las mesas de atención, se reciben las 
solicitudes en lugares predeterminados, 
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que pueden incluir las oficinas del pro-
grama, de la municipalidad o del Ministe-
rio de Desarrollo Social. Las mesas pueden 
operar únicamente en algunos periodos 
(como durante la expansión del programa) 
o estar abiertas de manera permanente. 
Por ejemplo, para entrar a PATH en 
Jamaica es necesario presentarse en las 
oficinas del municipio, declararse pobre 
y completar una solicitud. Los hogares 
pueden solicitar su ingreso al programa 
en cualquier momento, pero su entrada 
dependerá de su elegibilidad y la existencia 
de presupuesto. 

En México, en las mesas de atención se 
aplica una cédula resumen que permite, 
por medio del cálculo de un algoritmo, 
seleccionar aquellos hogares a los que se 
debe visitar en su vivienda para llenar la 
encuesta completa (Dávila, 2016).

El uso de mesas de atención reduce el 
costo del trabajo de campo, pero aumenta 
el riesgo de que hogares pobres se queden 
excluidos del programa. Por esta razón, 
es buena práctica complementar el uso 
de mesas de atención con mecanismos de 
búsqueda activa para encontrar a los bene-
ficiarios con mayores niveles de exclusión 
social. Mecanismos de este tipo existen 
en Brasil y Costa Rica. En Costa Rica, en 
2015 se implementó la estrategia “Puente 
al Desarrollo”, focalizada en los 75 distritos 
más pobres del país. Esta estrategia prevé 
la búsqueda activa de los pobres por medio 
de la figura del cogestor social, que brinda 
un acompañamiento directo y personali-
zado a la familia (Hernández, 2016).

Es una práctica común llenar la encuesta 
completa en la vivienda, porque esto 
permite verificar que las declaraciones 
relativas a los activos sean auténticas, 
y llevar a cabo una primera evaluación 
profesional de la situación del hogar. En 

tiempos recientes —por ejemplo en Ecua-
dor en 2013—, esto también ha permitido 
georreferenciar las viviendas, aumentando 
la probabilidad del éxito de futuros con-
tactos. Brasil representa una excepción en 
este sentido: “hasta septiembre de 2014, 
el 77% de los registros fueron realizados 
sin visita domiciliaria y el 6,1% fueron 
realizados con visita domiciliaria; el 16,9% 
de los registros no contenían información 
sobre la forma de recopilación” (Hellmann, 
2015b; 12). El uso de inteligencia artificial 
y aprendizaje de máquina representa una 
perspectiva interesante para reducir el 
riesgo de falsas declaraciones y mejorar la 
focalización (Recuadro 1.2).

Al concluir la entrevista, se asigna un 
número único de identificación y se soli-
cita la firma de la persona que proporcionó 
la información. Con la firma, el hogar 
asume la responsabilidad de la veracidad 
de la información brindada. En general, las 
declaraciones falsas implican la pérdida del 
derecho a acceder a programas sociales.

Mientras los barridos totales y las mesas 
de atención temporal son por definición 
procesos discretos que se realizan a inter-
valos plurianuales, las mesas permanentes 
permiten un proceso continuo de entrada 
de nuevos beneficiarios. Esto es necesario 
para responder a la naturaleza dinámica de 
la pobreza, particularmente en áreas urba-
nas o donde la elegibilidad a los PTMC 
ha sido extendida a los pobres moderados 
y/o a los vulnerables. Sin embargo, ello 
requiere la disponibilidad de cupos para 
los nuevos solicitantes. Un manejo diná-
mico del padrón, con frecuentes recertifi-
caciones que permitan la salida de hogares 
que han superado de forma temporal o 
permanente la condición de pobreza, es 
importante para garantizar la disponibili-
dad de cupos para los nuevos pobres (ver 
Sección 1.4).
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Los métodos de aprendizaje de máquina (machine learning) están comenzando a ser implementados en el sector 
social para el diseño de políticas públicas. El aprendizaje de máquina consiste en algoritmos que predicen una 
variable a partir de bases de datos muy extensas y mediante el uso de nuevos métodos estadísticos (Varian, 
2014). Por ejemplo, en Dinamarca se utiliza este tipo de algoritmos para predecir la deserción escolar (Sara et al., 
2015). En Costa de Marfil, se han utilizado datos de telefonía celular para la preparación de mapas de pobreza que 
pudieran ayudar a focalizar programas sociales (Smith, Mashhadi y Capra, 2013).

En República Dominicana, se incorporaron algoritmos de aprendizaje de máquina para el control de calidad en el 
levantamiento de las fichas socioeconómicas del SIUBEN. La información de la ficha suministrada a una familia 
por medio de dispositivo móvil alimenta un algoritmo que, con base en el análisis de todos los datos del SIUBEN, 
reconoce patrones e identifica información irregular para alertar al personal a cargo del control de calidad. Por 
ejemplo, el algoritmo emite una alerta si identifica una característica del hogar extraña para un determinado 
barrio, o si encuentra un hogar pobre en una zona rica de la ciudad. Si se verifica que la información del hogar 
es correcta, entonces el algoritmo aprende e incorpora la información adicional para mejorar su precisión en 
identificar información errónea. De probarse la eficacia del uso de dichos algoritmos, éstos podrían utilizarse para 
reducir costos en el levantamiento de fichas para incorporar hogares y mejorar la focalización de los programas, 
generando ahorros fiscales y un mejor uso de recursos.

recuAdro 1.2 Inteligencia artificial y aprendizaje de máquina al servicio de los ptMc

Fuente: Tejerina (2016).

1.3.2 Captura de datos en un sistema 
informático, determinación de la 
elegibilidad y generación de la lista  
de hogares elegibles 

En la mayoría de los casos, se realizan 
encuestas en papel para recolectar la 
información de los hogares que postulan 
al programa y se requiere de un proceso 
de digitación para alimentar el sistema 
de información. La digitación se realiza 
por parte de personal capacitado, general-
mente en las oficinas regionales o centrales 
del programa o del ministerio. Es buena 
práctica realizar este proceso lo más cerca 
posible a la residencia de los beneficiarios, 
para facilitar la revisión en caso de cues-
tionarios incompletos o que presenten 
inconsistencias. 

Recientemente, algunos programas han 
empezado a utilizar dispositivos móviles 

para la captura de la información, lo que 
agiliza el flujo de la entrevista, permite 
incluir controles de consistencia entre 
las diferentes respuestas y evita la necesi-
dad del proceso de digitación. Los datos 
capturados se sincronizan con el sistema 
informático del programa en tiempo real o 
posteriormente, cuando hay una conexión 
a internet. No obstante, el uso de disposi-
tivos móviles presenta varias dificultades 
técnicas, por ejemplo, la capacidad insufi-
ciente de las baterías en caso de imposibili-
dad de conectarse a la red eléctrica. 

Una vez que los datos de las solicitudes son 
capturados por el sistema informático del 
programa, un algoritmo verifica el cumpli-
miento de los criterios socioeconómicos y 
demográficos de elegibilidad. El proceso 
incluye el cálculo del puntaje del proxy, en 
caso de que esta sea la forma utilizada para 
efectuar la prueba de medios. En México, 
se experimentó con la integración del 
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cálculo del proxy en el dispositivo móvil 
utilizado para la captura de la encuesta 
de solicitud, lo que permitía determinar 
y comunicar de forma inmediata la elegi-
bilidad de los solicitantes. La experiencia 
presentó dificultades, incluso la retención 
de personal o del dispositivo móvil, o la 
destrucción del mismo, en caso que no 
se tuviera una respuesta favorable para el 
hogar. Por esta razón, a mediados de 2010 
el programa dejó de dar el resultado del 
puntaje a los beneficiarios al finalizar la 
encuesta (Dávila, 2016).

Finalmente, el sistema informático genera 
el listado de hogares declarados elegibles, 
que representa el insumo principal para 
llevar a cabo el proceso de inscripción.

 
1.3.3 Inscripción de los beneficiarios

Para recibir las transferencias, los hogares 
identificados como elegibles deben ser 
incorporados formalmente al programa 
por medio del proceso de inscripción. Esto 
implica el registro de varios documentos 
del hogar, de acuerdo con la legislación 
y normas nacionales. Estos documentos 
contienen la información necesaria para 
garantizar la transparencia del proceso de 
focalización y pago. 

Por ejemplo, la inscripción en Avancemos 
en Costa Rica requiere la presentación 
de “fotocopia de identidad de todos los 
mayores de edad de [la] familia, constancia 
de nacimiento de todos los menores de 
edad, fotocopia de la factura de luz, agua 
o teléfono para demostrar la dirección del 
domicilio, constancia de salario o declara-
ción jurada de los ingresos de la familia” 
(Hernández, 2016; 10). Además, el pro-
grama puede solicitar documentos adicio-
nales para determinar el nivel de bienestar 
del solicitante y para comprobar la vera-

cidad de los documentos anteriormente 
mencionados (Hernández, 2016).

Es importante resaltar que el requisito de 
presentar documentos —incluidos docu-
mentos de identidad para todos los miem-
bros del hogar—, puede representar una 
barrera a la inscripción de los más pobres. 
Por esta razón, es buena práctica limitar al 
máximo la exigencia de documentos y/o 
facilitar el acceso a ellos. Así, por ejemplo, 
se puede utilizar el proceso de inscrip-
ción como una plataforma para entregar 
documentos a los que no lo tienen. Es el 
caso de Colombia, donde “la alcaldía […] 
debe convocar a otras entidades como la 
Registraduría Nacional del Estado Civil y el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
para que en el sitio se expidan documentos 
de identidad de los padres y de los meno-
res, así como los documentos de custodia 
que son indispensables para inscribirse al 
programa” (Medellín y Sánchez, 2015; 10). 

En relación al proceso de inscripción, es 
buena práctica dedicar personal e imple-
mentar el operativo necesario para regis-
trar correctamente los datos de todos los 
integrantes del hogar, su nombre, fecha de 
nacimiento, sexo y, para los menores, los 
datos de su escuela y grado al que acuden. 
En el caso de las condicionalidades en 
salud, también es buena práctica buscar la 
conexión entre el proceso de registro en el 
programa y el “registro” o forma práctica 
de iniciar la asistencia regular a los centros 
de salud.

En paralelo a la presentación de documen-
tos, los hogares firman un contrato de par-
ticipación y reciben información adicional 
sobre los objetivos del programa, los dere-
chos y obligaciones y la forma de iniciar 
el cumplimiento de corresponsabilidades, 
así como aspectos prácticos para recibir las 
transferencias. Esta información se ofrece 
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por medio de reuniones comunitarias o en 
forma escrita. El paquete de incorporación 
de Prospera en México incluye, entre otros, 
el formato para registrar al hogar ante la 
unidad de salud y el formato de inscripción 
al ciclo educativo relevante para la entrega 
al centro escolar. Este es un primer paso 
formal para asegurar la conexión entre el 
PTMC y los sectores de salud y educación. 
En otros países, como Honduras, los hoga-
res suscriben una carta de compromiso que 
específica los deberes de las familias en el 
contexto del programa.

Durante la inscripción, también se selec-
ciona el miembro del hogar que será el titu-
lar o representante frente al programa, en la 
mayoría de los casos una mujer. En México, 
se conforman los Comités de Promoción 
Comunitaria. Finalmente, en los países con 
sistemas de pago más avanzados, se gene-
ran las tarjetas electrónicas para la entrega 
de las transferencias.  

1.4 Actualización del padrón

Los cambios en las características demo-
gráficas y condiciones socioeconómicas 
de los hogares beneficiarios requieren un 
proceso de constante actualización de sus 
datos en el padrón de los PTMC. Ejemplos 
de estos cambios incluyen, entre otros, 
embarazos, nacimientos, avances escolares 
y fallecimientos. Es importante registrar 
estos eventos en el padrón tanto para que 
el programa apoye el desarrollo del capital 
humano (por ejemplo, apoyando al cumpli-
miento de los controles prenatales) como 
para que se determine la salida de los hoga-
res que dejan de cumplir con los criterios 
de elegibilidad. El enfoque de esta sección 
es el análisis de los criterios de salida y 
de los procesos de recertificación de la 
elegibilidad de los beneficiarios, que son 
necesarios para facilitar la disponibilidad 

de cupos para nuevos solicitantes frente a 
la dinámica de la pobreza. 

1.4.1 Criterios de salida

En general, los hogares beneficiarios pue-
den salir de los programas por una de las 
siguientes razones: (i) cuando mejora su 
condición socioeconómica; (ii) cuando no 
cumplen con la obligación de recertificarse; 
(iii) cuando no cumplen con las condicio-
nalidades; (iv) cuando cambia su estructura 
demográfica; (v) cuando no retiran las 
transferencias monetarias en un periodo 
largo de tiempo; (vi) cuando se comprueba 
que han presentado información falsa; y 
(vii) por renuncia. La salida por mejora de 
condición socioeconómica ocurre como 
resultado de la recertificación; este tema 
es el sujeto de la próxima subsección. La 
salida por falta de cumplimiento de las 
condicionalidades, generalmente precedida 
por un periodo de suspensión, será anali-
zada en el Capítulo 2.

La salida por cambio de la estructura 
demográfica del hogar acontece solo en los 
programas con criterios demográficos de 
elegibilidad. Por ejemplo, en Costa Rica 
el hogar sale de Avancemos si el joven 
estudiante cumple 25 años de edad o com-
pleta el ciclo de educación media superior. 
En países sin criterios demográficos de 
elegibilidad, el cambio de la estructura del 
hogar solo genera el cambio en el monto 
de la transferencia. Por ejemplo, cuando 
un joven en un hogar beneficiario de 
Bolsa Família en Brasil cumple 18 años, se 
interrumpe el pago del Beneficio Variable 
Joven para ese integrante del hogar.

Varios programas prevén la salida de 
beneficiarios que no retiran repetidamente 
las transferencias. Por ejemplo, los hogares 
beneficiarios del Ingreso Ético Familiar en 
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Chile son excluidos si no realizan retiros 
en más de seis meses. En México, la falta de 
retiro en dos ocasiones (dos bimestres) es 
razón administrativa de suspensión.

La entrega de información falsa es un 
motivo de exclusión de todos los pro-
gramas. La falsedad de las declaraciones 
puede ser comprobada por medio de datos 
administrativos, lo que evidencia la impor-
tancia de disponer de modernos sistemas 
de gestión de la información que permitan 
cotejar el registro de beneficiarios con otras 
bases de datos. Finalmente, los beneficia-
rios siempre pueden salir por renuncia.

En general, cuando no es voluntaria, la 
salida se produce tras un periodo de sus-
pensión. Los beneficiarios reciben un aviso 
con motivo, circunstancias y fundamento 
legal de la suspensión y disponen de un 
periodo para presentar información y pedir 
el restablecimiento del pago. En Costa 
Rica, se realiza una visita de campo en un 
plazo de treinta días hábiles a partir de la 
fecha de suspensión. Si la visita confirma el 
motivo de la suspensión, se procede a dero-
gar la transferencia. En caso contrario, se 
reembolsa al estudiante el monto que dejó 
de recibir durante la verificación (Hernán-
dez, 2016). 

1.4.2 Recertificación: frecuencia  
y consecuencias 

La recertificación es el proceso de revi-
sión periódica de la elegibilidad de los 
beneficiarios. Incluye la actualización de 
la información sobre el nivel de bienes-
tar. En un contexto de pobreza dinámica, 
constituye un paso fundamental para 
reducir la filtración a los no pobres y, al 
mismo tiempo, garantizar la disponi-
bilidad de cupos para la entrada de los 
nuevos pobres. 

Es importante señalar la diferencia con-
ceptual entre el egreso por recertificación 
y el concepto de graduación. El egreso 
por recertificación se refiere a la salida de 
los beneficiarios por haber superado su 
condición de pobreza. Esto se puede deber 
a causas externas al programa (como el 
crecimiento económico y la generación 
de empleo), a que los beneficiarios hayan 
invertido en iniciativas productivas las 
transferencias del programa o a las iniciati-
vas de graduación. Estas incluyen servicios 
complementarios de asistencia social y/o 
productiva, brindados en paralelo al pro-
grama con el objetivo de aumentar la capa-
cidad de generación de ingreso autónomo 
(aspecto que será discutido en la Sección 
4.5.2). En esta sección analizamos el egreso 
por recertificación indiferentemente de la 
causa.

La expansión de los PTMC ha coincidido 
con un periodo de crecimiento económico 
sostenido en ALC. En 2010, el número de 
beneficiarios de los PTMC había igualado 
el número de pobres a nivel regional (Stam-
pini y Tornarolli (2012), con base en una 
línea de pobreza internacional de $4 por 
día). Sin un proceso de actualización de la 
información sobre los beneficiarios —en 
particular sobre las condiciones socioeco-
nómicas y los criterios demográficos de ele-
gibilidad—, es probable que los padrones 
incluyan un alto número de hogares que ya 
han dejado de ser elegibles. Sin embargo, 
con pocas excepciones, debido en parte a la 
preocupación de altos costos políticos, en 
la mayoría de los países la recertificación 
ha sido lenta y solo en ocasiones seguida 
por la salida del programa de los que se 
clasificaron como inelegibles (Medellín et 
al., 2015).

La recertificación replica en gran medida el 
proceso de inscripción. Requiere las mis-
mas necesidades de capacitación del perso-
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nal, campañas de comunicación sobre las 
finalidades y las consecuencias del proceso, 
trabajo de campo y registro de documen-
tos. En unos países, por ejemplo Colombia, 
Ecuador y Brasil, es responsabilidad del 
sistema único de focalización. En otros, por 
ejemplo en México, es un proceso opera-
tivo del mismo programa. 

En Colombia y México, la recertificación es 
un proceso discreto, en el que se desarro-
llan despliegues de trabajo de campo para 
revisar la información de todos los benefi-
ciarios —o potenciales beneficiarios— de 
determinadas áreas. La revisión del SISBEN 
en Colombia, por ejemplo, se asemeja a 
un censo de pobreza que incluye entrevis-
tas a alrededor del 75% de los hogares del 
país. Cuando es así, la recertificación es 
en muchos casos la ocasión para revisar la 
fórmula utilizada para la prueba de medios. 

El proceso de recertificación incluye meca-
nismos que incentivan a los beneficiarios 
a participar. En México, por ejemplo, si 
durante el periodo de recertificación el 
programa no logra actualizar la informa-
ción sobre el nivel de bienestar de un hogar 
beneficiario, retiene las transferencias por 
hasta tres bimestres para incentivar al 
beneficiario a ponerse en contacto con el 
programa y recertificarse. Después de este 
periodo, se le suspenden los apoyos por 
tiempo indefinido (Dávila, 2016).

En otros países (por ejemplo, en Brasil y 
Costa Rica), la recertificación, así como la 
inscripción, es un proceso continuo. Cada 
beneficiario debe actualizar su información 
periódicamente a intervalos preestableci-
dos. En estos casos, la responsabilidad para 
la recertificación recae aún más marcada-
mente en los hogares, y no presentarse para 
actualizar la información constituye motivo 
de exclusión del programa. En Costa Rica, 
la responsabilidad es puesta en los bene-

ficiarios a tal punto que el Instituto Mixto 
de Ayuda Social (IMAS) “no contacta ni 
recuerda a las familias que deben actualizar 
su información, ya que consideran que las 
mismas tienen incentivos suficientes para 
acercarse a solicitar la actualización, pues 
de lo contrario perderán su condición de 
beneficiarias” (Hernández, 2016; 20).

En Brasil, el recibo del pago de la transfe-
rencia sirve como medio de comunicación 
de la obligación de recertificarse (Figura 
1.1). Los mensajes son progresivos y con-
tienen una convocatoria, seguida por el 
bloqueo del pago y finalmente por la salida 
del padrón (Tabla 1.2). El Sistema de Con-
diciones del Programa Bolsa Família genera 
la lista de las familias en incumplimiento. 
Con ella, el gestor municipal puede organi-
zar el acompañamiento de las familias con-
sideradas en situación de mayor vulnerabi-
lidad o riesgo social (Hellmann, 2015b).

Los países se diferencian en términos de 
frecuencia del proceso de recertificación. 
Chile no realiza recertificación porque la 
duración del Ingreso Ético Familiar es de 
dos años. En Brasil, la recertificación es 
obligatoria cada dos años. Al otro extremo 
está México, que establece un intervalo 
de ocho años. En Colombia, el proceso de 
revisión del SISBEN se empieza después 
de tres años de la entrada en función de la 
versión anterior. La revisión y el barrido 
pueden requerir dos o tres años de trabajo. 
Desde el inicio de Familias en Acción en 
2001, solo hubo dos actualizaciones: la 
introducción del SISBEN II en 2003 y del 
SISBEN III en 2011. El Departamento de 
Planeación Nacional está trabajando en 
este momento en la elaboración del SIS-
BEN IV. 

En Costa Rica, la recertificación completa 
con entrevista en el domicilio se efectúa 
cada siete años, pero es complementada 
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por una recertificación a escala reducida 
que se hace cada dos años y medio en 
las oficinas de la Asociación Regional de 
Desarrollo Social. La recertificación debe 
ser solicitada por el hogar beneficiario, 
so pena de la exclusión del programa. En 
esta ocasión, se revisan las variables de la 
Ficha de Información Social “relacionadas 
directamente con la familia: nacimientos, 
defunciones, nivel educativo de los miem-
bros de la familia y nivel de ingreso, entre 
otras” (Hernández, 2016; 20). El sistema 
de información determina al instante el 
puntaje del que depende la elegibilidad 
de la familia, por lo que el resultado de la 
recertificación se le da a conocer inmedia-
tamente (Hernández, 2016).

Es buena práctica que la frecuencia de 
la recertificación refleje la dinámica de 
la pobreza entre los beneficiarios del 
programa. Así, con base en la evidencia 
presentada en la literatura (Stampini et 
al., 2016b; Vakis, Rigolini y Lucchetti, 
2015; Ferreira et al., 2013), debería ser 

más frecuente donde los PTMC se han 
expandido para cubrir a los pobres mode-
rados y las áreas urbanas. Recientemente, 
por ejemplo, el Ministerio de Desarrollo 
Social de Panamá ha establecido intervalos 
trianuales de recertificación para los pobres 
moderados y quinquenales para los pobres 
extremos.

En 2013, en Ecuador, la revisión quinque-
nal del Registro Social ha sido la ocasión 
para refocalizar el Bono de Desarrollo 
Humano (BDH). Más específicamente, se 
modificó el umbral de elegibilidad para 
focalizar solo a los pobres extremos, mien-
tras que antes la población objetivo eran 
todas las personas pobres. Esta decisión 
llevó a la salida de 748 mil hogares del pro-
grama entre abril de 2013 y abril de 2015. 
Cada mes se generó una lista de benefi-
ciarios que bajo las nuevas reglas perdían 
elegibilidad. Dicha lista fue compartida 
con las oficinas locales del PTMC para que 
organizaran visitas a los hogares dentro 
del programa de acompañamiento familiar 

FIgurA 1.1 extracto de un recibo de pago de Bolsa Família

Mensaje del recibo: 

“Usted debe actualizar su Registro antes del 19 de 
septiembre para mantener su Bolsa Família. Diríjase 
al sector responsable de Bolsa Família en su ciudad 
para actualizar su Registro. Vaya antes del 19 de 
septiembre. No lo deje para el último momento. 
Lleve los documentos de toda la familia y también 
una cuenta de luz en caso de que la tenga. Ante 
cualquier duda llame al 08007072003 Motivo – 
revisión de registro de datos 2014”.

Fuente: MDS, citado en Hellmann (2015b; 18).
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tAblA 1.2  ejemplo de mensajes progresivos en los recibos de pago de Bolsa Família

MensAje propósIto del MensAje

Atención – mensaje importante - 

Usted debe actualizar su registro antes del 12 de diciembre para mantener su Bolsa 
Família. Diríjase al sector responsable de Bolsa Família en su ciudad para actualizar su 
registro. Preséntese antes del 12 de diciembre. No lo deje para último momento. Lleve 
los documentos de toda su familia y también una cuenta de luz en caso de que la tenga. 

Cualquier duda llame al 08007072003
Motivo – revisión de registro de datos 2014 –

En noviembre, el recibo informa 
al beneficiario que la información 
de su registro en el Cadastro 
Único está próxima a cumplir dos 
años y debe ser actualizada. 
 

Atención – mensaje importante –

Usted debe actualizar su registro para mantener su Bolsa Família. Diríjase al sector 
responsable de Bolsa Família en su ciudad para actualizar su registro. No lo deje para 
último momento. Lleve los documentos de toda su familia y también una cuenta de luz 
en caso de que la tenga.

Cualquier duda llame al 08007072003
Motivo – revisión de registro de datos 2014 –

En diciembre, el recibo refuerza 
la convocatoria anterior. 

Atención – mensaje importante –

Usted debe actualizar su registro este mes para mantener su Bolsa Família. Diríjase al 
sector responsable de Bolsa Família en su ciudad para actualizar su registro. No lo deje 
para último momento. Lleve los documentos de toda su familia y también una cuenta de 
luz en caso de que la tenga.

Cualquier duda llame al 08007072003
Motivo – revisión de registro de datos 2014 –

En enero, el recibo alerta al 
beneficiario sobre la necesidad 
de actualizar su registro durante 
el mes en curso para evitar el 
bloqueo de los beneficios.

Usted no actualizó su registro.

Para retirar su beneficio de Bolsa Família debe actualizar el registro antes del 20 de 
marzo. Diríjase al sector responsable de Bolsa Família en su ciudad para actualizar su 
registro con urgencia. Lleve los documentos de toda su familia y también una cuenta de 
luz en caso de que la tenga.

Cualquier duda llame al 08007072003
Motivo – revisión de registro de datos 2014 –

En febrero, el recibo comunica 
el bloqueo del beneficio e 
informa al beneficiario que 
tiene un mes para actualizar los 
datos del registro so pena de la 
cancelación de los beneficios. 

Atención

Su beneficio fue cancelado porque usted no actualizó el registro o porque su familia 
tiene ingresos mayores al valor permitido para recibir el beneficio Bolsa Família. Si usted 
aún no actualizó el registro diríjase al sector responsable de Bolsa Família en su ciudad. 
Lleve los documentos de toda su familia. Lleve también una cuenta de luz en caso de 
que la tenga.

Cualquier duda llame al 08007072003
Motivo – revisión de registro de datos 2014 –

En marzo, el recibo comunica la 
cancelación de los beneficios.

Fuente: adaptado de Hellmann (2015b, 22). 
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Plan Familia para informarles las razones 
de la exclusión (Martínez et al., 2017). 

Como resultado de la recertificación, los 
hogares con nivel de bienestar menor al 
umbral de elegibilidad se quedan en el 
programa; los que están por encima de un 
umbral de salida son excluidos inmediata-
mente (por ejemplo, medio salario mínimo 
per cápita mensual en Brasil, la Línea de 
Verificaciones Permanentes de Condicio-
nes Socioeconómicas en México, el umbral 
de elegibilidad para el régimen subsi-
diado de salud en Colombia); y los que se 
encuentran entre estos dos umbrales entran 
en un régimen transitorio. La creación de 
este régimen refleja la voluntad de redu-
cir el riesgo de que los hogares salgan del 
programa porque su nivel de bienestar ha 
subido temporalmente o porque ha habido 
errores en su medición. 

En Brasil y Colombia, el régimen tran-
sitorio tiene todas las características y 
transferencias del programa, pero con 
una duración fija de dos años. En México, 
hubo un régimen transitorio denominado 

Esquema Diferenciado de Apoyos (EDA) 
accesible solo a hogares con integrantes en 
edad escolar (menores de 22 años o hasta 
23 si tienen necesidades educativas espe-
ciales) o mujeres menores de 49 años. Los 
hogares sin estos miembros salían inmedia-
tamente. Los beneficiarios del EDA perdían 
los apoyos alimentario e infantil y las becas 
de educación primaria. Conservaban “las 
becas de secundaria, educación media 
superior, [Centros de Atención Múltiple] 
laboral, el Paquete Básico de Salud, suple-
mentos alimenticios, el apoyo alimentario 
complementario de adultos mayores y Jóve-
nes con Prospera” (Dávila, 2016; 45).

Es buena práctica complementar la recerti-
ficación en el campo con auditorías basadas 
en cruces de bases de datos administrati-
vos, que permiten ahorros sustanciales y 
aumentan la confianza en la veracidad de la 
información sobre el nivel de bienestar de 
los beneficiarios. Por ejemplo, en Ecuador 
el padrón de beneficiarios es cotejado con 
la base de datos de empleados públicos del 
Ministerio de Finanzas y con el Registro 
Civil (Martínez et al., 2017).
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Junto con la focalización en las familias 
más pobres y la entrega de transferencias, 
las condicionalidades constituyen un 
elemento fundamental de los PTMC. Son 
las conductas que deben tener los hoga-
res para hacerse acreedores de las trans-
ferencias monetarias. En la jerga de los 
programas, así como en este libro, se usan 
indistintamente los términos corresponsa-
bilidades, condicionalidades, condiciones 
y compromisos. No obstante, la distinción 
entre estos términos es interesante —como 
se discute en el Recuadro 2.1—, pues el 
término corresponsabilidades implica 
la responsabilidad del estado de proveer 
servicios de calidad a los beneficiarios de 
los programas. 

La teoría de cambio de estos programas 
plantea que las transferencias de dinero 
aliviarán los síntomas de la pobreza en el 
corto plazo, mientras que el cumplimiento 
de las condicionalidades contribuirá al 
incremento del capital humano de los 
niños de los hogares. Este capital humano 
les permitirá, cuando ingresen al mer-
cado laboral, generar ingreso autónomo 
para superar la condición de pobreza de 
manera sostenible en el largo plazo. 

En paralelo al papel de las corresponsabili-
dades en la teoría del cambio de los PTMC, 
se han dado discusiones sobre su raciona-
lidad. La teoría económica postula que las 
familias tomarán las mejores decisiones 
con base en sus preferencias y restriccio-
nes, por lo que imponer ciertas conductas 
no es óptimo. No obstante, la existencia 
de externalidades, fallas de información 
y racionalidad limitada puede justificar 
la definición de corresponsabilidades aun 
desde la perspectiva de la teoría económica. 
Además, en términos de economía política, 
las condicionalidades dan un elemento 
de legitimidad a los PTMC al representar 
un compromiso conjunto del estado y las 
familias por incrementar el capital humano 
de los niños y adolescentes. En términos 
de la literatura de economía del comporta-
miento (behavioral economics), las condi-
cionalidades pueden considerarse como un 
“pequeño empujón” para que las familias 
inviertan en el capital humano de los niños. 

Como se explicó en la introducción, las 
condicionalidades contribuyen a los resul-
tados positivos de los PTMC en términos 
de inscripción y asistencia escolar y uso de 
servicios de salud preventivos. También, 
la verificación del cumplimiento de las 
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Es importante discutir la evolución del término condicionalidad hacia corresponsabilidad. En un inicio se planteó el 
uso de condicionalidad (de ahí el nombre genérico de estos programas) bajo la óptica de que las transferencias no 
eran una dádiva del gobierno ni tenían un tinte asistencialista. Las transferencias condicionadas eran vistas como 
un acuerdo o compromiso en el cual las familias debían cumplir con comportamientos que, de acuerdo con los 
diagnósticos de la dinámica y causa de la pobreza, contribuirían a romper su transmisión intergeneracional. 
 
Las condiciones, al ser públicas y verificables, contribuyeron también a aumentar la transparencia de los 
programas y eliminar la discreción en su asignación. Ahora bien, para que las familias puedan cumplir las 
condiciones, es necesario que exista la oferta de los servicios de salud y educación a los cuales normalmente 
están ligadas las transferencias. Es decir, no se puede pedir a las familias que los niños asistan a los centros de 
salud si estos están cerrados o están muy alejados; lo mismo sucede con las escuelas. Esto puso en evidencia la 
responsabilidad del estado de garantizar el acceso a servicios de salud y educación. Así, alrededor de los PTMC 
existe una corresponsabilidad: por un lado las familias adquieren el compromiso de asistir a los servicios de salud 
y educación y son responsables de cumplir según la normativa de cada programa; pero también el estado tiene la 
responsabilidad de pagar las transferencias y de garantizar la prestación de dichos servicios de salud y educación. 

La corresponsabilidad por parte del estado para el acceso efectivo a servicios de salud y educación es fundamental 
para la consecución de los objetivos de los PTMC. El impacto esperado de estos programas en la pobreza 
futura descansa en el supuesto de que el uso de los servicios de salud y la asistencia a la escuela resultará en 
acumulación de capital humano que permitirá generar ingresos autónomos en el mercado laboral. Entonces, para 
lograr que esto suceda, debe haber oferta de servicios y la misma debe ser de calidad (para que efectivamente 
genere capital humano en los niños). Por ello, se pasó de hablar de condicionalidades a ser cumplidas por las 
familias hacia el uso de “esquemas de corresponsabilidad”, que tienen asociado un paquete de servicios de salud 
y educación. Este paquete es el componente de oferta de las corresponsabilidades, siendo el componente de 
demanda el uso de los servicios por parte de los beneficiarios de los PTMC.

Sin restar importancia a estas consideraciones, en este libro hacemos referencia al componente de demanda de las 
corresponsabilidades, es decir, a las condiciones que deben cumplir los usuarios de los PTMC, su verificación y las 
consecuencias de su incumplimiento. 

recuAdro 2.1 condicionalidades y corresponsabilidades

Fuente: elaboración de los autores.

condicionalidades ha contribuido a una 
coordinación más efectiva en la planifica-
ción y ejecución de acciones de fortaleci-
miento de la oferta de servicios en salud y 
educación para los más pobres, así como 
a un avance sustantivo en los sistemas de 
información y en el uso de los datos para 
informar decisiones de política. Final-
mente, la existencia de condicionalidades 
también sirve para evidenciar los déficits en 
cobertura y calidad de los servicios de salud 
y educación disponibles para las pobla-
ciones más desfavorecidas. Sin embargo, y 
como se discute en el Recuadro 2.2, lograr 

una efectiva participación y coordinación 
con los sectores de salud y educación sigue 
siendo un reto en todos los países para la 
consecución de los objetivos de los PTMC.

El capítulo se divide en cinco secciones. La 
primera define el concepto de condicio-
nalidades. A continuación, en la segunda 
parte se explicará cómo los PTMC definen 
sus condicionalidades más importantes 
—principalmente en educación y salud—, 
y algunas adicionales específicas de cada 
programa. La tercera sección describe el 
funcionamiento en la práctica de la veri-
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ficación de las condicionalidades de los 
programas, más allá de lo establecido en sus 
reglas de operación. En la cuarta sección se 
desarrollan las consecuencias derivadas del 
incumplimiento de las distintas condicio-
nalidades, seguida de una conclusión sobre 
las perspectivas del uso de condicionalida-
des en los PTMC.  

2.1 Definición de condicionalidades

Las condicionalidades se han definido 
como conductas que favorecen la acumu-
lación de capital humano de los niños de 
hogares beneficiarios, para así aumentar la 
capacidad de generar ingreso en el futuro y 
contribuir a romper la transmisión inter-
generacional de la pobreza. Para tal efecto, 
deben ser relevantes y pertinentes; es decir, 
que deben estar asociadas a aspectos que 
limitan la acumulación de capital humano 
de los niños y que pueden ser modificadas 
mediante incentivos a través de las trans-
ferencias. Con el objetivo de facilitar el 
proceso de verificación del cumplimiento 
por parte de las familias  —necesario para 
poder relacionar estas conductas con el 
pago de transferencias— desde el punto de 
vista operativo es buena práctica que las 
condicionalidades cumplan con los siguien-
tes criterios básicos:

I. Todas las familias beneficiarias deben 
tener la oportunidad de cumplir con las 
conductas a verificar.

II. Las variables que se utilizan para dar 
seguimiento al cumplimiento de las 
condicionalidades deben ser objetivas y 
fáciles de medir.

III. Las conductas que incentivan los 
programas deben ser consistentes con 
las prioridades de los sectores (en el 
caso de salud, por ejemplo, la captación 

precoz del embarazo o los cuidados 
posnatales) y establecerse de acuerdo 
con la existencia de cuellos de botella 
que limitan la acumulación de capital 
humano.

IV. Dado que el programa incentivará la 
demanda por servicios de salud y de 
educación, debe existir la capacidad de 
atender esta nueva demanda generada 
por las transferencias. 

El primer criterio implica que hay oferta 
suficiente de servicios de salud y educa-
ción y no existen otras barreras que inhi-
ban el acceso, por lo que el cumplimiento 
está en el ámbito de acción de las familias 
beneficiarias. Como se verá más adelante, 
recientemente se ha comenzado a explorar 
el uso de condicionalidades que no todas 
las familias pueden cumplir, en las cuales 
las transferencias representan un premio 
al cumplimiento de logros. Un ejemplo 
son los bonos al rendimiento escolar, que 
dependen no solo de la asistencia a la 
escuela sino de aspectos como el esfuerzo y 
la capacidad de los alumnos y la calidad de 
los maestros, entre otros. Claramente, estos 
apoyos vinculados a resultados están más 
asociados al objetivo de acumulación de 
capital humano que al objetivo redistribu-
tivo de los PTMC.

Por otro lado, el cuarto criterio puede llevar 
a excluir del programa a las poblaciones 
en situación de mayor desventaja, que no 
tienen acceso a los servicios relacionados 
con las condicionalidades. Para que esto no 
acontezca, debe existir el compromiso del 
estado de hacer efectivo el derecho de la 
población pobre a tener acceso a servicios 
básicos de salud y educación de calidad.

El diseño original del PTMC en México 
contemplaba condicionalidades en las áreas 
de salud y educación, con la intención de 
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romper la transmisión de la pobreza de 
generación en generación. Las condiciona-
lidades apuntaban a interrumpir el círculo 
vicioso en el que la falta de recursos que 
enfrentan las familias pobres causa déficits 
en la nutrición, salud y educación, que 
repercuten en la posibilidad de que los 
niños tengan un futuro más próspero que 
el de sus padres (Levy, 1991). En la mayoría 
de los programas se ha seguido una estra-
tegia similar. A modo de ejemplo, la Tabla 
2.1 describe las condicionalidades de Bolsa 
Família.

Como se verá más adelante, en algunos 
países se definen corresponsabilidades 
más amplias, por ejemplo controles pre y 
postnatales para mujeres embarazadas y 
lactantes, o bien algunas asociadas a resul-
tados (como logro y progresión escolar). 
Estas corresponsabilidades también están 
encaminadas a incentivar el capital humano 
de los niños. Por otro lado, algunos países 
han introducido mecanismos complemen-
tarios para promover el cambio de com-

portamiento. En México, por ejemplo, se 
busca que los Talleres Comunitarios para 
el Autocuidado de la Salud contribuyan a 
reforzar el cambio en comportamiento en 
temas de salud y nutrición. Sin embargo, 
los impactos de estos talleres no se han 
documentado, y la evidencia ha demos-
trado que proveer información no es 
suficiente para lograr cambios sostenibles 
de comportamiento (European Food Infor-
mation Council, 2014; Hernández-Díaz, 
Paredes-Carbonell y Marín Torrens, 2014). 

2.1.1 Condicionalidades en salud

En general, en el área de salud los PTMC 
buscan que los niños menores de seis años 
cumplan con el protocolo de atención 
definido por las autoridades sanitarias9, y 
que las embarazadas y lactantes cumplan 
con el plan de atención pre y postnatal. Se 
requiere que todas las personas que deban 
cumplir las condicionalidades de salud lo 
hagan, pero la transferencia asociada es 

ÁreA coMproMIsos/condIcIones MIeMbro del hogAr

Salud

Cumplimiento con el calendario de 
vacunas, crecimiento y desarrollo de 
los niños

Niños menores de 7 años

Cuidado prenatal para embarazadas 
y acompañamiento de la lactancia

Mujeres embarazadas y en etapa de lactancia

Educación

Matriculación y asistencia escolar 
mensual mínima del 85%

Todos los niños y adolescentes de entre 6 y 15 años

Matriculación y asistencia escolar 
mensual mínima del 75%

Adolescentes de 16 y 17 años que sean beneficiarios del 
Beneficio Variable vinculado al Adolescente

Fuente: Hellmann (2015b).

tAblA 2.1 condicionalidades del programa Bolsa Família

9  El rango específico de edad varía según el país. Por ejemplo, en el Ingreso Ético Familiar (Chile) el Bono Control del Niño Sano es 
para menores de 6 años, mientras que en Más Familias en Acción (Colombia) la corresponsabilidad de salud se aplica a los niños 
menores de 7 años. 
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un monto fijo. Algunos países incluyen 
también condiciones de salud para otros 
miembros del hogar. Es el caso de Ecuador, 
donde también se requiere que las personas 
en edad fértil asistan a una charla anual 
sobre planificación familiar (Tabla 2.2). En 
México, la condición de salud es que todos 
los miembros del hogar asistan a contro-
les médicos dos veces al año, excepto las 
embarazadas, lactantes y niños de hasta 
cinco años, que tienen otro calendario de 
atención establecido10. 

Si bien la teoría de cambio de los PTMC 
justifica plenamente la inclusión de condi-
cionalidades asociadas al cuidado de salud 
de las embarazadas y lactantes —por su 
impacto en la salud y desarrollo cognitivo 
y emocional de los niños—, en la práctica 
resulta difícil darle seguimiento. Si la mujer 
está embarazada en el momento del regis-
tro al programa, no hay mayor complica-
ción en que se registre su condición y se dé 
seguimiento a los controles pre y postnata-
les correspondientes. No obstante, como se 
verá más adelante, el rezago entre cumpli-
miento de condicionalidades, verificación 
y pago puede ser mayor a la duración del 
embarazo y puerperio cuando el embarazo 
se registra en etapas avanzadas del mismo. 

Cuando el embarazo ocurre después de 
la inscripción, es necesario tener algún 
esquema o incentivo para que el programa 
registre que una mujer está embarazada, y 
por tanto, debe cumplir con las visitas pre-
natales. Por diseño, para evitar incentivar el 
número o temporalidad de los embarazos, 
en la mayoría de los programas el pago 
asociado a las condicionalidades en salud 

es fijo, sin importar el número de personas 
que deben cumplir dichas corresponsa-
bilidades. Esto, sin embargo, implica que 
no hay incentivo para notificar un nuevo 
embarazo. Tal es el caso de Chile, Colom-
bia, Ecuador, Jamaica y México. Un caso 
distinto es Bolsa Família, donde el Benefi-
cio Variable (35 reales/US$10,5) se concede 
a las familias que tengan embarazadas, 
lactantes o niños de hasta 15 años. Cada 
familia puede recibir hasta cinco de estos 
beneficios, por lo que las mujeres que regis-
tran su embarazo pueden ver incrementada 
su transferencia mensual. En junio de 2014 
había más de 209.000 mujeres embarazadas 
con condiciones de salud monitoreadas. 

Varios programas también establecen como 
condicionalidad la asistencia a talleres o 
pláticas sobre temas relacionados con la 
salud y el cuidado de los niños. El caso 
emblemático es México, donde la temá-
tica de los Talleres Comunitarios para el 
Autocuidado de la Salud es definida por 
la Secretaría de Salud según la situación 
epidemiológica de riesgo o estacional de 
la región. En 2016 el reglamento operativo 
de Prospera incluía 50 cursos relacionados 
con la salud en temas como: alimentación, 
salud sexual y reproductiva, entornos físi-
cos saludables, entornos psicosociales salu-
dables, crecimiento y desarrollo infantil, 
diversidad y equidad de género, actividad 
física, derecho a la salud y participación 
social. El requisito es que las familias asis-
tan a seis talleres en zonas rurales y cuatro 
en zonas urbanas cada año. Asimismo, hay 
algunas acciones que, de realizarse, podrían 
ser utilizadas para cumplir con la asistencia 
a los talleres. Entre ellas destacan mejoras 

10  Destaca que en México y Jamaica los adultos mayores también deben cumplir la condicionalidad de salud, y el programa 
tiene una transferencia específica para este grupo de edad. No obstante, en ambos países se está transitando al establecimiento 
de una pensión social para aquellos adultos mayores que no reciben pensión contributiva, con tendencia a que dichas pensiones 
operen fuera del PTMC.
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en las condiciones de salud (por ejemplo, 
niños menores de cinco años que se recu-
peran de anemia) o controles adicionales 
(como mujeres con vida sexual activa que 
se realizan la prueba de Papanicolaou u 
hombres que se realizan la vasectomía).

Finalmente, el modelo de provisión de 
servicios de salud también puede incidir 
en el tipo de comportamiento que se quiere 
incentivar. Por ejemplo, en Comunidades 
Solidarias de El Salvador las condicio-
nalidades de salud se eliminaron debido 
a que se migró a un modelo familiar de 
salud, en el que los equipos de salud están 
encargados de mapear las familias en su 
zona asignada y hacerles seguimiento 
directamente en sus hogares. Por ello, las 
autoridades consideraron que no era nece-
sario continuar incentivando la demanda 
de servicios de salud, pues se asignó a la 
oferta la responsabilidad de que las familias 
accedan a dichos los servicios. Los resulta-
dos de este cambio no han sido evaluados, 
sin embargo, lo recomendable es que este 
tipo de decisiones se base en un análisis de 
los mecanismos más costo-efectivos para 
conseguir determinados objetivos, y que 
sus resultados sean monitoreados.

2.1.2 Condicionalidades en educación

Un objetivo central de los PTMC es incen-
tivar la acumulación de capital humano de 
los niños en hogares beneficiarios, y en este 
ámbito se busca aumentar la escolaridad. 
Desde un inicio se promovía que los niños 
completen la educación obligatoria que 
varía en cada país y que en general equi-
vale al nivel medio-superior. Sin embargo, 
actualmente se incentiva la acumulación 
de niveles mayores a los obligatorios, pues 
la evidencia ha mostrado que se requiere 
cada vez de mayor escolaridad para tener 
un buen desempeño en el mercado laboral. 
En la mayoría de los países las transferen-
cias continúan hasta los 18 años de edad, 
mientras que en otros se apoya la asistencia 
a educación técnica o superior. 

El énfasis se ha dirigido a la matriculación 
y asistencia escolar, que está bajo control de 
las familias, siempre y cuando exista oferta 
suficiente. El objetivo es promover la asis-
tencia regular de los niños en edad escolar, 
por lo que la condicionalidad requiere 
un porcentaje mínimo de asistencia a la 
escuela, normalmente del 80%. En algunos 
programas se han incorporado criterios de 

Fuente: Martínez et al. (2017).

MIeMbro del hogAr consultAs de sAlud necesArIAs

Embarazadas      

2 consultas en el primer cuatrimestre

2 consultas en el segundo cuatrimestre

1 consulta al final del embarazo

Niños menores de 1 año

2 consultas cuando tienen entre 0 y 4 meses

2 consultas cuando tienen entre 5 y 8 meses

2 consultas cuando tienen entre 9 y 12 meses

Niños menores de 5 años Mínimo 2 consultas anuales

Personas en edad fértil Asistencia al menos a una charla anual sobre planificación familiar

tAblA 2.2 Frecuencia de las visitas de salud según el miembro del hogar en el bono 
de desarrollo humano
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desempeño, normalmente asociados a la 
progresión en el sistema escolar: en Costa 
Rica si el joven repite el año escolar una 
tercera vez, se le suspende el apoyo hasta 
que logre avanzar de grado. En México, 
en educación básica, el becario solamente 
puede repetir una vez cada grado escolar 
(en caso de que deba cursar un grado por 
tercera vez, la beca se suspende hasta que el 
becario acceda al siguiente grado). 

En Chile, el Ingreso Ético Familiar esta-
blece como condicionalidad la asistencia 
escolar y además ofrece un incentivo 
adicional al logro. Las familias reciben el 
monto asociado al Bono Asistencia Escolar 
si el niño asiste regularmente a la escuela. 
Complementariamente, para estudiantes 
de entre quinto año de primaria y el último 
de secundaria, pueden recibir el Bono por 
Logro Escolar si los niños tienen un desem-
peño académico sobresaliente: ya sea que 
estén en el mejor 15% de su generación o 
en el siguiente 15%, en cuyo caso el incen-
tivo es menor11.

Para ejemplificar las condicionalidades 
típicas de los programas en ALC en edu-
cación, la Tabla 2.3 presenta el caso parti-
cular de Prospera en México. Las familias 
adquieren el compromiso de que todos los 
niños en edad escolar asistan a la escuela. 
La tabla muestra también otro elemento 
común a la mayoría de los PTMC, y es el 
pago diferenciado por grado: en general, las 
transferencias son mayores cuando están 
asociadas a grados superiores. También 
existe la opción de tener un pago diferen-
ciado para niños y niñas. En México, a 
partir de la educación secundaria se paga 
más a las mujeres; en Jamaica, hasta 2013 el 
monto transferido a los niños era superior 
al de las niñas, pues la asistencia escolar era 

menor para los varones. Esto muestra cómo 
las condicionalidades pueden responder 
a los desafíos de desarrollo en cada país y 
tomar en cuenta que un mismo problema  
—el abandono escolar— afecta de manera 
distinta a hombres y mujeres.

En términos de los incentivos a educación, 
un caso particular es el de Costa Rica. En 
Avancemos no se incluyen condiciona-
lidades en salud, y en materia educativa 
únicamente se consideran las condicionali-
dades asociadas con educación a partir del 
nivel medio: asistencia a los grados 7º a 12º, 
que normalmente se cursa entre los 13 y los 
18 años de edad. En este caso, el principal 
objetivo del programa es “promover la per-
manencia y reinserción en el sistema educa-
tivo, con el fin de reducir la pobreza, preve-
nir el trabajo infantil y revertir los procesos 
de rezago, abandono y deserción educativa 
en el sistema de educación secundaria cos-
tarricense” (Hernández, 2016; 5). Dado este 
objetivo y considerando que la asistencia a 
los grados 1º a 6º es prácticamente univer-
sal y que el Fondo Nacional de Becas apoya 
a los alumnos de esos grados que viven en 
hogares en condición de pobreza extrema, 
Avancemos ha centrado los incentivos en 
la educación media. En sus inicios (2006) 
el programa tenía también corresponsabi-
lidades de salud, que fueron abandonadas 
en 2008. El PTMC de México también ha 
explorado modificar las condicionalidades 
en educación, eliminando las transferen-
cias para niños en educación primaria y 
poniendo incentivos mayores a la asistencia 
a educación media superior. Este piloto se 
está implementando en zonas urbanas con 
la lógica de que las corresponsabilidades 
no deben estar asociadas a conductas que 
los hogares realizan de manera rutinaria, 
como es enviar a los niños a la escuela 

11  La estructura del IEF se explica con más detalle en el siguiente capítulo.
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primaria en zonas urbanas. Una reciente 
evaluación de esta experiencia muestra 
resultados positivos en términos de reduc-
ción de la deserción y aumento en la tasa de 
graduación de la educación media superior 
(Araujo et al., 2016).

En general, las condicionalidades en educa-
ción están asociadas con individuos, de tal 
forma que el cumplimiento conlleva el pago 
de una transferencia según la edad, grado 
y/o género, y si una persona no cumple, 
solamente se suspende el pago asociado a 
dicha persona. Dado que normalmente el 
calendario escolar cubre diez meses, los 
programas deben definir qué hacer los dos 
meses restantes del año. En algunos países 
se paga de acuerdo con la asistencia pro-

medio del segundo semestre, como en el 
caso de Chile, donde los meses de diciem-
bre y enero se pagan según la asistencia de 
julio-diciembre. En Colombia, no se pagan 
las transferencias educativas durante los 
meses de vacaciones escolares. En México, 
el pago del último mes en el periodo esco-
lar de los jóvenes que asisten a educación 
media superior es proporcional al número 
de talleres de autocuidado para la salud 
al que asistió el becario, y no se paga el 
periodo vacacional.

La tónica común es que las transferencias 
asociadas con el cumplimiento de las con-
dicionalidades en educación sean otorgadas 
a la titular responsable de la familia. Esto 
puede determinar que la motivación de 

grAdo de prIMArIA 
hoMbres y Mujeres

pesos MeXIcAnos dólAres estAdounIdenses

Primero 175 11

Segundo 175 11

Tercero 175 11

Cuarto 205 13

Quinto 265 17

Sexto 350 22

grAdo de secundArIA 

hoMbres Mujeres

pesos 
MeXIcAnos

dólAres 
estAdounIdenses

pesos 
MeXIcAnos

dólAres 
estAdounIdenses

Primero 515 32 540 34

Segundo 540 34 600 38

Tercero 570 36 660 42

grAdo de educAcIón 
MedIA superIor        

Primero 865 55 990 62

Segundo 925 58 1.055 67

Tercero 980 62 1.120 71

Fuente: Reglas de Operación de Prospera para 2016 (Gobierno de México 2015). Los valores permanecen vigentes en 2016 desde 2014.

tAblA 2.3 Monto mensual de apoyos educativos de prospera 
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los estudiantes para cumplir con las con-
dicionalidades sea baja, particularmente 
para los adolescentes. Para aumentar la 
asistencia escolar en este grupo, en algunos 
programas las transferencias asociadas a la 
asistencia escolar se pagan directamente a 
los jóvenes. Por ejemplo, en Costa Rica, los 
mayores de edad pueden elegir compro-
meterse de forma directa a cumplir con las 
condicionalidades educativas. En México, 
se está llevando a cabo un piloto de cambio 
de receptor en 625 escuelas, para evaluar 
si al asignar los apoyos de forma directa al 
joven se producen variaciones en la tasa de 
deserción escolar en la educación media 
superior. 

2.1.3 Otras condicionalidades

Además de salud y educación, algunos 
PTMC requieren el cumplimiento de con-
dicionalidades adicionales alineadas con 
los objetivos del programa. El Ingreso Ético 
Familiar (IEF), por ejemplo, busca brindar 
seguridades y oportunidades a las personas 
que viven en condición de vulnerabilidad y 
pobreza extrema, y reconoce que la pobreza 
está vinculada a factores psicosociales, 
culturales, geográficos y de acceso a ser-
vicios sociales. Por tanto, pone énfasis en 
la dimensión de inclusión social. Para tal 
efecto, el IEF cuenta con un componente de 
acompañamientos psicosociales y socio-la-
borales, por lo que la asistencia y partici-
pación es un requisito fundamental para la 
participación en el programa.

También, existen algunas conductas que 
son promovidas por los programas, pero no 
son monitoreadas ni verificadas, ni están 
asociadas a transferencias. En estos casos, 
para que no se diluya el concepto, es buena 
práctica evitar llamar a estas conductas 
condicionalidades. 

2.2 Verificación de condicionalidades

Los PTMC han realizado grandes esfuerzos 
para monitorear el cumplimiento de los 
compromisos asumidos por las familias 
en la inscripción al programa. Si bien los 
ministerios de salud y educación deben 
participar en la definición de las condi-
cionalidades, es en la verificación de las 
mismas donde ocurre la mayor interacción 
entre dichos ministerios y el PTMC. Lo 
anterior sucede porque la verificación es 
un proceso continuo, intensivo en requeri-
mientos de información, y necesario para 
poder transferir los apoyos a las familias de 
manera puntual y predecible. Como se dis-
cute en el Recuadro 2.2, lograr una efectiva 
coordinación intersectorial sigue siendo un 
reto.

El registro del cumplimiento de las condi-
cionalidades se da en los centros de salud y 
en las escuelas. En ambos casos los provee-
dores de servicios cuentan con mecanismos 
para tal efecto: los expedientes de salud y 
las listas de asistencia en las escuelas. El 
reto operativo es cómo transferir esa infor-
mación —que no siempre existe en for-
mato electrónico— al programa de manera 
confiable y expedita, para poder monitorear 
el cumplimiento de las condicionalidades y 
ajustar los pagos según corresponda. 

La manera cómo los programas han 
resuelto este reto operativo ha cambiado 
en el tiempo y depende también del tipo 
de condicionalidad. La forma más directa 
consiste en que sea el personal del pro-
grama quien recoja la información en los 
centros de salud y las escuelas, como ocurre 
en Juntos de Perú. Con el crecimiento en 
la cobertura de los programas y avances 
en el uso de tecnología, esta alternativa ya 
no es la más utilizada. Una variante de este 
esquema es que los beneficiarios deban 
obtener prueba de cumplimiento y entregar 
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La participación de los sectores de salud y educación en los PTMC tiene varias aristas y sin duda es un tema 
complejo. En primer lugar, en algunas áreas, normalmente las más pobres, no hay oferta efectiva de servicios de 
salud y educación. La expansión de los PTMC genera información sobre estas brechas de cobertura, que debería 
ser utilizada por los sectores para la planificación de su oferta. Lamentablemente, no existe documentación de que 
esto haya ocurrido de manera sistemática. Por lo tanto, siguen existiendo estratos muy vulnerables de la población 
que no tienen acceso a los PTMC. 

En segundo lugar, en donde los PTMC sí llegan, permanece el reto de la calidad de los servicios de salud y 
educación, que es necesaria para que los beneficiarios puedan desarrollar capacidades y acumular capital humano. 
La oferta efectiva de servicios de calidad constituye la corresponsabilidad del estado (ver discusión del Recuadro 
2.1) y es fundamental para la consecución de los objetivos de desarrollo de los PTMC. 

Finalmente, permanece el reto de la participación activa de los sectores en la verificación de las condicionalidades. 
Esto es el desafío cotidiano en la operación de los PTMC. Los países que han logrado mayor coordinación 
utilizan los sistemas de información de cada sector para registrar el cumplimiento de las condicionalidades. 
Desafortunadamente, en varios países estos sistemas están incompletos y fragmentados, lo que hace más complejo 
el proceso de verificación.  

Para superar estos retos, es importante que los sectores se apropien del PTMC y lo vean como un instrumento para 
cumplir con sus objetivos. Además, se requiere alinear incentivos para que los sectores no perciban al PTMC como 
un ente externo o una distracción a sus tareas cotidianas, sino como una herramienta que les permita atender a 
las poblaciones más desfavorecidas. Para tal efecto, los ministerios precisan contar con presupuesto específico 
para acciones relacionadas con su participación en el programa, así como metas claras de atención a la población 
beneficiaria. En general, estos niveles de coordinación requieren la participación de entidades a nivel supra-
ministerial y supra-PTMC para lograr que los ministerios y los programas trabajen adecuadamente. Sobre esto, las 
experiencias exitosas son pocas y no están debidamente documentadas. 

recuAdro 2.2 coordinación con los sectores de salud y educación, un reto continuo

Fuente: elaboración de los autores.

dicha constancia al programa. Esta alter-
nativa genera costos de transacción a las 
familias, sin embargo, para la operación de 
algunos programas sigue siendo utilizada. 
Para cumplir con la corresponsabilidad de 
salud, en Chile, las familias deben mostrar 
el Carnet del Niño Sano sellado por el cen-
tro de salud al programa cada seis meses. 
En México, se otorga un formato a las fami-
lias cuando se incorporan en el programa, 
que deben llevar en su primera visita como 
participantes del programa al centro de 
salud. En dicha visita las familias obtienen 
el calendario de visitas médicas para todos 
los miembros de la familia y una constan-
cia que deben entregar en las oficinas del 
programa para comprobar el cumplimiento 

de la corresponsabilidad de inscripción en 
la unidad de salud. Subsecuentemente, las 
familias no son responsables de demostrar 
el cumplimiento de las siguientes condi-
cionalidades de salud (visitas rutinarias y 
participación en talleres).

Otra opción ha sido que el programa 
desarrolle instrumentos de captura en los 
cuales el personal de las escuelas o cen-
tros de salud registren el cumplimiento de 
la condicionalidad. En México, para las 
condicionalidades rutinarias, a nivel estatal 
el programa imprime formularios que son 
enviados a los sectores estatales de salud 
y educación, quienes a su vez los distri-
buyen a los 17 mil centros de salud y 115 
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mil escuelas donde se certifican las condi-
cionalidades (Figura 2.1). Los formularios 
debidamente completados son enviados a 
la delegación estatal del programa, donde 
la información es ingresada en el sistema. 
De manera alternativa, y aprovechando los 
avances en el uso de la tecnología, es posi-
ble que el personal de los sectores acceda al 
sistema de información del programa para 
registrar el cumplimiento de la condicio-
nalidad. Tal es el caso de Más Familias en 
Acción de Colombia, donde la verificación 
para el caso de educación es registrada 
directamente en el Sistema de Informa-
ción de Familias en Acción (SIFA) por los 
rectores de cada establecimiento educativo, 
y en salud los directores de las Instituciones 

Prestadoras de Servicios de salud también 
registran las consultas en el SIFA12. En 
Brasil, la verificación de condicionalidades 
es realizada por los ministerios sectoriales 
de forma descentralizada. Los ministerios 
de salud y educación han desarrollado 
sistemas propios para el acompañamiento 
de las condiciones, el Sistema Presencia en 
las escuelas que puede ser completado en 
papel o directamente en línea, y el Sistema 
de Gestión de Bolsa Família en Salud. 
En ambos casos, la información fluye del 
Ministerio de Desarrollo Social y Com-
bate al Hambre (MDS) hacia el ministerio 
de línea, quien a nivel municipal recoge 
la información, la agrega y la devuelve al 
MDS, quien determina el incumplimiento 

Fuente: con base en Dávila (2016; figura 7).

FIgurA 2.1 proceso de verificación del cumplimiento de las condicionalidades de prospera

delegAcIón estAtAl 
de prosperA

sectores estAtAles de sAlud y 
educAcIón

escuelAs y unIdAdes de sAlud

1. Imprime los formatos de 
certificación

2. Reciben los formatos y los distribuyen 
a escuelas y unidades de salud

115 MIL ESCUELAS
y

17 MIL UNIDADES DE SALUD

5. Captura de formatos de 
certificación

4. Reciben los formatos de certificación 
y los envían a la Delegación Estatal de 
Prospera

3. Certifican el cumplimiento de 
condicionalidades

12  Cada uno de los rectores y el personal de apoyo recibe capacitación y una clave de usuario para acceder al SIFA. Se cuenta con 
alrededor de 19 mil usuarios en casi todos los municipios del país. Si los niños asisten a centros educativos privados que no están 
conectados al SIFA, el titular de la familia comprueba la asistencia presentando un certificado al enlace municipal, quien solicita la 
validación y registra la asistencia en el SIFA (DPS, 2014).
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y las consecuencias en términos de pago 
(Figura 2.2).

El tercer esquema de verificación de 
corresponsabilidades consiste en el uso de 
los sistemas de información de los sectores 
por parte del programa. Por ejemplo, en 
Chile la verificación del cumplimiento de 
la corresponsabilidad en educación se basa 
en la información que provee el estableci-
miento educativo al Ministerio de Educa-

ción utilizando la plataforma en línea del 
Sistema de Información General de Estu-
diantes (SIGE). Cada mes, el director del 
establecimiento educativo ingresa al SIGE, 
con un usuario y una clave para registrar la 
asistencia de todos los alumnos del estable-
cimiento. Para obtener la asistencia de los 
estudiantes del IEF, el Ministerio de Desa-
rrollo Social envía de forma electrónica una 
lista de los beneficiarios y su número de 
identidad nacional (Rol Único Nacional) al 

FIgurA 2.2 proceso de verificación del cumplimiento de las condicionalidades de salud en Bolsa Família

Fuente: con base en MDS (2015) y Hellman (2015b).
Notas: SICON: Sistema de Condicionalidades del Programa Bolsa Família; SIBEC: Sistema de Beneficios al Ciudadano.

MInIsterIo de 
desArrollo socIAl y 
coMbAte Al hAMbre

MInIsterIo de sAlud
secretAríAs 

MunIcIpAles de sAlud
unIdAdes de sAlud

1. Identifica a 
las personas que 
deben cumplir con 
condicionalidades de 
salud (niños menores 
de 7 años y mujeres 
de 14 a 44 años) a 
partir del Cadastro 
Único y SIBEC

3. Registra la lista 
de personas en el 
sistema de Gestión de 
Bolsa Família

4. Acceden al 
Sistema de Gestión 
de Bolsa Família en 
salud

6. Prestan servicios 
de salud y registran 
la asistencia en el 
Sistema de Gestión 
de Bolsa Família en 
Salud

2. Comparte la lista 
con el Ministerio de 
Salud a través del 
SICON

5. Coordinan el 
acompañamiento de 
las condicionalidades 
y la oferta de 
servicios de salud 
para niños y mujeres

9. Recibe la 
información, la 
registra en el 
SICON  e identifica 
a las familias en 
incumplimiento.

8. Consolida la 
información de todos 
los municipios en el 
Sistema de Gestión 
de Bolsa Família en 
salud

7. Concentran la 
información de las 
unidades de salud 
del municipio en el 
plazo establecido por 
el calendario de Bolsa 
Família
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Ministerio de Educación. Posteriormente, 
este último informa al Ministerio de Desa-
rrollo Social del porcentaje de asistencia 
de cada uno de los estudiantes del IEF, que 
se reporta en el Sistema de Información 
del Ingreso Ético Familiar (SIIEF) para el 
registro del cumplimiento de la condicio-
nalidad. Otro ejemplo de esta modalidad 
es el Bono Vida Mejor de Honduras, donde 
el programa cruza su base de datos con el 
sistema de información del sector educativo 
para verificar la matrícula y asistencia de 
los niños beneficiarios a la escuela.

En general, las mayores dificultades opera-
tivas para la verificación de cumplimiento 
de condicionalidades se han presentado 
en el área de salud. Existen varios elemen-
tos que contribuyen a esto. Por un lado, 
el sector salud evidencia un menor uso 
de sistemas de registro electrónico que 
el sector educativo; además, el personal 
del sector salud tradicionalmente tiene 
mayores responsabilidades en el llenado de 
formatos. Al mismo tiempo, dado que la 
mayoría de las transferencias están asocia-
das con educación, los ministerios de salud 
han sido más renuentes a involucrarse en la 
operación de los PTMC. La tradición que 
existe en educación de registrar e informar 
datos sobre matrícula, asistencia y progre-
sión escolar para fines internos, no existe 
en salud para registrar el cumplimiento 
de atenciones de acuerdo con los proto-
colos de atención definidos en cada país. 
Asimismo, en el caso de educación existe 
el precedente de apoyar a los estudiantes 
de menores recursos con becas o recursos 
económicos, por lo que este aspecto central 
de los PTMC —subsidiar la demanda—, 
está ya internalizado en el sector. En salud, 
si bien se reconoce a la pobreza como uno 
de los determinantes sociales, no es común 
la práctica de incentivar a la población a 
buscar atención médica preventiva.

Como buena práctica para la verificación 
del cumplimiento de las condicionalidades, 
es posible señalar el uso de los sistemas 
de información de los sectores de salud y 
educación. Esto evita generar procesos de 
recopilación, captura y validación adicio-
nales, además de que contribuye a conso-
lidar los sistemas de información de los 
sectores de educación y salud. No obstante, 
en ocasiones no es factible debido a que 
los sistemas de información sectoriales 
no están suficientemente desarrollados o 
no generan la información que requiere el 
programa. En estos casos, es conveniente 
procurar que el registro del cumplimiento 
se haga directamente en el sistema de infor-
mación del PTMC, idealmente en el punto 
de prestación del servicio. Esto requiere 
coordinación para que los prestadores de 
los servicios en las escuelas y los centros de 
salud tengan acceso al sistema de infor-
mación del PTMC. En algunos casos, la 
modalidad de verificación que funciona 
mejor varía por sector. Un ejemplo es Chile, 
donde, como se mencionó, la verificación 
de las condiciones de educación se realiza 
con los sistemas de información del sector 
educativo, y en el caso de salud, requiere 
que las familias beneficiarias obtengan una 
certificación de cumplimiento por parte del 
sector y la presenten al programa. 

2.3 ¿Qué implicaciones tiene el 
incumplimiento de condicionalidades?

En general, las implicaciones del incum-
plimiento de condicionalidades tienen dos 
vertientes: una que puede llevar a la sus-
pensión de los apoyos, y en algunos países 
otra que implica intervenciones específicas 
de acompañamiento para ayudar a las fami-
lias a cumplir. 

La consecuencia del incumplimiento no 
es inmediata. En el ciclo de la condicio-
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nalidad, se distinguen tres fases: el cum-
plimiento, por ejemplo, cuando los niños 
deben asistir regularmente a la escuela; 
el registro, cuando la información de 
asistencia es captada por el programa; y 
finalmente la repercusión, que es cuando se 
paga la transferencia o se aplica la conse-
cuencia del incumplimiento. 

La Tabla 2.4 describe el ciclo de la condi-
cionalidad en Brasil. Como se observa, si 
en febrero-marzo hay incumplimiento en 
la asistencia escolar, esto repercutirá en el 
pago correspondiente a mayo. En el caso 
de salud, dado que los requisitos están 
asociados con la edad del individuo, el 
cumplimiento se basa en estar al día según 
el protocolo de atención que aplica a cada 
persona. En el caso de Colombia, el des-
fase es mayor: en el caso de educación, el 
periodo de cumplimiento febrero-marzo 
tiene su repercusión en junio, mientras que 
en salud el periodo de verificación en el 

cual se determina el pago del mes de junio 
corresponde a enero-febrero (Tabla 2.5).

Es importante señalar una diferencia 
inherente entre el cumplimiento de las 
corresponsabilidades en salud y educa-
ción y sus implicaciones operativas. En 
general, la condicionalidad en educación 
está ligada con la inscripción y asistencia 
escolar, que se mide con la matriculación 
y con un porcentaje mínimo de asistencias 
en un periodo determinado. Dado que 
el calendario escolar está predefinido y 
generalmente es el mismo para todos los 
niños13, el reto operativo del programa es 
establecer un calendario de cumplimien-
to-verificación-repercusión alineado al 
calendario escolar. Por ejemplo, en la Tabla 
2.5 se observa que en Colombia, en abril no 
hay pago por educación, pues corresponde 
al periodo de cumplimiento en que hay 
vacaciones. En el caso de salud, el objetivo 
es estar al corriente con el protocolo de 

13  En Colombia existen dos calendarios escolares determinados por el lugar de residencia: uno tiene vacaciones en invierno y otro en verano.

ÁreA 
sIsteMA pArA 
regIstro 

perIodo de 
cuMplIMIento 

perIodo de 
regIstro 

Mes de 
repercusIón

educación Sistema Presencia

Febrero y marzo Abril Mayo

Abril y mayo Junio Julio

Junio y julio Agosto Septiembre

Agosto y septiembre Octubre Noviembre

Octubre y noviembre Diciembre Marzo

salud
Sistema de Gestión de 
Bolsa Família en Salud 

Enero a junio Febrero a junio Septiembre

Julio a diciembre Agosto a diciembre Marzo

Fuente: Hellmann (2015b).

tAblA 2.4 ciclo de la condicionalidad de Bolsa Família
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salud, pero este varía por la edad del indivi-
duo y está ligado a la fecha de nacimiento. 
Así, hay periodos de verificación en los que 
que no hay condicionalidad asociada, por 
lo que la transferencia es realizada si la per-
sona se encuentra al día en sus atenciones 
de salud. Por ello, es fundamental estable-
cer calendarios y procesos de verificación 
que sean realistas y estén articulados con 
los procesos de pago. 

El calendario del ciclo de la condicionalidad 
se vuelve un instrumento indispensable 
para ordenar el proceso y permitir que el 
flujo quede alineado y pueda ser ejecutado 
a escala masiva como la que tienen la gran 
mayoría de los programas. En el caso de 
México, Prospera utiliza el “Calendario 1-2-
3” para organizar y sincronizar las activida-
des de la ruta crítica para realizar pagos. El 
calendario toma su nombre porque el ciclo 
del cumplimiento, verificación y pago se 
compone de tres bimestres. La Figura 2.3 
detalla cómo se organizan los seis ciclos de 
pago en un año, cada uno con distinto color. 
Siguiendo como ejemplo el primer bimes-
tre del año, el ciclo inicia con el registro del 
cumplimiento de las condicionalidades de 
las familias que participan en el programa: 

en las escuelas y las unidades de salud. Una 
vez concluido el periodo, durante el segundo 
bimestre las escuelas y las unidades de salud 
reportan el cumplimiento a Prospera para 
que este, a su vez, lo capture en su sistema 
de información y calcule el monto de los 
apoyos. Finalmente, en el tercer bimestre se 
realizan los pagos correspondientes al cum-
plimiento del primer bimestre del año. 

Para lograr que un programa sea efectiva-
mente condicionado, es preciso que desde su 
inicio se definan, ensayen, ajusten y obser-
ven los procesos que permitan una efectiva 
verificación de condicionalidades. La con-
solidación de estos procesos toma tiempo, 
pues es el resultado de la interacción entre el 
programa (a nivel central y en el territorio) y 
los sectores de salud y educación. Esta reco-
mendación es relevante no solo para nuevos 
programas, sino también para ajustes o 
innovaciones en programas ya existentes. Es 
importante comenzar en una escala que per-
mita implementar los procesos según fueron 
diseñados, dar seguimiento a su factibilidad, 
y considerar las implicaciones logísticas para 
ser llevados a escala. En el caso de la verifica-
ción de corresponsabilidades, ser más laxos 
en la verificación al inicio hace que sea muy 

perIodo de pAgo perIodo de cuMplIMIento

entregA de 
trAnsFerencIAs

condIcIonAlIdAd de sAlud condIcIonAlIdAd de educAcIón

1ª entrega: febrero Septiembre-octubre previos Octubre-noviembre previos

2ª entrega: abril Noviembre-diciembre previos No hay pago debido al receso escolar

3a entrega: junio Enero-febrero Febrero-marzo 

4ª entrega: agosto Marzo-abril Abril-mayo 

5ª entrega: octubre Mayo-junio Junio-julio 

6ª entrega: diciembre Julio-agosto Agosto-septiembre 

Fuente: información proporcionada por Más Familias en Acción.

tAblA 2.5 lapso entre cumplimiento y pago en Más Familias en Acción
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complicado ser estricto más adelante, tanto 
para los beneficiarios como para el personal 
del programa.

Por lo general, el incumplimiento no implica 
la suspensión inmediata del pago, sino que 
los programas suelen iniciar un proceso 
gradual de acompañamiento y penalidades. 
En el caso de Bolsa Família existen cuatro 
etapas: (i) advertencia, (ii) bloqueo, (iii) 
suspensión y (iv) cancelación (MDS, 2015). 
Al producirse el primer incumplimiento 
de las condiciones, la familia recibe una 
advertencia que no tiene repercusiones en 
los beneficios. Dicha advertencia queda 
registrada en el historial de cumplimiento 
de las condiciones de la familia durante seis 
meses. Si después de esos seis meses la fami-
lia tiene un nuevo incumplimiento, recibirá 
una nueva advertencia. Por el contrario, si 

la familia tiene otro incumplimiento den-
tro de un periodo de seis meses posterior 
a la advertencia, la familia será bloqueada. 
En este caso el pago de beneficios es blo-
queado por 30 días, pudiendo ser retirado 
junto con el pago del mes siguiente si ya no 
tiene otro incumplimiento. Si en el periodo 
de los seis meses siguientes del bloqueo, la 
familia tiene un nuevo incumplimiento, la 
consecuencia será la suspensión. Si la familia 
continua incumpliendo las condiciones 
dentro del periodo de seis meses luego de 
la última suspensión, recibirá una nueva 
suspensión y así sucesivamente. El beneficio 
solamente podrá ser cancelado si continúa 
el incumplimiento tras doce meses de 
suspensión y acompañamiento.

En Bolsa Família también destaca la comu-
nicación con las familias. Así como se 

bIMestre 1 bIMestre 2 bIMestre 3 bIMestre 4 bIMestre 5 bIMestre 6

ene Feb MAr Abr MAy jun jul Ago sep oct noV dIc

Escuelas y unidades 
registran la asistencia de 
los beneficiarios

Escuelas y unidades de 
salud reportan la asistencia 
a Prospera

Prospera captura la 
información en el sistema

Prospera calcula el monto 
de los apoyos monetarios

Basenfi entrega los apoyos 
monetarios

Fuente: adaptado de Dávila (2016).

FIgurA 2.3 calendario 1-2-3 del ciclo de la condicionalidad de prospera
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explicó en el caso de la recertificación, las 
familias son notificadas de los efectos del 
incumplimiento por la Secretaría Nacional 
de Ingresos a la Ciudadanía (SENARC) 
vía correo y/o por medio de mensajes en 
el recibo de pago del beneficio (Figura 
1.1). Esto permite que la familia conozca 
el incumplimiento y pueda tomar acciones 
correctivas, además de facilitar su enten-
dimiento sobre posibles variaciones en el 
monto de las transferencias.

Los PTMC buscan incentivar y acompañar 
a las familias, por lo que además del proceso 
que lleva a la suspensión de los pagos, varios 
PTMC tienen mecanismos para apoyar a 
las familias para que puedan cumplir sus 
compromisos. Se entiende que el incumpli-
miento es un indicador de vulnerabilidad 
y de necesidad de apoyo. En el caso de 
Jamaica, existe el mecanismo denominado 
case management (gestión de casos), donde 
se intenta asegurar que, mediante una serie 
de sesiones con trabajadores sociales, los 
usuarios aprovechen los beneficios del pro-
grama y mejoren sus condiciones de vida. 
Dicho proceso está basado en la experiencia 
de Chile Solidario, e incluye una serie de 
dimensiones sobre documentación, educa-
ción y vida familiar en las que el trabajador 
social apoya a la familia. 

En Brasil, por ejemplo, el número de 
suspensiones repetitivas de la familia es 
monitoreado e interpretado como un 
indicio de que la familia está en situación 
de vulnerabilidad, lo que desencadena una 
acción de la asistencia social (MDS, 2015). 
Recientemente, el MDS reforzó la necesi-
dad de acompañamiento familiar antes de 
que ocurra el bloqueo, la suspensión o la 

cancelación de los beneficios. El acompaña-
miento familiar es la atención socio-asisten-
cial individualizada que ofrece el gobierno 
local a las familias que están en situación de 
vulnerabilidad social, en especial a aquellas 
que incumplen las condiciones. El objetivo 
es entender por qué la familia no está cum-
pliendo y ayudarla a superar la situación. 
La lista de las familias en incumplimiento 
puede ser obtenida en el sistema, mediante 
la “Búsqueda de Incumplimiento Avanzada”. 
Con ella, el gestor municipal puede orga-
nizar el acompañamiento de esas familias 
(MDS, 2015). En Chile, el programa de 
transferencias está inscrito en un esquema 
más amplio de acompañamiento familiar, 
por lo que las familias tienen el apoyo y son 
seguidas por los gestores familiares.

La consecuencia del incumplimiento en 
términos monetarios depende de la estruc-
tura de las transferencias (tema que se verá 
con más detalle en el capítulo siguiente). Es 
más fácil suspender la transferencia cuando 
está asociada directamente al cumplimiento 
de condicionalidades individuales. Por 
otro lado, cuando la transferencia depende 
de que todos cumplan (como es el caso de 
transferencias asociadas a salud en México 
y Colombia), la penalidad por no cumpli-
miento puede ser la suspensión del apoyo 
familiar asociado a la corresponsabilidad. 
De hecho, en México el no cumplir con la 
condicionalidad de salud puede llevar a la 
suspensión total de apoyos a la familia. Es 
decir, el incumplimiento sistemático de las 
condicionalidades en salud14 —que aplican 
a todos los miembros del hogar, incluyendo 
adultos mayores— puede resultar en la sus-
pensión de entrega de apoyos a jóvenes que 
estén asistiendo regularmente a la escuela.

14  Son causales de suspensión por tiempo indefinido si la familia no cumple con su condicionalidad en salud en cuatro meses 
consecutivos o seis meses discontinuos en los últimos doce meses —en zonas rurales—, o dos bimestres consecutivos o tres 
discontinuos en el curso de los últimos doce meses —en zonas urbanas— (Gobierno de México, 2014).
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En general, las implicaciones prácticas del 
incumplimiento son menos drásticas que 
en la regulación. Un caso extremo es Ecua-
dor, donde de hecho no hay verificación 
en el cumplimiento de las corresponsabi-
lidades. Sin embargo, el programa enfatiza 
mediante campañas de comunicación la 
necesidad del cumplimiento, y esto ha 
generado impactos positivos de corto plazo 
en el uso de servicios de salud y educación 
(Schady y Araujo, 2008). 

En términos operativos, y de especial 
relevancia para países con un desarrollo 
institucional más limitado, es importante 
distinguir conceptualmente entre no cum-
plimiento y no verificación. El no cumpli-
miento ocurre cuando el programa verifica 
con certeza que efectivamente una corres-
ponsabilidad no fue cumplida, por ejemplo 
que un niño no tuvo el porcentaje mínimo 
de asistencia a la escuela. En general, en 
estos casos existen instancias para que las 
familias puedan aclarar la situación. 

Por otro lado, en ocasiones los programas 
no pueden verificar la totalidad de las con-
dicionalidades. En estos casos, el programa 
debe decidir entre pagar solamente cuando 
hay certeza de cumplimiento o bien no 
pagar únicamente cuando hay certeza de 
incumplimiento. En países donde la norma-
tiva define que no se pagan las transferen-
cias si no se ha verificado el cumplimiento 
de la condicionalidad, los retrasos en la 
verificación generan atrasos y confusión en 
los pagos, pues en algunos casos los apoyos 
son acumulados y pagados posteriormente. 
Esto afecta el objetivo redistributivo de los 
PTMC al reducir la predictibilidad de las 
transferencias. Sin embargo, en la mayoría 
de los casos, se ha procedido a pagar las 
transferencias emitiendo excepciones a la 
verificación. Esto genera confusiones sobre 
la necesidad de cumplir con las condicio-
nalidades y puede afectar el objetivo del 

programa de apoyar el desarrollo de capital 
humano. 

En este sentido, existen otras dos consi-
deraciones importantes. Por un lado, en 
condiciones de emergencia, como desastres 
naturales, en general los programas emiten 
directivas para poder pagar las transferen-
cias sin contar con la verificación corres-
pondiente. Por otro lado, en ocasiones los 
programas tienen la presión —por aspectos 
fiduciarios y de rendición de cuentas— de 
solamente pagar a hogares donde se ha 
verificado que se cumplió con la correspon-
sabilidad. 
 

2.4 Perspectivas sobre el uso 
de condicionalidades

En varios países se está revisando qué con-
dicionalidades son las más adecuadas para 
potenciar los impactos en términos de acu-
mulación de capital humano. Dado que en 
muchos contextos la asistencia a educación 
primaria es casi universal —incluso para la 
población más pobre—, desde la perspec-
tiva de acumulación de capital humano no 
hace mucho sentido seguir incentivando 
la asistencia escolar en este nivel. Así, con 
el paso del tiempo o en contextos específi-
cos, las condicionalidades pueden perder o 
carecer de relevancia. Existen varios ejem-
plos en que se han cambiado las correspon-
sabilidades para atender cuellos de botella 
relevantes para la acumulación de capital de 
los niños y jóvenes.

En Jamaica se está innovando con una 
condicionalidad asociada a un programa de 
capacitación en prácticas de crianza para 
estimular el desarrollo infantil temprano 
integral. Esto surgió por dos razones. Por 
un lado, hay evidencia de la efectividad 
de estos programas en el desarrollo infan-
til y existen brechas en dicho desarrollo 
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entre niños de hogares pobres y hogares 
no pobres (Berlinski y Schady, 2015). Por 
otro, para los niños entre dos y cinco años 
de edad, el PTMC establecía como corres-
ponsabilidad que asistan a dos controles de 
salud por año, mientras que el protocolo 
de atención del sector salud solamente 
requiere una visita anual. Así, se estaba 
exigiendo a las familias visitar el centro de 
salud con más frecuencia de lo necesario, lo 
cual también genera saturación en el sector 
salud. Como alternativa a la segunda visita, 
se está implementando un programa piloto 
en el cual los padres deben participar en 
un programa de desarrollo de habilidades 
parentales, que incluye sesiones en grupo y 
visitas domiciliarias. Esto representa uno de 
los primeros esfuerzos por encontrar siner-
gias entre los PTMC y los programas de 
desarrollo infantil temprano en la región, y 
muestra cómo se pueden adaptar las con-
dicionalidades para relacionarlas a cuellos 
de botella relevantes, como el rezago en el 
desarrollo infantil.

En Bahamas, en la etapa de diseño del 
PTMC se ha hecho un esfuerzo por defi-
nir corresponsabilidades pertinentes. En 
salud, la cobertura de vacunación y servi-
cios de salud preventivos para los niños y 
embarazadas es prácticamente universal. 
Sin embargo, se identificó que la obesidad 
infantil es un problema sumamente serio. 
Para combatirlo, se definió una corres-
ponsabilidad que indica que los padres de 
niños con determinado peso para la edad 
y para la talla deben asistir a talleres sobre 
nutrición. Es importante subrayar que la 
condicionalidad se establece sobre la asis-
tencia a los talleres, que está bajo control de 
la familia, y no sobre el peso de los niños. 

De manera análoga, dado que casi todos 
los jóvenes concluyen la educación media 
superior, el programa tendrá como condi-
cionalidad que aquellos jóvenes que tengan 
un rendimiento académico que no les 
permita obtener un diploma de graduación 
deberán participar en talleres remediales 
con el objetivo de mejorar su desempeño 
académico15. Otra vez, lo importante a 
resaltar es que la condicionalidad es asistir 
a los talleres remediales (que está en control 
de los jóvenes), y no mejorar el rendi-
miento académico (que depende de otros 
factores).

En México, Prospera introdujo innovacio-
nes en la estructura de las transferencias 
con el objetivo de incrementar la asistencia 
a la educación media superior, que sigue 
siendo un reto. Para tal efecto, se está 
implementando un cambio en el esquema 
de las becas educativas en ese nivel escolar, 
modificando quien recibe el apoyo. En esta 
innovación, que está siendo evaluada de 
manera rigurosa, será el joven quien reciba 
directamente los recursos correspondientes 
al cumplimiento de su condicionalidad. 
Dado que la asistencia escolar en estos 
niveles es, hasta cierto punto, una decisión 
del joven y no de sus padres, se espera que 
la transferencia directa al joven sea un 
mejor incentivo para aumentar la asisten-
cia y permanencia escolar. Estos esquemas 
complementan a otra transferencia que 
existe en el programa, “Jóvenes con Pros-
pera”, que consiste en otorgar un beneficio 
único a los jóvenes de familias beneficiarias 
que terminen el bachillerato en menos de 
cuatro años y antes de cumplir los 22. Estas 
dos innovaciones buscan adaptar las corres-
ponsabilidades para hacerlas más perti-

15  En Bahamas hay un sistema de progresión automática por lo que todos los alumnos concluyen la educación media superior. En 
este contexto el diploma de graduación solo se otorga a los alumnos que concluyen la educación con un desempeño académico alto. 
Por esta razón el diploma de graduación es una credencial importante en el mercado laboral.
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nentes a los factores que hoy en día obsta-
culizan la acumulación de capital humano 
en los jóvenes. Dado que para aumentar la 
probabilidad de una inserción laboral exi-
tosa se requieren cada vez mayores niveles 
de educación, la deserción de la educación 
media superior pone en riesgo los objetivos 
de los PTMC, y estos ajustes a las corres-
ponsabilidades buscan atender este desafío.

Si bien existe una amplia evidencia de que 
los PTMC no tienen impacto negativo 
sobre la participación laboral de los adultos 
en hogares beneficiarios, hay una discusión 
reciente sobre posibles desincentivos al 
trabajo formal, pues puede existir la impre-
sión de que obtener un empleo formal 
cancela la elegibilidad al programa (Araujo 
et al., 2016). En términos de correspon-
sabilidades, el Ingreso Ético Familiar de 
Chile introdujo un apoyo a las mujeres 

que obtengan un empleo formal, buscando 
promover su inserción laboral exitosa. La 
transferencia asociada a este logro es un 
incentivo que funciona de manera aná-
loga al Bono Logro Escolar explicado más 
arriba, pues el obtener un empleo formal 
no está bajo control de las mujeres.

Sin duda, la innovación en la definición de 
condicionalidades —para que sean relevan-
tes, pertinentes y logren impactar la acu-
mulación de capital humano—, es un pro-
ceso bienvenido que debe ser incentivado. 
En este sentido, es importante que estas 
innovaciones sean objeto de evaluaciones 
de impacto tan rigurosas como las que 
caracterizaron a los PTMC en sus primeros 
años, así como prestar debida atención a los 
aspectos operativos y logísticos para poder 
implementarlas a gran escala en caso de 
que funcionen.
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El pago de las trasferencias a las familias es 
uno de los procesos operativos clave de los 
PTMC. El monto total de las transferen-
cias que reciben las familias participantes 
de los PTMC es, en general, la suma de un 
conjunto de bonos que deberían motivar 
diferentes comportamientos o respuestas 
por parte de las familias, o de algunos de sus 
miembros en particular. Frecuentemente, 
los bonos de este conjunto tienen diferentes 
características. Por ejemplo, algunos son 
de monto fijo y otros varían en función 
de aspectos como el tamaño del hogar y la 
edad de los niños; algunos están atados a 
condiciones específicas y otros no; algunos 
se pagan mensualmente y otros anualmente, 
y casi siempre tienen diferente valor. La 
suma de todos estos bonos es lo que lla-
maremos en este libro “la estructura de las 
transferencias de un PTMC”. 

La estructura de las transferencias refleja 
la disyuntiva entre la importancia que el 
PTMC asigna a cada comportamiento 
que busca fomentar —como la inversión 
de los hogares en la salud, la nutrición y 
la educación de sus hijos— y la capacidad 
operativa de las instituciones involucra-
das en la implementación del programa. 
La literatura ha encontrado que el diseño 

de la estructura de las transferencias tiene 
un efecto en el tamaño de los impactos de 
los PTMC, sin embargo, aún se requiere 
de más investigación para trazar reco-
mendaciones. Por ejemplo, en cuanto al 
valor de las transferencias hay estudios que 
sugieren rendimientos decrecientes entre 
el monto y el impacto en la inscripción 
escolar (en Cambodia, Filmer y Schady, 
2009; en Malawi Baird, McIntosh y Özler, 
2009), mientras otros indican lo contrario 
(Saavedra y García, 2012). Por otro lado, 
esta literatura no ha puesto atención a otros 
resultados que buscan obtener los PTMC, 
como la disminución de la pobreza (Filmer 
y Schady, 2009). 

Todos los PTMC se apoyan en instituciones 
financieras —públicas y privadas— para 
realizar los pagos y la gran mayoría utili-
zan medios de pago electrónicos, lo que ha 
permitido mejorar el servicio a las familias 
al ampliar los puntos de pago y los horarios 
de atención. A pesar de estos esfuerzos, una 
de las principales limitantes para mejo-
rar la atención a las familias en un modo 
asequible es la escasez de puntos de pago 
en las zonas rurales y remotas donde reside 
una proporción considerable de los bene-
ficiarios. Una posible respuesta a este reto 
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es promover una mayor participación de 
instituciones privadas utilizando esquemas 
de contratación competitivos e innovadores.

Finalmente, en años recientes algunos paí-
ses han utilizado la plataforma de los PTMC 
para promover estrategias de inclusión 
financiera. Lo anterior tiene un gran poten-
cial de mejorar el bienestar de las familias. 
Sin embargo, debe implementarse cuida-
dosamente ya que aunque existen comple-
mentariedades entre el proceso de pagos de 
las transferencias y la inclusión financiera, 
también hay fricciones entre los objetivos. 
Por un lado, el PTMC requiere que los 
pagos se realicen de la manera más efi-
ciente, y esto no siempre es a través de una 
tarjeta vinculada a una cuenta de ahorros 
cuando en zonas remotas no hay infraes-
tructura para cobrar. Por otro, se requiere 
de educación financiera para acompañar a 
los beneficiarios y esto podría agregar una 
carga de trabajo considerable al PTMC, por 
lo que es necesario prever recursos o alian-
zas para brindar la capacitación. También 
es importante considerar los efectos en el 
bienestar de la inclusión financiera. En ese 
sentido, la literatura ha encontrado que el 
uso de mecanismos formales de ahorro y 
el acceso a seguros tienen efectos positivos 
en el bienestar de las familias pobres. Sin 
embargo, la literatura indica que el acceso a 
crédito no siempre se traduce en mejoras en 
el consumo, como se discute más adelante. 

Este capítulo se organiza de la siguiente 
manera: primero, se ocupa de revisar las 
estructuras de las transferencias que utilizan 
los PTMC para promover la inversión en 
capital humano a través del cumplimiento 
de las condicionalidades; posteriormente, 
analiza el proceso de entrega de las trans-
ferencias abordando los medios de pago 
que se utilizan, los servicios financieros que 
reciben los beneficiarios y el tipo de conve-
nios que realizan los programas con institu-

ciones financieras para distribuir los pagos. 
Finalmente, se presta especial atención a los 
esfuerzos que han sido implementados en la 
región para apalancar la inclusión financiera 
a través de la entrega de transferencias con-
dicionadas con el afán de señalar algunas 
recomendaciones de política basadas en 
evidencia.  

3.1 Estructura de las transferencias

Algunos programas, como el Ingreso Ético 
Familiar de Chile, utilizan una complejísima 
estructura de transferencias con múltiples 
bonos con diferente condicionalidad, fre-
cuencia y valor. Al otro extremo, se encuen-
tran programas con una estructura que 
consiste de un solo bono de monto fijo. Tal 
es el caso del Bono de Desarrollo Humano 
de Ecuador, de Juntos de Perú y de la Red de 
Oportunidades de Panamá. Vale mencionar 
que es común que los programas cambien 
las estructuras de las transferencias y que en 
este libro se analiza el diseño de los progra-
mas vigente en 2015. 

Esta sección se ocupa de analizar las carac-
terísticas que distinguen a los bonos que 
utilizan los programas de la región, inclu-
yendo: el tipo de monto de los bonos —que 
puede ser fijo o variable—, si están o no 
atados directamente al cumplimiento de 
condicionalidades, su frecuencia de pago 
y el valor monetario de las transferencias. 
Concluye con una visión general de cómo 
estos bonos integran las estructuras de 
transferencias. 

3.1.1 Montos fijos y montos variables

Los PTMC suelen utilizar un bono de 
monto fijo para incentivar el cumplimiento 
de las corresponsabilidades de salud. Por 
ejemplo, en Colombia, este bono es con-
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dicionado a que todos los niños menores 
de siete años de la familia asistan a los 
controles de salud. De manera similar, en 
República Dominicana todos los menores 
de cinco años y las mujeres embaraza-
das deben asistir a los controles de salud 
requeridos para que la familia reciba el 
bono Comer es Primero, que tiene un 
valor de 825 pesos dominicanos mensuales 
(US$18,3). Una excepción es Brasil, donde 
la familia puede recibir un incentivo por 
cada persona que debe cumplir con las 
corresponsabilidades de salud.

Los montos de los bonos vinculados a edu-
cación suelen ser más complejos y variar de 
acuerdo con la estructura de los hogares. 
Es común que los programas entreguen a 
las familias un bono por cada uno de los 
niños y jóvenes que asisten a la escuela. Lo 
anterior apunta a evitar que las familias 
concentren sus esfuerzos en unos niños en 
detrimento de otros con posibles discri-
minaciones de género. Además, los PTMC 
suelen otorgar bonos de mayor valor a 
medida que los estudiantes avanzan en su 
educación, particularmente en las edades 
en que se observan mayores tasas de deser-
ción. Esto busca compensar los mayores 
costos de oportunidad de permanecer en la 
escuela en lugar de trabajar a mayor edad y 
fomentar la permanencia en la escuela en 
grados que tienen potencialmente mayor 
rendimiento en el ingreso laboral. Final-
mente, algunos programas utilizan montos 
diferenciados entre hombres y mujeres del 
mismo grado escolar para cerrar brechas de 
género16. Los países han optado por dife-
rentes diseños con mayor o menor grado 
de complejidad para incentivar asistencia, 
progresión escolar y el cierre de brechas. 
Por ejemplo, Prospera en México otorga un 

bono por cada estudiante y utiliza diferen-
tes valores prácticamente para cada grado 
escolar, que además es mayor para las 
mujeres. En contraste, República Domini-
cana utiliza reglas operativas más simples. 
El monto del bono, denominado Incentivo 
a la Asistencia Escolar, aumenta según el 
número de estudiantes de educación básica, 
pero no se entrega un bono por cada 
alumno. Su monto es igual en las familias 
con uno o dos estudiantes, aumenta con 
tres estudiantes y es mayor en las familias 
con cuatro o más estudiantes. Cabe men-
cionar que esto no aplica para los beneficios 
por educación media (a partir del noveno 
grado) denominado Bono Escolar Estu-
diando Progreso. En este caso, las familias 
sí reciben un bono por cada estudiante y el 
monto es creciente con el grado.

Los programas también establecen lími-
tes al valor total de las transferencias que 
pueden recibir las familias, en parte para 
desalentar que tengan un mayor número 
de hijos. Por ejemplo, las reglas operativas 
de Prospera en México establecen un límite 
monetario al total de incentivos que puede 
acumular un hogar. Aquel con estudiantes 
de primaria y secundaria no puede recibir 
más de 1.825 pesos mexicanos (US$115,2) 
mensuales, mientras que el límite para una 
familia con estudiantes de nivel universita-
rio es de 2.945 pesos mexicanos (US$185,8) 
mensuales. Por otro lado, Bolsa Família en 
Brasil y Más Familias en Acción en Colom-
bia implementan un límite al número de 
personas que pueden recibir un bono. En el 
caso de Bolsa Família, los beneficiarios pue-
den recibir hasta cinco de los bonos deno-
minados Beneficios Variables y hasta dos de 
los bonos denominados Beneficios Varia-
bles Vinculados al Adolescente. En cambio, 

16  Hasta hace poco, el PATH utilizó una transferencia educativa diferenciada por género que consideraba un monto mayor para los 
niños como respuesta a una mayor deserción escolar en los varones (Paes Sousa, Regalia y Stampini, 2013).
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en Más Familias en Acción solamente se 
pueden recibir tres beneficios vinculados 
a la asistencia escolar, con excepción de la 
educación preescolar (Figura 3.1). 

Una de las preocupaciones comunes al 
entregar un bono por cada uno de los 
estudiantes es generar incentivos para que 
las familias tengan más hijos. Sin embargo, 
no se ha encontrado evidencia de que los 
bonos por cada estudiante aumenten la 
fertilidad. Analizando el caso de Prospera, 
Levy y Rodríguez (2005) discuten varias 
razones por las que, al contrario, se espe-
raría que la fertilidad disminuyera a partir 
de un buen diseño de la estructura de las 
transferencias. Entre las razones se incluye 
que la permanencia en la escuela pospon-
dría las uniones, el aumento en la escola-
ridad femenina disminuiría la fertilidad, 
los beneficios por un hijo adicional se 
perciben únicamente diez años después del 
nacimiento, y por último, existe un límite 
máximo a los beneficios que puede percibir 
una familia. 

Otro criterio utilizado para determinar el 
monto de los bonos variables es la vul-
nerabilidad del lugar de residencia de las 
familias. En este sentido, algunos progra-
mas otorgan mayores apoyos a los resi-
dentes de municipios rurales o municipios 
con muy alta incidencia de la pobreza. 
Por ejemplo, en Colombia los municipios 
se clasifican en cuatro grupos de acuerdo 
con el grado de ruralidad y de incidencia 
de la pobreza multidimensional, donde 
el grupo 4 es el más vulnerable y recibe 
mayores montos en cada uno de los bonos 
que utiliza Más Familias en Acción17. En el 
caso de los bonos asociados a la educación 

secundaria y media, el valor de los montos 
se incrementa a medida que la vulnera-
bilidad aumenta. En el caso del beneficio 
de salud, solo las familias que residen en 
municipios del grupo 4 reciben un monto 
mayor (74.100 pesos colombianos/US$27) 
que el resto de los grupos (que reciben 
63.525 pesos colombianos/US$23). De 
manera similar, los beneficios por asistencia 
a preescolar son constantes para todas las 
familias de los grupos 2, 3 y 4 pero no están 
disponibles para las familias que viven 
en Bogotá, que es el único municipio del 
grupo 1. Como lo discute Angulo (2016), la 
motivación de los administradores de Más 
Familias en Acción para incluir este criterio 
es favorecer que disminuyan las brechas 
regionales en la incidencia de la pobreza, 
canalizando mayores recursos económicos 
a los municipios con mayor necesidad. 

3.1.2 Bonos no condicionados

Aunque parezca paradójico, algunos progra-
mas de transferencias condicionadas utilizan 
en su estructura de incentivos algunos bonos 
que no están condicionados directamente 
al cumplimiento de corresponsabilidades. 
Esto quiere decir que las familias deben 
pertenecer al programa para recibir el bono 
e implica cumplir con algunas reglas admi-
nistrativas, pero no hay vínculo con un 
comportamiento específico como en el caso 
de los bonos por asistencia escolar. Estos 
bonos están motivados por la intención de 
establecer un piso mínimo de protección 
social, con enfoque en el alivio de la pobreza 
corriente. Las familias pueden dejar de 
cumplir con las corresponsabilidades de 
salud y de educación y continúan recibiendo 

17  Específicamente, el primer grupo está integrado únicamente por el distrito de Bogotá, el segundo por 21 municipios localizados 
en las principales ciudades, el tercer grupo por los municipios restantes con una incidencia de pobreza multidimensional menor a 
70% y el último por los municipios restantes en donde la pobreza multidimensional es igual o mayor a 70%.
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los bonos no condicionados hasta que el 
incumplimiento causa la salida del programa 
por razones administrativas.

Ejemplos son el Bono de Protección y la 
Transferencia Monetaria Base, parte del pilar 
de dignidad del Ingreso Ético Familiar en 
Chile, que se entregan a todas las familias 
que participan en el programa (mientras 
participan de los acompañamientos psicoso-
ciales, que es una obligación para seguir en 
el programa). Otros ejemplos son el Benefi-
cio Básico y el Beneficio para la Superación 
de la Pobreza Extrema que forman parte 
de Bolsa Família y que, a diferencia de los 
bonos variables, no están vinculados direc-
tamente al cumplimiento de asistencia a la 
escuela y al centro de salud. 
 

3.1.3 Frecuencia de pago

La periodicidad con la que cada programa 
paga las transferencias varía. Los progra-
mas de la región que pagan de manera más 
frecuente, como Bolsa Família y el Bono 
de Desarrollo Humano, lo hacen mensual-
mente. Otros, como Más Familias en Acción 
y Prospera, entregan transferencias bimes-
tralmente. En Centroamérica, el Bono Vida 
Mejor de Honduras y Comunidades Solida-
rias de El Salvador, realizan pagos tres veces 
al año o menos. 

Hay casos, como en República Dominicana, 
Chile y México, donde la frecuencia de pago 
varía según el tipo de bono. En República 
Dominicana el pago de las transferencias de 
salud es mensual y el de educación es bimes-
tral, aunque se suspende durante las vacacio-

nes escolares. En Chile, la parte del Bono al 
Trabajo de la Mujer que va a la beneficiaria y 
el Bono Logro Escolar se pagan anualmente. 
También existen bonos que se entregan en 
una sola ocasión; generalmente, cuando 
están vinculados a la obtención de logros. 
Por ejemplo, en México el bono Jóvenes con 
Prospera se entrega cuando los jóvenes con-
cluyen la educación media superior antes de 
los 22 años. Vale mencionar también que el 
valor de este bono es considerablemente más 
alto que los bonos periódicos por asistencia. 
Así, mientras cada bimestre los jóvenes que 
cursan el tercer grado de educación media 
superior reciben un bono de 980 pesos 
mexicanos (US$61,8) si son hombres y 1.120 
pesos mexicanos (US$70,7) si son mujeres, 
al momento de concluir este nivel escolar 
reciben un bono único de 4.890 pesos mexi-
canos (US$308,6)18.

La periodicidad de los pagos influye en la 
efectividad de los programas. Una reciente 
revisión de la literatura indica que los pagos 
frecuentes ayudan a suavizar el consumo y 
a planear gastos; mientras que pagos menos 
frecuentes y de mayor valor en momentos 
críticos pueden ser determinantes para rea-
lizar inversiones (Bastagli et al., 2016). Por 
otro lado, el metaanálisis de Saavedra y Gar-
cía (2012) sugiere que los pagos bimestrales 
y trimestrales tienen efectos mayores que los 
programas que utilizan pagos mensuales. 
 

3.1.4 Valor de las transferencias

Existen varios criterios que sirven como 
guías para definir el monto que deben entre-
gar los PTMC. La selección de los criterios 

18  Las familias urbanas que fueron incorporadas dentro del modelo urbano piloto entre 2009 y 2013 participan en el programa con 
una estructura de incentivos diferente, que solamente tiene apoyos en secundaria y educación media superior y que otorga valores 
más altos que los que se otorgan en el modelo tradicional. A partir de 2016 se dejó de pagar el bono Jóvenes con Prospera, que fue 
reemplazado por un esquema de becas para la educación terciaria.
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utilizados para la definición del monto de 
las transferencias, entre otros elementos, 
revela si el PTMC está poniendo más énfasis 
en su objetivo redistributivo o en incen-
tivar la acumulación de capital humano. 
Por un lado, el monto de las transferencias 
puede determinarse utilizando valores de 
referencia como la línea de pobreza, la línea 
de pobreza extrema o el salario mínimo. 
Estos valores reflejan de alguna manera el 
ingreso necesario para comprar lo mínimo 
indispensable. Uno de los programas que 
utiliza como referencia la línea de pobreza 
extrema es Bolsa Família en Brasil. Si alguna 
de las familias permanece debajo de la línea 
de pobreza extrema después de recibir los 
bonos del programa, hay una transferencia 
adicional que es equivalente a la brecha 
entre los ingresos de la familia y la línea de 
pobreza extrema. En Chile, la Transferencia 
Monetaria Base del Ingreso Ético Familiar 
sigue una lógica similar y es equivalente al 
85% de la brecha de pobreza extrema de 
cada familia. Otro ejemplo es Comunidades 
Solidarias de El Salvador, donde el valor 
de las transferencias se estableció como un 
quinto del salario mínimo (Azuara Herrera, 
Maciel y Tetreault, 2015).

Para establecer el monto de las transferen-
cias, también se puede considerar el costo de 
oportunidad de participar en el programa, 
por ejemplo, el ingreso que se deja de perci-
bir por no trabajar para asistir a la escuela. 
Este criterio, en contraste con el de valores 
de referencia, tiene la ventaja de que se rela-
ciona directamente con los comportamien-
tos que se desean incentivar. El cálculo del 
costo de oportunidad puede ser puramente 
algebraico (es decir, equivalente al salario en 
el mercado laboral) o puede calcularse utili-
zando el método de microsimulaciones para 
tomar en cuenta las preferencias del hogar 
(Recuadro 3.1).

Además de estos criterios técnicos, también 
deben considerarse aspectos más pragmáti-
cos, como las restricciones presupuestarias. 
Por ejemplo, si el programa tiene una meta 
de cobertura estricta y un techo presupuesta-
rio, el monto promedio de las transferencias 
está definido de alguna forma exógenamente 
por estas restricciones.

El valor de las transferencias puede ser 
ajustado para mantener el poder adquisitivo, 
de lo contrario disminuirá gradualmente en 

Las microsimulaciones son una herramienta que ha sido utilizada para estimar el monto adecuado de las 
transferencias de acuerdo con el costo de oportunidad incurrido por los beneficiarios para participar en el 
programa. Esta herramienta —inicialmente propuesta por Bourguignon, Ferreira y Leite (2002)— utiliza datos de 
las encuestas de hogares para calibrar funciones de utilidad e identificar el tamaño que deben tener los incentivos 
monetarios para cambiar la decisión de enviar a los niños a la escuela o enviarlos a trabajar. Los resultados de 
estos ejercicios indican que las transferencias deberían ser menores al salario que un niño podría recibir en el 
mercado laboral porque los hogares tienen una preferencia para que sus hijos tengan una mayor educación, e 
incluso consideran los retornos futuros de que sus hijos tengan mayor escolaridad.

Adicionalmente, las microsimulaciones pueden ser utilizadas para predecir qué tipo de cambios en el 
comportamiento de las familas se pueden esperar a partir de una estructura específica de transferencias. 

recuAdro 3.1 ¿Qué son las microsimulaciones y para qué sirven?

Fuente: elaboración de los autores.
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términos reales. Por ejemplo, en el caso de 
México el monto se ajustaba semestralmente 
utilizando los precios de las canastas de bie-
nes de las líneas de pobreza. El valor de estas 
canastas es actualizado mensualmente por el 
Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica Social de Desarrollo Social de acuerdo 
con la inflación y tiene diferente valor en 
zonas rurales y urbanas19. Sin embargo, no 
todos los programas actualizan los montos 
de las transferencias utilizando la variación 
en el índice de precios de alguna canasta 
específica, y algunos simplemente incremen-
tan el valor sin criterios predefinidos. 

3.1.5 Una visión general de la estructura 
de las transferencias

La Figura 3.1 describe algunas de las estruc-
turas de transferencias utilizadas por los 
programas. Una de las estructuras más 
complejas es la del Ingreso Ético Familiar de 
Chile20. Su transferencia se compone de ocho 
bonos organizados en tres pilares de acuerdo 
con el tipo de condición al que están atados. 
Los bonos del pilar de dignidad son bonos 
no condicionados que se entregan a todas 
las familias del programa por un periodo 
específico de tiempo. En contraste, el pilar 
de deberes incluye bonos condicionados 
que se entregan por el cumplimiento de las 
condicionalidades de salud y educación. 
Finalmente, los bonos del pilar de logros se 
entregan por conseguir un trabajo formal o 

un alto rendimiento escolar. Este es uno de 
los elementos más innovadores del Ingreso 
Ético Familiar, ya que los bonos buscan 
recompensar el desempeño más allá del uso 
de los servicios públicos como sucede en 
el pilar de deberes (y en la mayoría de los 
PTMC)21. Además, agrega complejidad el 
hecho de que cada bono tenga características 
distintas, por ejemplo en cuanto a su fre-
cuencia. Específicamente, los bonos del pilar 
de deberes vinculados a la asistencia a con-
troles de salud y de educación se entregan de 
manera mensual, mientras que el Bono del 
Trabajo de la Mujer y el Bono Logro Escolar 
se pagan anualmente.

Como consecuencia de las diferentes estruc-
turas, la misma familia recibiría transfe-
rencias muy distintas en diferentes países 
(Tabla 3.1). Por ejemplo, si la familia Pinzón 
cumpliera con todas las corresponsabilida-
des, en Chile recibiría US$1.230 anuales, 
comparados con US$600 en Ecuador y 
US$230 de Colombia. Por el contrario, en 
Costa Rica no recibiría ningún apoyo por-
que Avancemos solo se enfoca en estudian-
tes que asisten a nivel secundario o superior. 
Este ejercicio apenas es el primer paso para 
comparar la generosidad de los programas 
de transferencias. 

El análisis de las encuestas de ingreso y gasto 
de los hogares permite comparar la genero-
sidad de los programas en relación al ingreso 
de los hogares beneficiarios. El resultado de 

19  http://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Lineas-de-bienestar-y-canasta-basica.aspx  
 
20  Debe mencionarse que el IEF comenzó a ser implementado en 2013 y la estructura de las transferencias y el diseño no han sido 
evaluados de manera rigurosa para identificar sus impactos. Por otro lado, también es relevante mencionar que tiene antecedentes 
en el Programa Chile Solidario que inició en 2002 y que fue el precursor de un enfoque en el que los PTMC incluyen esquemas de 
acompañamiento para lograr la inclusión social y productiva de los beneficiarios. A partir de 2016, el programa entra en una nueva 
fase como Programa Familias. Para más información ver Vargas, Cueva y Medellín (2017). 
 
21  Vale la pena decir que los bonos del pilar de logros no son exclusivos para la población beneficiaria del IEF, pues aunque 
forman parte del IEF están disponibles para grupos de mayores ingresos de la población. En este sentido, se debe aclarar que los 
beneficiarios del IEF están definidos como las familias que participan en los acompañamientos psicosociales y sociolaborales.

http://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Lineas-de-bienestar-y-canasta-basica.aspx
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Fuente: elaboración propia con información de Vargas, Cueva y Medellín (2017); Medellín y Sánchez (2015) y Hellmann (2015b). 

Nota: se excluye el incentivo semilla de compromiso que se entrega cuando las familias ingresan a Más Familias en Acción, en Colombia.

bono de desArrollo huMAno, ecuAdor

Un bono de monto constante por familia

Bolsa Família , brAsIl

MÁs FAMIlIAs en AccIón, coloMbIA

salud
Un bono de monto variable para las 
familias con niños menores de 7 
años cuyo monto es mayor en los 
municipios con mayor vulnerabilidad

Un bono de monto constante por cada 
estudiante de preescolar para las 
familias que no residen en Bogotá

Hasta tres bonos por cada estudiante. 
El monto de cada bono varía de 
acuerdo con: (i) la vulnerabilidad del 
municipio de residencia y (ii) el grado 
escolar del estudiante 

Ingreso étIco FAMIlIAr, chIle 

pIlAr de dIgnIdAd pIlAr de deberes pIlAr de logros

bono de protección
Un bono por familia, cuyo monto 
decrece con el paso del tiempo

bono control del niño sano
Un bono de monto constante por 
cada niño menor de 6 años que 
acredite controles de salud

bono logro escolar
Un bono por cada estudiante en el 
mejor 30% de desempeño, que es 
mayor para el mejor 15%

transferencia Monetaria base
Un bono por familia, cuyo monto 
varía de acuerdo con la brecha entre 
su ingreso y la línea de pobreza 
extrema

bono Asistencia escolar
Un bono de monto constante por 
cada niño o adolescente de 6-18 
años que asista a la escuela

bono al trabajo de la Mujer
Un bono por cada mujer que se 
incorpora al trabajo, cuyo monto 
decrece mientras mayor es el ingreso 
laboral

bono por Formalización del trabajo
Un bono decreciente en el tiempo por 
cada persona que obtiene un trabajo 
formal

bono por obtención de licencia de 
enseñanza Media
Un bono de valor constante que se 
entrega solo en una ocasión por cada 
persona que obtiene licencia

educación

beneficio básico
Un bono de monto 
constante por familia solo 
si son pobres extremas

beneficio Variable
Hasta cinco bonos de 
monto constante por 
familia por cada niño de 
hasta 15 años y cada 
mujer embarazada o 
amamantando

beneficio Variable joven 
Hasta dos bonos de monto 
constante por familia por 
cada adolescente de 
16 y 17 años

beneficio para la 
superación de la pobreza 
extrema
Un bono por la familia cuyo 
monto varía de acuerdo con 
la brecha entre su ingreso y 
la línea de pobreza extrema

FIgurA 3.1 ejemplos de las estructuras de las transferencias 
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este cálculo indica que uno de los progra-
mas más generosos es Prospera de México, 
donde la transferencia promedio representa 
el 41% del ingreso de un hogar del quintil 
más pobre. En contraste, las transferencias 
de Más Familias en Acción de Colombia son 
menos generosas ya que en promedio repre-
sentan el 18% del ingreso de un hogar del 
quintil más pobre (Robles y Loaysa, 2013). 

Es importante destacar que mientras más 
compleja es la estructura de transferencias, 
mayor debe ser la capacidad operativa y más 
sólidos los sistemas de información para que 
el programa se implemente correctamente. 
El Recuadro 3.2 resume la experiencia de 
Honduras, que a partir de un ajuste en el 
diseño del esquema de transferencias tuvo 

que ajustar los procesos de verificación y de 
pagos. Para calcular el monto a pagar a cada 
familia, se requiere contar con información 
actualizada sobre la estructura de las fami-
lias (número de hijos, edad, grado escolar, 
presencia de mujeres embarazadas, etc.) e 
información confiable y oportuna sobre el 
cumplimiento de las condicionalidades. Sin 
estos elementos no es posible realizar el pago 
de las transferencias puntualmente. 

3.2 Proceso de pago  
de las transferencias

El objetivo central del proceso de pagos 
es transferir recursos periódicamente de 
manera puntual, segura y al menor costo 

progrAMA de 
trAnsFerencIAs

FAMIlIA MosQuerA FAMIlIA pInzón FAMIlIA lópez

2 meses 1 - 6 - 9 años 8 - 10 - 12 - 19 años

Ingreso Ético Familiar 
(Chile)

1.010 1.230 1.313

Avancemos  
(Costa Rica)

0 0 1.291

Bono de Desarrollo 
Humano (Ecuador)

600 600 600

Más Familias en 
Acción (Colombia)

162 230 203

Prospera (México) 451 734 2.072

Fuente: elaboración propia con información de Vargas, Cueva y Medellín (2017), Hernández (2016), Martínez et al. (2017), Medellín y 
Sánchez (2015) y Dávila (2016).

Nota: esta tabla es solamente ilustrativa. Los detalles y los supuestos asumidos para estimar cada uno de los montos pueden 
consultarse en cada uno de los casos de país enlistados en la fuente. El tipo de cambio utilizado es el reportado para 2015 por el 
Fondo Monetario Internacional en las Estadísticas Financieras Internacionales: en Chile 654,12 pesos chilenos por dólar; en Costa Rica 
534,57 colones por dólar; en Colombia 2.741,88 pesos colombianos por dólar; y en México 15,85 pesos mexicanos por dólar.

tAblA 3.1  Valor en dólares de las transferencias anuales para diferentes estructuras familiares en 
algunos programas de la región
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posible, tanto para los gobiernos como 
para las familias. El proceso se compone a 
grosso modo de dos etapas: la elaboración 
de la nómina de pagos y la distribución de 
las transferencias a las familias. 

La nómina de pago es una lista de las 
familias del programa elegibles al pago y 

el monto de transferencias que les corres-
ponde. Se elabora a partir del padrón de 
beneficiarios y debe incorporar la infor-
mación vigente sobre el cumplimiento 
de las condicionalidades. Con base en 
la información de la nómina de pago, el 
PTMC transfiere los recursos e indica a 
las entidades pagadoras cuánto deben 

Desde 2010 hasta 2015 las familias que participaban en el PTMC de Honduras, Bono Vida Mejor, recibían un bono 
que estaba condicionado a que al menos uno de los niños cumpliera con alguna de las condiciones de salud y 
educación. Una evaluación encontró impactos mayores en la salud de los niños en familias donde no había un hijo 
mayor sujeto al cumplimiento de las corresponsabilidades de educación (Benedetti, Ibarrarán y McEwan, 2016). 
Dado el diseño del programa, se dedujo que en estos casos las familias tenían mayores incentivos para llevar a 
sus hijos a los controles de salud —puesto que de otra manera no recibirían el bono—, mientras que las familias 
con hijos mayores podrían no llevar a su hijo menor a los controles de salud y recibir el bono si al menos uno de 
los hijos en edad escolar asistiera a la escuela. El hallazgo motivó un cambio en las reglas del programa, que ahora 
requieren que cada niño deba cumplir con corresponsabilidades de salud o educación de acuerdo con su edad.  

El Bono Vida Mejor se compone actualmente por tres bonos: uno vinculado al cumplimiento de las condiciones 
de salud, otro para los niños que asisten a alguno de los seis grados de educación primaria y uno más para la 
asistencia a grados 7, 8 y 9. Adicionalmente, se estableció que cada familia puede recibir hasta dos beneficios de 
cada tipo de bono y un monto máximo de 10 mil lempiras (US$454) por hogar. La puesta en marcha del nuevo 
esquema de transferencias colocó una gran presión sobre la operación del PTMC, al multiplicar el número de niños 
al que se debe verificar las condicionalidades. Sin embargo, ha sido una oportunidad de mejora, no solo para el 
proceso de verificación sino también para el proceso de pagos y la coordinación entre ambos procesos.  

Cuando llegó el momento de emitir la primera nómina de pago de 2016, fue evidente que el programa no estaba 
preparado para asumir la carga de trabajo adicional. De hecho, únicamente se contaba con la información sobre 
el cumplimiento de las corresponsabilidades de salud del 17% de los niños a los que se debía dar seguimiento. 
Para respetar el calendario de pagos y entregar las transferencias puntualmente, se pagó únicamente a las familias 
con información completa. Esta decisión ha puesto una gran presión sobre el PTMC para aumentar rápidamente 
la capacidad de verificar las condiciones y agilizar la elaboración de la nómina de pagos. Como resultado de los 
esfuerzos del programa, en el segundo periodo de pagos se logró la verificación del 31% de las condiciones de 
salud.  

Una de las medidas para agilizar el proceso ha sido la revisión de la ruta crítica para entregar las transferencias 
a los hogares. En este sentido, el proceso de revisión y liquidación de pagos se redujo en casi un mes. Por 
ejemplo, racionalizar la frecuencia de las reuniones del Comité Técnico (integrado por las subsecretarías del sector 
social) que se reunía antes de cada pago contribuyó a disminuir dos semanas. Con estas medidas, se ha logrado 
estabilizar el calendario de pagos y mejorar la certidumbre para los hogares. 

Por otro lado, también es importante mencionar que fue necesario implementar una campaña de difusión entre 
los beneficiarios para informar que ahora todos los niños debían cumplir con corresponsabilidades para recibir los 
apoyos del programa. La estrategia que se utilizó fue realizar un ejercicio especial de pago en el que se armaron 
mesas de atención para explicar directamente los cambios a las familias beneficiarias.

recuAdro 3.2 cambios a la estructura de las transferencias y sus repercusiones operativas

Fuente: elaboración de los autores.
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entregar a cada familia. La mayoría de los 
programas son responsables de realizar la 
nómina de pago. Una excepción notable es 
Bolsa Família, en cuyo caso la nómina es 
elaborada por un banco público (la Caixa 
Econômica Federal) con base en los crite-
rios del MDS. 

Para que las familias puedan recibir sus 
beneficios, es necesaria la entrega de los 
medios de pago. Generalmente se realiza al 
momento de la inscripción de los bene-
ficiarios, o en eventos masivos cuando se 
introduce un nuevo medio de pago para 
los que ya están inscritos. Los medios de 
pago usualmente están a nombre de la 
madre de familia. Son pocos los programas 
en los que no se emiten medios de pago de 
manera sistemática, por ejemplo, el Bono 
de Desarrollo Humano de Ecuador, que 
utiliza la identificación oficial del país. 

En la mayoría de los programas, también 
se realiza una capacitación básica que 
informa a los beneficiarios sobre cómo 
solicitar las transferencias. Esta capacita-
ción busca que las personas beneficiarias 
conozcan las características y reglas de uso 
del medio de pago. Por ejemplo, en el caso 
de tarjetas electrónicas los beneficiarios 
deben saber si un comercio puede cobrar 
una comisión por el uso de la tarjeta o si 
están obligados a hacer una compra para 
retirar efectivo. En el caso de cajeros auto-
máticos, es importante que sepan cómo 
utilizarlo y qué tipo de comisiones pueden 
aplicar cuando se realizan consultas de 
saldo o retiro o cuando se utiliza un cajero 
de otra red interbancaria.

En los próximos apartados, abordamos 
primero los medios de pago y los servicios 
financieros para los beneficiarios, y des-
pués los convenios que realizan los progra-
mas con las instituciones financieras para 
ejecutar el proceso de pago.

3.2.1 Medios de pago para  
entregar las transferencias

En la entrega de transferencias, en general 
ha habido grandes avances en la puntua-
lidad, seguridad y reducción de costos 
económicos y de tiempo para las familias, 
sobre todo a partir de la implementación 
de medios de pago electrónicos. Aun así, 
en algunos programas persiste como un 
reto mejorar el acceso, la puntualidad y la 
conveniencia del proceso de pagos, sobre 
todo en las zonas más remotas (ver Recua-
dro 3.3). 

La adopción de medios de pago electróni-
cos es una buena práctica que ha permi-
tido ampliar el número de puntos de pago 
y los horarios de atención, y así reducir 
considerablemente aglomeraciones en los 
puntos de pago —y por ende, el tiempo 
que requieren las familias para acceder 
a las transferencias—. Por ejemplo, en 
Colombia la adopción de métodos electró-
nicos de pago redujo el tiempo de espera 
un promedio de cuatro horas en compara-
ción a los pagos por medio de giros banca-
rios a nombre de los beneficiarios, quienes 
deben de acudir al banco para retirar las 
transferencias en efectivo (Maldonado y 
Tejerina, 2010). 

Un medio de pago tiene tres elementos: el 
primero es el instrumento utilizado por 
los beneficiarios para solicitar la entrega 
de las transferencias, por ejemplo, una 
tarjeta electrónica, una credencial de 
identificación o el teléfono celular. El 
segundo es el mecanismo con el que se 
almacena valor, por ejemplo, una cuenta 
de prepago, cuentas de débito o de ahorro 
a nombre de los beneficiarios. En los casos 
donde se paga en efectivo directamente, 
este elemento está ausente. Finalmente, el 
tercero es el punto de pago, por ejemplo, 
sucursales bancarias, cajeros automáticos, 
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corresponsales no bancarios o puntos tem-
porales de entrega de efectivo instalados 
por el programa (ver Tabla 3.2). 

La mayoría de los programas utilizan 
más de un medio de pago para transferir 
los recursos a las familias participantes. 
Por ejemplo, en Colombia nueve de cada 
diez de las transacciones para solicitar los 
pagos se realizan de manera electrónica 
a través de tarjetas bancarias enlazadas a 
una cuenta o pagos electrónicos a través 
de teléfono celular22. Sin embargo, aún 
se realizan pagos presenciales utilizando 
giros bancarios a nombre de los beneficia-
rios. En algunos casos, los beneficiarios 
pueden elegir el medio de pago que les 
parezca más conveniente, por ejemplo en 
Bolsa Família en Brasil y el Ingreso Ético 
Familiar en Chile. 

El uso de tarjetas electrónicas con bandas 
magnéticas o microchips permite reali-
zar los pagos a través de los sistemas de 
pago electrónicos que utilizan los bancos, 
los cajeros automáticos y las termina-
les de pago. Sin embargo, es importante 
notar que los países pueden elegir entre 
varios mecanismos para acumular valor, 
incluyendo cuentas virtuales, monederos 
electrónicos y cuentas bancarias de ahorro 
o débito. 

Por ejemplo, la Tarjeta Progresando con 
Solidaridad del programa dominicano está 
vinculada a una cuenta virtual que permite 
a la madre de familia realizar compras a 
través de operaciones de débito en una red 
de comercios. No obstante, esta cuenta no 
le permite retirar efectivo, realizar depósi-
tos adicionales o ahorrar las transferencias 

22  El Recuadro 3.5 describe el funcionamiento de los pagos por celular.

La puntualidad en los pagos es un factor crítico para que las familias puedan planear sus gastos. Esto favorece 
mejoras en el consumo de alimentos y de productos básicos y la planeación de gastos especiales, como la compra 
de uniformes y útiles escolares. El hecho de que la creación de la nómina dependa de información que proviene de 
diversas fuentes (como escuelas, clínicas y oficinas locales de los programas) es uno de los principales motivos de 
retrasos en la entrega de las transferencias. En este punto es muy evidente el fuerte vínculo del proceso de pagos 
con la administración del padrón de beneficiarios y con el proceso de verificación de condicionalidades. 

Una herramienta indispensable para lograr la puntualidad en los pagos es un estricto calendario que incluya 
fechas límite para cada una de las actividades que componen la ruta crítica, para distribuir las transferencias 
puntualmente (Azuara, Maciel y Tetreault, 2015). En otras palabras, el calendario ordena todas las actividades 
operativas necesarias para realizar los pagos a tiempo. Además del calendario, se debe establecer en el manual 
operativo del programa los protocolos sobre cómo proceder cuando hay retrasos en las actividades previas a la 
emisión de pagos, frecuentemente en la verificación de corresponsabilidades. En este punto, es una buena práctica 
que la emisión de los pagos no se retrase cuando no se ha cumplido con algunos requisitos para pagar a un 
grupo de hogares. No existe una opción óptima sobre qué hacer con los hogares a los que no se les verificó las 
condiciones. Por un lado, se les afecta al no pagarles; por otro, el pagar sin verificar es una mala práctica porque 
podría generar incentivos a las familias para no cumplir con las corresponsabilidades y es injusto para las familias 
que sí son sometidas a verificación.

recuAdro 3.3 el reto de la puntualidad en los pagos de transferencias

Fuente: elaboración de los autores.
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que recibe como podría hacerlo si se tra-
tara de una cuenta bancaria. Las cuentas 
virtuales utilizadas permiten implementar 
algunas restricciones que impone el pro-
grama respecto al uso de los recursos por 
parte de las familias. Lo anterior opera por 
medio de subcuentas o gavetas. El dinero 
de una gaveta no es transferible a otra y 
cada gaveta puede tener diferentes res-
tricciones (Recuadro 3.4). Además, dado 
que la cuenta virtual es copropiedad del 
gobierno dominicano, es posible recuperar 
las transferencias que no han sido utiliza-
das después de un plazo de 90 días. 

Otro ejemplo es la tarjeta Bono Rápido 
de Ecuador, que no está vinculada a una 
cuenta bancaria pero está habilitada para 
retirar dinero en cajeros automáticos. En 
este caso, la información almacenada en la 
tarjeta electrónica permite al cajero identi-
ficar al beneficiario en la base de datos de 
beneficiarios activos (nómina de pagos) y 
autorizar el pago de la transferencia. Final-
mente, otro ejemplo de tarjetas que no 
están vinculadas a cuentas bancarias es la 
tarjeta vinculada a una cuenta prepagada 

que utiliza el programa Avancemos. Con 
esta tarjeta los beneficiarios pueden reali-
zar retiros de efectivo y efectuar compras 
en comercios. Sin embargo, se imponen 
restricciones al porcentaje de las transfe-
rencias que se puede retirar en efectivo, 
y la tarjeta no puede utilizarse en clubes 
de noche, casinos, renta de autos, hoteles, 
líneas aéreas, bares, restaurantes, gasoline-
ras y joyerías (IMAS, 2008).

En contraste con los casos anteriores, 
México, Colombia y Perú han optado por 
utilizar tarjetas vinculadas a cuentas de 
ahorro simplificadas que están diseñadas 
para usuarios de bajos ingresos como los 
beneficiarios de los PTMC. Esta elec-
ción de medio de pago coincide en casi 
todos los casos con la intención explícita 
de los programas de promover la inclu-
sión financiera de los participantes. Al 
momento en que los beneficiarios reciben 
las transferencias en sus cuentas bancarias 
el dinero es su propiedad, y por lo tanto, 
tienen mayor libertad para decidir cómo 
lo gastan. En estos casos, los programas 
no pueden confiscar las transferencias 

tAblA 3.2 elementos de los medios de pago

Fuente: elaboración de los autores.
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si las familias no las usan (y por ende se 
sospecha que no las ocupan), pero pueden 
utilizar otras herramientas como limitar el 
monto máximo que puede acumularse en 
la cuenta.

Brasil inició en 2009 el Proyecto de Inclu-
sión Bancaria de los Beneficiarios de Bolsa 
Família. En este contexto los beneficiarios 
del programa tienen la opción de abrir una 
cuenta simplificada denominada Caixa 
Fácil. Los usuarios de Caixa Fácil tienen 
algunos beneficios importantes. Por ejem-
plo, pueden realizar retiros parciales de 
las transferencias, mientras que los bene-
ficiarios sin cuenta bancaria deben retirar 
el total de las transferencias. Adicional-
mente, los usuarios de Caixa Fácil en 
teoría también pueden acceder a servicios 
financieros como microcrédito, ahorro y 
seguros (Hellmann, 2015b).

En Colombia, el proceso de pagos de Más 
Familias en Acción tiene como objetivo 
que los beneficiarios accedan a productos 
financieros que se adapten a sus necesida-
des. Para facilitar este objetivo, a partir de 

2009 el gobierno creó cuentas de rápida 
apertura, ahora denominadas Cuentas de 
Ahorro de Trámite Simplificado (CATS). 
Estas cuentas simplificadas implican 
menores costos de apertura y de manejo 
para las instituciones financieras, y con-
secuentemente para el gobierno cuando 
contrata instituciones financieras para 
realizar los pagos de las transferencias. Las 
CATS no requieren mantener un balance 
mínimo, requieren de poca documenta-
ción para abrirse y tienen montos máxi-
mos tanto de transacciones mensuales 
como de balance total. Los detalles sobre 
las cuentas CATS se pueden leer en Mede-
llín y Sánchez (2015). 

En la mayoría de los programas, las trans-
ferencias pueden ser cobradas en una gran 
variedad de puntos de pago, incluyendo 
sucursales bancarias, cajeros automáticos 
y en redes de corresponsales no bancarios. 
Sin embargo, la cobertura de infraestruc-
tura financiera en el lugar de residencia 
de los beneficiarios es en muchos casos 
limitada. Así, este tercer elemento de los 
medios de pago representa una impor-

Una familia que participa en PROSOLI típicamente podría tener cinco gavetas en su cuenta virtual con reglas 
operativas distintas. Los beneficios que están atados al cumplimiento de condiciones de salud y de educación 
están en gavetas que solamente pueden utilizarse para la compra de alimentos, útiles escolares y medicinas en 
los comercios de la Red de Abasto Social (RAS), que se integra por más de 5.600 establecimientos supervisados 
por la Administradora de Subsidios Sociales (ADESS). Entre estos beneficios se incluye Comer es Primero   —que 
se paga mensualmente— y los bonos Incentivo a la Asistencia Escolar y el Bono Estudiando Progreso que se 
pagan bimestralmente, con excepción del bimestre de vacaciones escolares. Adicionalmente, los beneficiarios son 
elegibles para recibir subsidios no condicionados para el pago de servicios públicos en otras dos gavetas. El dinero 
de la gaveta Bono Gas Hogar solamente puede usarse en dispensadores de gas licuado de petróleo, mientras que 
la gaveta Bono Luz únicamente puede utilizarse para pagar la factura de electricidad. Cabe mencionar que los 
subsidios Bono Gas Hogar y Bono Luz también se entregan a hogares con ingresos bajos pero mayores a la línea 
de pobreza, es decir, mayores a los de la población focalizada por el programa Progresando con Solidaridad. 

recuAdro 3.4 ¿cómo funcionan las gavetas de la tarjeta progresando con solidaridad?

Fuente: elaboración de los autores.
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tante restricción para la operación de los 
PTMC. Más específicamente, se observan 
limitantes en las zonas rurales y dispersas, 
donde no hay instituciones financieras y 
hay pocas instituciones que pueden servir 
como corresponsales no bancarios. En 
estos casos, la falta de puntos de pago 
incentiva a que los beneficiarios acudan 
solamente una vez cada periodo a retirar 
el total de las transferencias, aun cuando 
tienen cuentas bancarias. 

Una de las opciones que se identifica 
como buena práctica para aumentar los 
puntos de pago ha sido utilizar redes de 
corresponsales no bancarios, típicamente 
integradas por pequeños negocios. Un 
corresponsal no bancario puede tener la 
capacidad de entregar transferencias en 
efectivo a la población beneficiaria de un 
programa si recibe solicitudes en diferen-
tes momentos en un mes. Sin embargo, si 
todos los beneficiarios en una área geo-
gráfica se presentan el mismo día a retirar 

efectivo, existirá un problema de liquidez 
que el corresponsal no podrá solucionar. 

En Colombia, algunos beneficiarios utilizan 
su teléfono celular para solicitar el pago 
de las transferencias (Recuadro 3.5). Este 
método ha sido conveniente para expandir 
la cobertura en lugares donde la presencia 
de instituciones financieras es limitada. El 
teléfono funciona como un instrumento de 
identificación de los hogares, no requiere 
estar vinculado a una cuenta bancaria y es 
aceptado en un gran número de puntos de 
pago, incluyendo redes de comercios. Otro 
país de la región que ha probado realizar 
pagos mediante el apoyo de estos disposi-
tivos es Honduras, sin embargo, al intentar 
expandir la escala del proyecto piloto se 
encontraron algunos problemas operativos 
y se abandonó su uso (Tejerina et al., 2014).

Cuando la opción electrónica no es viable, 
el programa tiene la opción de entregar el 
efectivo en sus oficinas locales o mediante 

Más Familias en Acción es el único programa de ALC que entrega transferencias a través de teléfonos celulares. 
Este medio de pago utiliza la tarjeta SIM del teléfono celular de los beneficiarios (en español, Módulo de 
Identificación de Abonado) como instrumento de identificación, opera a través de mensajes de texto y no está 
vinculado a una cuenta bancaria a nombre de los beneficiarios. El Banco Davivienda es la única institución 
financiera que actualmente ofrece este medio de pago. 

El dinero puede ser retirado en puntos de pago o bien en cajeros automáticos de Davivienda. Las transacciones 
pueden realizarse en cualquier momento, no generan gastos en tiempo aire y no requieren conexión a internet. Los 
usuarios de este medio de pago pueden acumular hasta tres salarios mínimos de transferencias. Pueden usar el 
saldo, entre otros, para pagar servicios públicos y enviar y recibir giros nacionales. 

Para realizar transacciones, por ejemplo, un retiro de efectivo, los beneficiarios deben acceder a la aplicación de 
Daviplata, solicitar la opción “Sacar Plata” e indicar el monto que desean retirar. A continuación recibirán una clave 
de seis dígitos que pueden utilizar para retirar dinero en un Cajero Davivienda o en un corresponsal de la red de 
comercios Puntored. Una vez programada la transacción, la clave tiene una vigencia de una hora. Si expira, se debe 
volver a programar la transacción. Vale la pena mencionar que los beneficiarios que utilizan Daviplata reciben un 
mensaje de texto indicando que se ha depositado el incentivo, su monto y los lugares donde pueden retirar dinero. 

recuAdro 3.5 el celular como medio de pago

Fuente: Medellín y Sánchez (2015) y https://www.daviplata.com.

https://www.daviplata.com
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la instalación de módulos temporales para 
la entrega de transferencias. En estos casos 
se requiere que personal del programa o de 
los municipios organicen y convoquen a los 
beneficiarios para que estén presentes en 
el día y lugar indicados. Las madres deben 

trasladarse en viajes que pueden tomar 
varias horas. El proceso de pago en sí tam-
bién implica largas filas, que en conjunto 
pueden tomar medio día o más. En algunos 
casos, es necesario que el programa contrate 
transporte público para que las familias de 

recuAdro 3.6 puntos de pago de Bolsa Família

La Caixa Econômica Federal es la única institución que paga las transferencias del Programa Bolsa Família. Los 
beneficiarios pueden recolectar las transferencias en las sucursales y los cajeros del banco. Sin embargo, esto no 
sería suficiente para alcanzar a las casi 14 millones de familias beneficiarias del programa. Una primera estrategia 
para ampliar la red de pagos fue incorporar las casas de lotería, que venden boletos de la lotería federal. Sin 
embargo, en algunos casos el punto de pago más cercano todavía quedaba a más de 100 kilómetros de distancia 
de las familias.

Una de las soluciones para alcanzar a los beneficiarios que habitan comunidades de difícil acceso en las riberas de 
ríos ha sido equipar barcos como sucursales bancarias de la Caixa. La primera vez que se utilizó esta estrategia fue 
en 2010 en el estado de Amazonas. El barco atiende a 153 mil personas de comunidades ribereñas que habitan 
en siete municipios en las márgenes del Rio Solimões. La embarcación recorre 850 kilómetros en 23 días. A partir 
de esta experiencia, la Caixa lanzó otras dos sucursales barco, una en el estado de Pará para atender a 400 mil 
habitantes en el archipiélago de Marajó y otra en Bahía, para atender a 90 mil habitantes situados cerca del lago 
Sobradinho. Otro PTMC que utiliza buques para distribuir las transferencias es Juntos en Perú.

Fuente: elaboración de los autores con base en Hellmann (2015a). Imagen disponible en: 
http://www.novasb.com.br/trabalho/agencia-barco/.

http://www.novasb.com.br/trabalho/agencia
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los pueblos más alejados puedan asistir al 
evento de pago. El Recuadro 3.6 describe los 
puntos de pago que utiliza la Caixa Econó-
mica para pagar las transferencias de Bolsa 
Família. Una de las estrategias notables es 
el equipamiento de barcos como sucursa-
les bancarias, que sirven para atender a las 
poblaciones remotas en las márgenes de ríos 
y lagos.

La falta de cobertura de puntos de pago es 
un reto importante que limita la estrategia 
de bancarización de Prospera en México. 
La tarjeta bancaria emitida por el Banco del 
Ahorro Nacional y Servicios Financieros 
(BANSEFI) tiene muchas ventajas potencia-
les para las familias: es aceptada en estable-
cimientos comerciales —en los que además 
se puede retirar efectivo al momento de 
realizar una compra—, y también puede 
ser utilizada en cajeros automáticos. Sin 
embargo, estos beneficios no están dis-
ponibles para el 80% de las familias del 
programa, que habitan en localidades con 
limitada infraestructura financiera. En estos 
casos, los beneficiarios deben utilizar su 
tarjeta bancaria para retirar el total de las 
transferencias en sucursales de BANSEFI, 
cajas de ahorro, tiendas Diconsa o bien en 
puntos temporales instalados por el pro-
grama para realizar los pagos (Dávila, 2016). 

Otro problema, observado durante etapas 
iniciales del uso de tarjetas y cuando el nivel 
de educación financiera es bajo, ha sido 
la dependencia por parte de la titular en 
otra persona para retirar las transferencias 
(Maldonado y Tejerina, 2010). Esto puede 
desvirtuar el potencial efecto de la transfe-
rencia entregada a la madre de familia en su 
mayor participación en la toma de decisio-

nes relativas al uso de recursos en el hogar, 
la familia y de su propia vida (por ejemplo, 
salud y trabajo remunerado) (Alemann et 
al., 2016).

En el caso del BDH en Ecuador, los bene-
ficiarios simplemente utilizan su cédula de 
identificación para solicitar el pago; para 
ellos, no hay cuentas bancarias ni virtua-
les en instituciones financieras. El centro 
del sistema de pagos, denominado switch 
central, es una base de datos administrada 
por el Ministerio de Inclusión Económica 
y Social (MIES) con los nombres de los 
beneficiarios elegibles al pago. Cuando un 
beneficiario acude a alguno de los puntos de 
pago para solicitar la transferencia, la insti-
tución financiera consulta que el beneficia-
rio se encuentre en la lista de beneficiarios 
activos utilizando una empresa adminis-
tradora de red que actúa como interme-
diaria. Si el beneficiario aparece en la lista, 
la institución financiera entrega el pago de 
la transferencia con sus propios recursos y 
posteriormente recibe una compensación 
por parte del gobierno ecuatoriano. BAN-
RED es la empresa administradora de red 
más importante. En abril de 2015, realizó 
el 42% de las consultas al switch central 
para realizar los pagos de las transferen-
cias que realiza el MIES23. Presta servicios 
a alrededor de 20 instituciones financieras 
que realizan los pagos, incluyendo un gran 
número de cooperativas rurales. Los ban-
cos con mayor presencia nacional, Banco 
Pichincha y Banco Guayaquil, han desarro-
llado redes de corresponsales no bancarios 
para aumentar el número de puntos de pago 
disponibles (Martínez et al., 2017). El BDH 
de Ecuador hace un uso limitado de tarjetas 
electrónicas24.

23  Además de los pagos del BDH, se incluyen los pagos de las pensiones no contributivas para adultos mayores y para personas con 
discapacidad que utilizan el mismo mecanismo de pagos.
 
24  Actualmente, solo alrededor de 10 mil beneficiarios usan la tarjeta Bono Rápido para retirar dinero de cajeros automáticos.
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3.2.2 Contratación de entidades 
financieras para realizar los pagos

Para realizar la entrega de las transferen-
cias, los PTMC se apoyan en entidades 
financieras públicas o privadas. En ese 
sentido, algunos PTMC han realizado 
convenios de interés común y otros han 
optado por licitaciones públicas. La falta 
de desarrollo del mercado de productos 
financieros para atender a las poblaciones 
de menores ingresos que reside en zonas 
dispersas puede ayudar a explicar que en 
algunos casos los concursos públicos han 
tenido poca participación o han resultado 
en contratos con altas comisiones. 

En algunos países como México, Costa 
Rica y Brasil el programa de transferencias 
ha realizado convenios con bancos que 
son propiedad del gobierno. En estos casos 
es común que la institución financiera 
asuma algunos costos, como la emisión y 
la administración de las tarjetas. 

En el caso de Costa Rica, el IMAS realizó 
un convenio de afinidad con el Banco 
Nacional de Costa Rica (BNCR) para emi-
tir y administrar las tarjetas de prepago 
que se utilizan para pagar las transferen-
cias. El BNCR es el banco más grande del 
país y es propiedad del estado. El convenio 
se basa en el interés común para colocar y 
emitir las tarjetas, que solo pueden utili-
zarse en la red del BNCR, la cual incluye 
actualmente comercios afiliados, cajeros 
automáticos propios y redes de cajeros 
automáticos con las que tenga convenio25. 
El acuerdo establece que por una comi-
sión, el BNCR asume el costo de los plás-
ticos y realiza los trámites de aprobación y 
activación de las tarjetas. Adicionalmente, 
también implementa las restricciones al 

uso de las tarjetas que responden a las 
reglas operativas del programa Avancemos 
(IMAS, 2008). 

El caso del BDH de Ecuador es interesante 
porque un gran número de instituciones 
financieras públicas y privadas participan 
en el pago de las transferencias. La partici-
pación en el sistema de pagos está abierta, 
es decir, que las entidades financieras que 
cumplen con ciertos requisitos pueden 
participar sin necesidad de una licitación 
pública. El esquema de contratación es 
simple. El gobierno ofrece una comisión 
de 30 centavos de dólar a las instituciones 
financieras por cada pago que realizan a 
los beneficiarios y una comisión de 5 cen-
tavos de dólar a las empresas que actúan 
como intermediarios técnicos al prestar el 
servicio de red (Martínez et al., 2017). 

En contraste con los casos anteriores, 
Colombia y República Dominicana han 
convocado concursos públicos para con-
tratar a instituciones financieras. Tanto 
en el caso de Más Familias en Acción en 
Colombia como de PROSOLI en Repú-
blica Dominicana se dividió el territorio 
en varias zonas geográficas y se realizó un 
concurso público para cada una, con la 
finalidad de promover la competencia. En 
el caso de Colombia, los grupos de muni-
cipios se definieron de manera que cada 
lote combinara municipios rurales donde 
los costos de prestar servicios son caros y 
municipios urbanos donde los costos son 
más asequibles. En el caso de República 
Dominicana, los lotes se determinaron de 
acuerdo con el número de beneficiarios en 
cada uno (alrededor de 200 mil).

Con respecto a los términos de la licita-
ción, en el caso de Colombia el gobierno 

25  Actualmente el BNCR tiene convenios con la red interbancaria del Banco de Costa Rica y la red A Toda Hora.
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estableció que las instituciones financieras 
podían utilizar cualquier medio de pago e 
incluso varios de ellos, siempre y cuando 
cumplieran con una serie de condiciones. 
Por ejemplo, que el medio de pago permita 
la compra en establecimientos comercia-
les, que se pueda acumular valor, que se 
puedan realizar transacciones en todo el 
territorio nacional y que haya un número 
de atención telefónica a los beneficiarios 
disponible las 24 horas de los 7 días de la 
semana. Con este esquema de licitación, 
las instituciones financieras tienen incen-
tivos a utilizar estrategias que permitan 
abaratar los costos para llegar a las zonas 
más remotas (Medellín y Sánchez, 2015). 
Una de las estrategias ha sido el desarrollo 
de una plataforma de pagos a través de 
teléfonos celulares implementada por el 
banco Davivienda (descrita anteriormente 
en el Recuadro 3.5). 

En el caso de República Dominicana, el 
pliego de licitación para contratar a las 
entidades financieras especifica detalla-
damente el tipo de servicios financieros 
requeridos para mantener el funciona-
miento del complejo Sistema de Pago de 
los Subsidios Sociales que administra la 
Administradora de Subsidios Sociales 
(ADESS). El instrumento de pago es la 
tarjeta electrónica denominada “Tarjeta 
Progresando con Solidaridad”, que está 
vinculada a una cuenta virtual que solo 
puede ser utilizada en los comercios de 
la Red de Abasto Social (RAS). El pliego 
de licitación requiere que las institucio-
nes financieras dividan la cuenta virtual 
en varias subcuentas o gavetas, una para 
cada uno de los subsidios que administra 
el ADESS. La Figura 3.2 explica con más 
detalle el flujo del dinero desde el Ministe-
rio de Hacienda hasta las cuentas banca-
rias de cada uno de los negocios de la RAS 
(PNUD, 2012).

Es difícil comparar los costos de los 
servicios financieros para los PTMC, y 
no existe información sistematizada que 
permita hacer una comparación precisa. 
No solo los medios de pago son distintos, 
sino que también las comisiones que se 
establecen en los convenios con las institu-
ciones pagadoras tienen distintos criterios 
(Tabla 3.3). Adicionalmente, es importante 
notar que dentro del mismo programa el 
costo de las transferencias puede variar 
de acuerdo con el instrumento de pago 
utilizado y al tipo de punto de pago, y en 
muchas ocasiones solamente se cuenta 
con el costo promedio. En general, llegar a 
las zonas más remotas suele ser más caro. 
Es interesante observar las diferencias en 
los casos de México y de Perú, porque en 
ambos casos todas las familias reciben 
las transferencias en una cuenta bancaria 
y lo que varía es el punto de pago que se 
utiliza.  

3.3 Inclusión financiera 

En los últimos años, varios países de 
la región han incluido entre sus metas 
promover la inclusión financiera de las 
familias de menores ingresos. Una de las 
primeras estrategias en ser aprobadas fue 
la de Perú, en la que se define la inclu-
sión financiera como “el acceso y uso de 
servicios financieros de calidad por parte 
de todos los segmentos de la población” 
(Comisión Multisectorial de Inclusión 
Financiera, 2015; 13). Los principales 
servicios financieros que se busca promo-
ver con estas estrategias son el ahorro, el 
acceso al crédito y a seguros.

Los PTMC —y en particular sus sistemas 
de pago— se han convertido en uno de 
los pilares de las estrategias de inclusión 
financiera. Esto se debe fundamental-
mente a tres razones: primero, porque 
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la población que participa en los PTMC 
suele ser la población meta de las estrate-
gias de inclusión financiera— familias de 
menores ingresos con limitado acceso a 
los servicios financieros. Segundo, por-
que los PTMC tienen la necesidad de 
entregar periódicamente transferencias a 
las familias del programa, y una manera 
eficiente y segura de hacerlo es a través de 
productos financieros, como se expuso en 

la sección anterior. Tercero, porque existe 
complementariedad a nivel de resultados 
entre los objetivos de los PTMC y la inclu-
sión financiera. Así, Paraguay, Colombia, 
Honduras y Perú han aprobado estrategias 
nacionales de inclusión financiera que 
incluyen a los PTMC como herramientas 
fundamentales para lograr sus objetivos. 
Estas estrategias nacionales apuntan a 
coordinar esfuerzos para promover la 

Fuente: elaboración propia con información de PNUD (2012). 

Nota: las entidades financieras también deben emitir cuentas bancarias a todos los negocios que integran la RAS. El costo de las 
terminales punto de venta es asumido por los negocios.

FIgurA 3.2 Flujo del dinero de las transferencias en el sistema de pago de los subsidios sociales de 
república dominicana
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demanda de servicios financieros por 
parte de la población sin acceso al sistema 
financiero —a través de programas como 
los PTMC—, así como la expansión de la 
oferta a través de incentivos.

La evidencia internacional indica que el 
uso de mecanismos formales de ahorro 
tiene efectos positivos en el bienestar 
económico de las familias de bajos ingre-
sos. Por ejemplo, el acceso al ahorro ha 
demostrado tener un impacto positivo en 
el ingreso de los hogares, al permitirles 
realizar inversiones productivas (Brune 
et al., 2011). Por otro lado, existe eviden-

cia de que los hogares pobres que acce-
den a cuentas de ahorro para gastos en 
salud están mejor preparados para pagar 
los costos asociados a una emergencia 
de salud (Dupas y Robinson, 2013). La 
evidencia también indica que mejorar el 
acceso a mecanismos seguros de ahorro 
incrementa el gasto en educación (Prina, 
2015) y que la inclusión financiera con-
tribuye a aumentar el poder de decisión 
de las mujeres sobre los activos del hogar 
(Ashraf, Karlan y Yin, 2010). Específica-
mente con relación a los PTMC, existe evi-
dencia reciente de que hacer pagos a través 
de tarjetas electrónicas —independiente-

tAblA 3.3 comisiones bancarias por realizar las transferencias

 pAís coMIsIones  (us$)

Brasil
0,88 por transacción con tarjeta social en promedio
0,6 por transacción con cuenta Caixa Fácil en promedio

Colombia 2,2 por transacción en promedio

Costa Rica 0,3% del monto transferido

Ecuador 0,35 por transacción

El Salvador
0,5 con giro bancario y tarjeta monedero 
2,3 con transporte de valores

Honduras 2,8% del monto transferido 

Jamaica 0,46 por cheque entregado por la oficina postal

México

1,8 por abono a tarjeta de débito
1,9 por abono a tarjeta bancaria pagando en puntos de entrega temporales
2,0 por abono a tarjeta bancaria pagando en puntos de entrega fijos
2,4 por abono a tarjeta bancaria pagando en tiendas Diconsa

Perú

0,2 por abono a cuenta de ahorro y pago en corresponsal no bancario
0,6 por abono a cuenta de ahorro y pago en agencia bancaria
1,6 por abono a cuenta de ahorro y pago por buque
2,5 por abono a cuenta de ahorro y pago en cajero automático
6,7 por abono a cuenta de ahorro y pago por empresa transportadora de valores

República Dominicana Entre 2,3 y 3,5 anuales por tarjeta operada dependiendo del lote licitado

Fuente: República Dominicana (PNUD, 2012), Brasil, Honduras, Jamaica, México, El Salvador y Perú a través de consultas directas a 
los PTMC, Ecuador (Martínez et al., 2017), Colombia (Medellín y Sánchez, 2015), Costa Rica (IMAS, 2008).

Nota: El tipo de cambio utilizado es el reportado por el Fondo Monetario Internacional en las Estadísticas Financieras Internacionales. 
En 2015 un dólar equivalía a: 3,33 reales en Brasil; 2.741,88 pesos colombianos en Colombia; 534,57 colones en Costa Rica; 22,02 
lempiras en Honduras; 116,90 dólares jamaiquinos en Jamaica; 15,85 pesos mexicanos en México; 3,18 soles en Perú, y; 45,05 
pesos dominicanos en República Dominicana. 



Así funcionan las transferencias condicionadas

78

mente de si están enlazadas a una cuenta o 
no—, tiene el efecto de promover el ahorro 
y reducir gastos en bienes como alcohol, 
tabaco y azúcar (Bachas et al., 2016). Un 
estudio en Colombia mostró incrementos 
en el ahorro formal a raíz de la inclusión 
financiera de beneficiarios de Más Fami-
lias en Acción (Núñez Méndez, 2012). 

Por otro lado, es importante resaltar que 
hay una discusión importante sobre el 
uso de microcréditos como estrategias 
para mejorar los ingresos de las familias a 
través de emprendimientos. Existe eviden-
cia de que los microcréditos no mejoran 
la capacidad de generar ingresos autóno-
mos de las familias a través de empresas 
(Banerjee et al., 2015), ya que el dinero se 
utiliza para hacer frente a gastos de emer-
gencia o para suavizar el consumo en lugar 
de invertir en negocios productivos (ver 
discusión en Rosenberg, 2010). Aún falta 
definir si el mejor instrumento para hacer 
frente a estas emergencias es el crédito o 
programas de ahorro y seguros.

El método más empleado para promover 
la inclusión financiera en sinergia con 
los PTMC ha sido la apertura de cuentas 
simplificadas de ahorro. Estas cuentas 
tienen menores requisitos de apertura, 
pero también tienen límites en cuanto a su 
funcionalidad; por ejemplo, con respecto 
al monto máximo que se puede tener o al 
monto que se puede utilizar en transaccio-
nes al mes (ejemplo de estas cuentas son 
las CATS de Colombia). En Perú se han 
implementado mecanismos para promover 
el ahorro además de la apertura de cuen-
tas. En un piloto en Cusco se implementó 
un esquema de incentivos al ahorro que 
consistía en sortear un premio en efectivo 
de 60 dólares entre aquellas beneficiarias 
que cumplieron con las metas de ahorro 
acordadas previamente con el programa 

Juntos (Trivelli, Montenegro y Gutiérrez, 
2011). El piloto logró que entre el 89% 
y 95% de las participantes utilizaran su 
cuenta para ahorrar. 

Por otro lado, también hay algunos PTMC 
que han promovido el acceso a créditos 
por parte de los beneficiarios, a pesar de 
la evidencia de que los microcréditos no 
mejoran la capacidad de generar ingre-
sos autónomos de las familias. Uno de 
ellos es el BDH de Ecuador, en el que las 
familias pueden acceder a un anticipo de 
las transferencias a través del Crédito de 
Desarrollo Humano. El anticipo puede ser 
de hasta 12 meses de transferencias y tiene 
un costo para las familias del 5% anual. En 
estos casos existe un problema operativo 
para el programa, pues puede ser que las 
familias pierdan la elegibilidad antes de 
pagar el monto anticipado. Además, en 
los casos en que el gobierno respalda los 
pagos, también existe el riesgo de que las 
instituciones financieras no analicen la 
factibilidad de que los emprendimientos a 
financiar con los préstamos puedan repa-
gar el préstamo. 

Es importante subrayar que la educación 
financiera debe ser parte fundamental de 
la estrategia de inclusión financiera. Sin 
embargo, los costos de implementar un 
programa de capacitación tradicional a 
gran escala podrían ser prohibitivos para 
los países. Ante esta situación se ha experi-
mentado implementando métodos no con-
vencionales de capacitación financiera que 
permiten reducir los costos incluyendo 
capacitación en cascada y aplicaciones 
para tabletas electrónicas. Los resultados 
indican que estos métodos reducen los 
costos y son efectivos para aumentar el 
conocimiento financiero de los beneficia-
rios (Pantelic, 2016; Tejerina, Ibarrarán y 
Juárez, 2016).
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La promoción de la inclusión financiera a 
través de los PTMC presenta cinco retos. 
En primer lugar, el objetivo central de los 
PTMC es promover la inversión en capital 
humano, y esto no es siempre compatible 
con la bancarización de los beneficiarios. 
Por ejemplo, es posible que la apertura 
de una cuenta bancaria tenga un costo adi-
cional comparado con un pago sin cuenta. 
Si la diferencia de costo entre un servicio y 
otro es alta —y además hay pocos puntos 
donde los beneficiarios pueden realizar 
retiros bancarios—, entonces el programa 
podría estar haciendo mal uso de los 
recursos limitados al pagar las comisiones 
para que los beneficiarios tengan cuentas 
bancarias que no utilizan. 

Segundo, el promover la inclusión finan-
ciera puede incrementar los requerimien-
tos operativos del PTMC. Por ejemplo, 
si el equipo ejecutor del programa debe 
operar simultáneamente un sistema de 
incentivos para promover el ahorro y/o 
implementar un sistema de educación 
financiera, puede verse sobrepasado y no 
cumplir con su principal función, que es 
monitorear el cumplimiento de condicio-
nes de educación y salud y hacer los pagos 
correspondientes. 

Tercero, el esfuerzo por promover la inclu-
sión financiera se ha topado también con 
algunos retos operativos, ocasionados por 
la falta de información de los beneficiarios 
y una deficiente capacitación del perso-
nal del programa sobre cómo se pueden 
utilizar las cuentas bancarias. Este reto 
coexiste con una falta de claridad en las 
reglas operativas del PTMC. Por ejem-
plo, se han identificado casos en los que 
los beneficiarios piensan que si demues-
tran tener ahorros serán excluidos de los 
programas, o que el banco puede quedarse 
con su dinero. Asimismo, en ocasiones el 
personal del programa da instrucciones a 

las titulares de retirar todo el dinero de las 
cuentas en cuanto se les deposita para no 
perderlo. Incluso se han identificado casos 
en los que las beneficiarias desconocen 
que tienen una cuenta bancaria abierta en 
la que pueden ahorrar en una institución 
financiera, o que cuentan con un seguro 
de vida para su familia (Chiapa y Prina, 
2014; Maldonado y Tejerina, 2010; Maldo-
nado et al, 2011). 

Cuarto, hay obstáculos operativos que 
limitan la inclusión financiera por el lado 
de la oferta de servicios financieros, por 
ejemplo, cuando los cajeros automáticos 
no permiten el retiro del monto exacto 
que tienen en la cuenta porque el cajero 
no cuenta con las denominaciones de 
efectivo para hacerlo. Lo anterior puede 
dar la impresión a los administradores 
del programa que los beneficiarios están 
dejando un balance en las cuentas de 
manera voluntaria, cuando en realidad es 
una limitante operativa del programa. 

Quinto, existe el reto de promover la par-
ticipación del sector privado y aumentar 
la presencia de puntos de pago en zonas 
remotas. En muchos casos existe una 
limitada oferta de servicios financieros, 
ya sea a través de cajeros automáticos, 
corresponsales no bancarios o sucursa-
les bancarias. La estrategia utilizada por 
Colombia es interesante, porque la tarea 
de promover el acceso a servicios financie-
ros se asignó a una institución diferente de 
Más Familias en Acción. La Banca de las 
Oportunidades fue creada en 2006 con el 
mandato de promover la inclusión finan-
ciera de los hogares pobres de Colombia. 
Para lograrlo, ha realizado acuerdos con 
actores del sector público y privado. Por el 
lado de la oferta de servicios financieros, 
implementó un esquema de incentivos 
que parece haber dado buenos resultados 
en el corto plazo. El esquema consistió en 
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una licitación para la apertura de corres-
ponsales no bancarios en municipios sin 
oferta bancaria. Los ganadores tenían el 
compromiso de instalar corresponsales 
no bancarios en dichos municipios. Para 
contrarrestar el riesgo de que no hubiera 
suficientes clientes, el gobierno se com-
prometió a garantizar un número mínimo 

de transacciones por un periodo de uno 
a dos años. El resultado fue que después 
de dos años, los corresponsales no banca-
rios permanecieron en la mayoría de los 
municipios y en algunos incluso se abrie-
ron corresponsales no bancarios de otras 
instituciones financieras (CGAP y Maru-
landa Consultores, 2013).
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Este capítulo aborda cinco asuntos trans-
versales que han mostrado ser importantes 
en la implementación de los PTMC: (i) la 
organización territorial para llevar a cabo 
los procesos operativos de focalización, 
verificación de las condicionalidades y 
el pago de las transferencias, —aspectos 
analizados en los capítulos previos—; (ii) 
los sistemas de información utilizados para 
la gestión del programa; (iii) los esquemas 
de monitoreo para dar seguimiento a la 
implementación y los resultados, inclu-
yendo algunas consideraciones sobre las 
auditorías; (iv) la atención ciudadana; y (v) 
los esfuerzos de vinculación de los bene-
ficiarios con otros programas y servicios 
sociales. 

4.1 Organización territorial

Los PTMC se distinguen por el nivel de 
centralización con que implementan sus 
procesos operativos. En general, las tareas 
de diseño son prerrogativas del nivel cen-
tral, como por ejemplo la definición de los 
criterios de focalización, la definición de 

las condicionalidades que deben cumplir 
las familias y la estructura de las trans-
ferencias. Sin embargo, algunos PTMC 
implementan diversas tareas operativas con 
la participación —en distintos grados— de 
gobiernos locales o subnacionales. Tal es el 
caso de la gestión del registro de beneficia-
rios, la verificación de condicionalidades 
y el pago de las transferencias. Aquí es 
importante distinguir entre el concepto de 
descentralización —referida a la delegación 
a los gobiernos locales o subnacionales de 
responsabilidades para llevar a cabo tareas 
del programa— del concepto de descon-
centración, referida a la asignación de 
dichas responsabilidades a oficinas y fun-
cionarios regionales y locales, que son parte 
del programa y dependen directamente de 
la institución que ejecuta el PTMC. 

En algunos países, el programa desarrolla 
la totalidad o gran mayoría de las funciones 
sin recurrir a otros niveles de gobierno. En 
otros, el programa  —que siempre tiene 
sede a nivel central— delega procesos a los 
gobiernos locales26. Avancemos en Costa 
Rica y el Bono de Desarrollo Humano en 

26  Esto excluye otros actores como instituciones del sector de educación, salud y las instituciones pagadoras. 
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Ecuador son ejemplos de programas con 
un alto nivel de centralización. En el otro 
extremo, Bolsa Familía es un programa 
muy descentralizado. En Colombia se 
observa un nivel intermedio de descen-
tralización, mientras que en México el 
programa opera bajo un esquema de alta 
desconcentración, a pesar que el programa 
es centralizado.

Avancemos es ejecutado por el Instituto 
Mixto de Ayuda Social (IMAS) y los 
procesos operativos a nivel local están a 
cargo de diez oficinas regionales del IMAS, 

denominadas Áreas Regionales de Desa-
rrollo Social (ARDS). Los gobiernos locales 
no tienen participación. Las ARDS reciben 
solicitudes de entrada al programa, evalúan 
el nivel socioeconómico de las familias, 
emiten las solicitudes de nuevas tarjetas 
de prepago y envían la nómina de pagos al 
Banco Nacional de Costa Rica (Hernández, 
2016). Un ejemplo similar de centralización 
es el caso de Ecuador, donde el Ministerio 
de Inclusión Económica y Social (MIES) 
controla toda la operación del Bono de 
Desarrollo Humano a partir de oficinas dis-
tritales y coordinaciones zonales. De hecho, 

FIgurA 4.1 elementos de la estructura territorial operativa de prospera

Fuente: Dávila (2016).

Notas: MAC = Mesa de Atención a Comité; MAP = Mesa de Atención Alineada a la Entrega de Apoyos del Programa; MAPO = Mesa de 
Atención Personalizada; UAR = Unidades de Atención Regional.
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la organización geográfica de las oficinas 
del MIES difiere de la demarcación política 
administrativa del país, y más bien sigue la 
división diseñada por la Secretaria Nacio-
nal de Planificación y Desarrollo27 para 
fines de la provisión de servicios públicos.

El caso de México presenta un alto grado 
de desconcentración (ver Figura 4.1). 
Prospera cuenta con 33 oficinas estatales. 
Cada una contiene entre 8 y 12 Zonas de 
Operación, dentro de las cuales se esta-
blecen las Unidades de Atención Regional 
con el encargo de atender a la población 
beneficiaria. Las Zonas de Operación a 
su vez se dividen en Microzonas. En este 
nivel, el programa no cuenta con oficinas, 
sino más bien representantes llamados 
Responsables de Atención, que son los que 
tienen contacto con los beneficiarios. En las 
Microzonas se habilitan sedes o espacios 
físicos para realizar las sesiones bimestrales 
de atención a las familias (Dávila, 2016). 

En Colombia, existe una participación 
activa de los gobiernos municipales en 
la operación de Más Familias en Acción. 
Los municipios se responsabilizan de la 
operación del programa en su territorio 
mediante convenios interinstitucionales de 
participación y cooperación con el Depar-
tamento para la Prosperidad Social (DPS). 
Entre las tareas operativas que asume el 
municipio se encuentran la participación 
en el proceso de focalización de los bene-
ficiarios y el financiamiento de una oficina 
local del programa, incluyendo el sueldo 
de los enlaces municipales. Estos últimos 
son responsables de la verificación de 
corresponsabilidades cuando los sectores 
no pueden registrarlas en el sistema de 
información del programa. El DPS cuenta 
con 35 direcciones regionales cuya función 

es apoyar a los municipios en la imple-
mentación de los procesos operativos del 
programa (Medellín y Sánchez, 2015).

Finalmente, un ejemplo claro de descen-
tralización es Bolsa Família. La Secretaría 
Nacional de Ingresos a la Ciudadanía 
(SENARC), adscrita al Ministerio de Desa-
rrollo Social y Combate al Hambre y res-
ponsable de Bolsa Família, realiza acuerdos 
con los gobiernos estatales y municipales 
para la operación del programa.

La SENARC determina las reglas de opera-
ción del programa incluyendo criterios de 
elegibilidad, estructura de la transferencia, 
política de suspensiones y planificación 
presupuestaria anual. Adicionalmente,  la 
SENARC define las condicionalidades 
de las familias y vigila su cumplimiento, 
establece las cuotas de beneficiarios por 
municipio y se encarga de las evaluaciones 
del programa. Por su lado, los municipios 
son responsables de la gestión del pro-
grama a nivel local, es decir, realizan la 
coordinación intersectorial, el monitoreo y 
el registro del cumplimiento de las condi-
cionalidades, la localización y el registro de 
las familias en el Cadastro Único, las visitas 
domiciliarias y el trabajo socioasistencial 
con los beneficiarios. Para llevar a cabo las 
actividades el municipio debe financiar 
la contratación de un gestor municipal. 
La función de los gobiernos estatales es 
respaldar a los municipios en la ejecución 
del PTMC.  

4.2 Sistemas de Información

La experiencia en la implementación de los 
PTMC ha mostrado la relevancia de contar 
con sistemas de información que permitan 

27  http://www.planificacion.gob.ec/folleto-popular-que-son-las-zonas-distritos-y-circuitos/

http://www.planificacion.gob.ec/folleto
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gestionar el ciclo operativo de manera efi-
ciente. Sin duda, los PTMC son programas 
que demandan un uso intensivo de siste-
mas de información para la identificación 
de posibles beneficiarios, la determinación 
de la elegibilidad, la incorporación en el 
programa, la verificación de cumplimiento 
de condicionalidades, el pago de transfe-
rencias y la actualización del padrón, según 
haya cambio en la estructura de los hoga-
res. Por ello, un reto operativo fundamental 
ha sido el desarrollo de sistemas de infor-
mación que faciliten estas tareas.

Los PTMC de México, Costa Rica y Chile 
ofrecen ejemplos de sistemas de gestión 
de información más desarrollados. En esa 

línea, Prospera en México cuenta con dos 
sistemas informáticos operativos interco-
nectados que le permiten gestionar toda 
la información necesaria durante el ciclo 
operativo: el Sistema Institucional de Infor-
mación para la Operación del Programa 
(SIIOP) y el Sistema de Información para la 
Operación (SIO) (Figura 4.2)  —para más 
detalle ver Dávila (2016)—. El SIIOP apoya 
la identificación, incorporación y recerti-
ficación de los beneficiarios, la asignación 
de beneficios y la gestión de la entrega de 
pagos. Posteriormente, el SIIOP genera 
información útil para la planificación, 
el seguimiento y la toma de decisiones 
mediante la estimación de indicadores y 
elaboración de reportes de seguimiento. 

FIgurA 4.2 sistemas de gestión de información de prospera   

IdentIFIcAcIón de beneFIcIArIos 
y recertIFIcAcIón

VerIFIcAcIón de 
condIcIonAlIdAdes

AtencIón A beneFIcIArIos pAgos A beneFIcIArIos

sIIop

sIo

Localidades o 
beneficiarios a visitar

Lista de beneficiarios 
a verificar

Relación 
de pagos 
realizados

Correcciones 
al padrón

Encuesta en hogares Centros educativos y unidades de salud

Información 
socioeconómica de 
beneficiarios

Información del 
cumplimiento

Información sobre 
beneficiarios

Nómina de pagos

Fuente: Dávila (2016).

Nota: la figura es una simplificación sobre la interacción del SIIOP y los procesos operativos. Existen otros intercambios de 
información que no son representados.
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La información del SIIOP alimenta al SIO, 
que es una herramienta de consulta para el 
personal de campo de Prospera. El SIO está 
montado en una plataforma web, puede ser 
accedido a través de dispositivos móviles 
y brinda la información sobre las familias 
beneficiarias del programa: ubicación geo-
gráfica, características sociodemográficas, 
estatus de elegibilidad, unidad de salud 
asignada, institución liquidadora, situación 
de entrega de apoyos de los últimos dos 
bimestres e información sobre el último 
trámite realizado por la familia. 

Avancemos de Costa Rica apoya su gestión 
operativa en el Sistema de Información 
para la Acción Social (SIPAS). Este sis-
tema no es exclusivo de Avancemos sino 
que también es utilizado por el IMAS para 
otros programas bajo su cargo. El SIPAS se 
alimenta de dos sistemas. Por un lado, el 
Sistema de Información para la Población 
Objetivo está dedicado exclusivamente a 
clasificar la población en distintos niveles 
de pobreza, y definir así la elegibilidad a los 
distintos beneficios sociales del IMAS. Por 
otro, el Sistema de Atención de Beneficia-
rios (SABEN) gestiona la información de 
registro de beneficiarios y genera los movi-
mientos contables, financieros y presupues-
tarios para el pago de beneficios. El SABEN 
permite además realizar consultas sobre 
las familias vía web y generar una serie de 
informes para el monitoreo y seguimiento 
del programa28 (Hernández, 2016). 

En Colombia, Ecuador, Costa Rica y Brasil, 
los sistemas de información utilizados para 
la aplicación de los criterios de focalización 
son responsabilidad de una institución 
estatal diferente de la que opera el PTMC. 
Sin embargo, los resultados del proceso de 
focalización realizados de manera externa 

alimentan al sistema de información del 
PTMC y son la base para construir el 
padrón de beneficiarios. Asimismo, estos 
sistemas de información externos son 
típicamente utilizados para determinar la 
elegibilidad de otros programas sociales.

Por ejemplo, el Sistema de Selección 
de Beneficiarios de Programas Sociales 
(SISBEN), que es el sistema con el que se 
realiza la focalización de Más Familias en 
Acción en Colombia, es responsabilidad 
del Departamento Nacional de Planeación 
(DNP). Una vez que el SISBEN genera el 
puntaje socioeconómico para cada familia 
entrevistada, comparte la lista de poten-
ciales beneficiarios con Más Familias en 
Acción de acuerdo con el punto de corte 
del programa. Estos datos se cargan en el 
Sistema de Información de Más Familias en 
Acción (SIFA). El listado pasa luego por un 
proceso de depuración, según protocolos 
preestablecidos para identificar registros 
duplicados o inconsistentes (Medellín y 
Sánchez, 2015). Una vez depurados los 
datos, la información resultante se utiliza 
para actualizar el estado del beneficiario 
como activo o inactivo. Más importante, 
esta información se convierte en el insumo 
base para llevar a cabo el ciclo operativo, 
desde la inscripción de nuevos beneficia-
rios hasta la generación de la nómina de 
pago. 

Recientemente, Colombia identificó que no 
existía retroalimentación de los programas 
que focalizan según el puntaje del SISBEN 
a la base de datos del mismo SISBEN, lo 
que no permitía conocer qué programas 
eran asignados a una misma familia. Esto 
es un reto común pues el uso de un sistema 
único de focalización no garantiza la exis-
tencia de un registro único de beneficia-

28  Ver por ejemplo IMAS (2014), cuya principal fuente de información fue el SABEN.
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rios. Por ello, en el caso de Colombia se ha 
planteado un esquema de interoperabilidad 
para que el SISBEN reciba información de 
los programas y puede tener un registro 
actualizado completo de la asignación de 
los programas sociales.

Los PTMC han optado por distintas 
soluciones tecnológicas para la gestión de 
información. En México, Prospera utiliza 
el sistema Oracle Database para el manejo 
de los datos y Visual Foxpro como lenguaje 
de programación (Dávila, 2016). El IEF de 
Chile utilizó hasta 2014 el sistema Oracle 

como repositorio de información y plata-
forma de desarrollo web tanto para la plata-
forma Eje —para realizar el diagnóstico de 
las capacidades y necesidades de las fami-
lias— como para la plataforma de acom-
pañamiento (Vargas, Cueva y Medellín, 
2017). Por otro lado, el PROSOLI de Repú-
blica Dominicana almacena su base de 
datos en MySQL y utiliza el software .NET 
Framework como plataforma de desarrollo. 
En general, los criterios para seleccionar las 
alternativas tecnológicas se relacionan con 
la capacidad de manejo de un alto volumen 
de información y de gestión de distintas 

Fuente: proporcionado por la Coordinación Nacional de Prospera.

FIgurA 4.3 pantalla de la versión móvil del sistema de Información para la operación de prospera
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bases de datos, la velocidad en el procesa-
miento, la facilidad de uso y la seguridad. 
Una buena práctica identificada es el uso 
de plataformas libres para desarrollar los 
sistemas de información. Son más flexibles 
y permiten al propio personal del programa 
ir adaptándolos según las necesidades. Las 
plataformas estandarizadas, por otro lado, 
conllevan altos costos de licencias y capa-
citación de personal, además de que suelen 
ser menos flexibles29.

Una opción tecnológica que es una buena 
práctica y se ha venido extendiendo es 
el uso de los dispositivos móviles para la 
recopilación y la consulta de información 
de los beneficiarios. Los dispositivos móvi-
les tienen una serie de ventajas: generan 
ahorros sustanciales en términos de tiempo 

y costos, y producen información de mayor 
calidad al evitar que los encuestadores 
cometan errores de digitación. Leisher 
(2014) estima que aplicar una entrevista 
con tableta resulta 74% menos costoso 
que una en papel. Ecuador es uno de los 
países que han empleado dispositivos 
móviles durante el proceso de focalización. 
En México los responsables de atención 
ciudadana de Prospera que trabajan en el 
territorio pueden consultar el Sistema de 
Información para la Operación a través de 
dispositivos móviles (Figura 4.3).

Como se detalló en el Capítulo 3, la 
generación de información para verificar 
el cumplimiento de las condicionalidades 
recae generalmente en los sectores de edu-
cación y de salud. La participación de los 

29  Ver por ejemplo el caso de Chile, cuyo PTMC está migrando de plataforma estandarizada a libre para la integración de sus 
sistemas de información (Vargas, Cueva y Medellín, 2017).

Fuente: Ministerio de Educación( 2013).

FIgurA 4.4 registro de asistencia en el sistema de Información general de estudiantes en chile
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PTMC en este proceso —y en particular de 
sus sistemas de gestión de información—, 
depende del grado de desarrollo de los 
sistemas de información de los sectores. En 
Chile, el Ministerio de Educación cuenta 
con una plataforma en línea denominada 
Sistema de Información General de Estu-

diantes (SIGE), donde los directores de 
los establecimientos educativos registran 
la matrícula y asistencia de sus alumnos 
(Figura 4.4). Esta información se trans-
mite mensualmente de manera electrónica 
al Sistema de Información del Ingreso 
Ético Familiar (SIIEF), para documentar 

Al inicio del programa, en el año 2000, el proceso de verificación de las condicionalidades en Colombia era muy 
diferente. Las titulares recibían planillas de control en papel con códigos de barras. Las instituciones de salud 
y educación colocaban adhesivos en las casillas de las planillas para comprobar la asistencia. Al final de cada 
bimestre, las titulares debían presentar las planillas completas al enlace municipal para comprobar el cumplimiento 
de las condicionalidades. Este proceso requería que los enlaces municipales enviaran las planillas a las oficinas 
centrales de Más Familias en Acción, que a su vez, debía contratar a una firma externa para interpretar los códigos 
de barras y generar una base de datos del nivel de cumplimiento. Este método era susceptible a fallas como el 
extravío de las planillas, y además implicaba altos costos logísticos y de oportunidad para las madres de familia.

Posteriormente, en 2004, se llevó a cabo la verificación utilizando hojas electrónicas de cálculo (Excel). Durante 
esta etapa, Más Familias en Acción enviaba a las instituciones de salud y educación (a través de correo electrónico, 
memorias USB o discos compactos) la lista de los menores que debían cumplir con corresponsabilidades en su 
institución. Los establecimientos de salud y educación registraban la asistencia en la hoja de cálculo y regresaban 
el archivo al enlace municipal mediante un acta administrativa certificada, a fin que el enlace municipal registrara la 
información en el sistema SIFA. 

A partir de 2006 se desarrolló un sistema de información dedicado a registrar el cumplimiento de las 
corresponsabilidades: el Sistema de Información y Registro de Compromisos (SIRC). El SIRC puede describirse como 
un sistema de información centralizado porque solamente fue utilizado por los enlaces municipales de MFA para 
capturar la información generada por las instituciones de salud y de educación. Fue hasta 2007, cuando se inició la 
implementación de una plataforma en el SIFA (basada en el SIRC) que permite que cada una de las instituciones de 
salud y educación registren de manera directa la información sobre el cumplimiento de las corresponsabilidades. La 
implementación de este sistema descentralizado de información ha sido paulatina pues fue necesario capacitar a un 
gran número de instituciones. 

ArchIVos de eXcel

2000 - 2004 2004 - 2006 2006 - 2012 2007 - ACTUAL
sIsteMA de 

InForMAcIón 
centrAlIzAdo

sIsteMA de 
InForMAcIón 

descentrAlIzAdo

SIRC
SIFA

plAnIllAs 
con códIgos 
de bArrAs y 
AdhesIVos

Fuente: Medellín y Sánchez (2015).

recuAdro 4.1 evolución del proceso de captura de condicionalidades de Más Familias en Acción
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el cumplimiento de la corresponsabilidad 
educativa de los beneficiarios del programa 
(Vargas, Cueva y Medellín, 2017).

En casos como el de Colombia, el sistema 
de información del programa es quien pro-
vee la plataforma para el registro directo 
del cumplimiento de las corresponsabilida-
des. Con respecto a la información de edu-
cación, los rectores de cada establecimiento 
tienen un usuario que le permite ingresar 
al SIFA para reportar la verificación de la 
asistencia de la lista de becarios del pro-
grama de manera bimensual. En relación 
a salud, los directores de las instituciones 
prestadoras —tanto públicas como priva-
das— tienen acceso al SIFA para registrar 
el cumplimiento de la consulta y la fecha 
en que esta se realizó (Medellín y Sánchez, 
2015). Este proceso se complementa con 
apoyo de los enlaces para los casos en que 
no se reporte información de un beneficia-
rio o que el director del centro educativo 
o de la institución prestadora de salud no 
cuente con acceso al sistema. El Recuadro 
4.1 describe la evolución del proceso de 
captura de las corresponsabilidades en Más 
Familias en Acción.

Como se mencionó líneas arriba, los 
PTMC generan la nómina de pagos pero 
no se encargan de ejecutarla directamente. 
La práctica común es establecer convenios 
con instituciones financieras —públicas o 
privadas—, para que paguen las transferen-
cias. Una vez terminado el proceso de pago, 
las entidades financieras envían un informe 
con la información sobre la ejecución de 
los pagos. Posteriormente, el PTMC con-
cilia los pagos efectuados en su sistema de 
información. Una excepción es el caso de 

Bolsa Família, donde una sola institución, 
la Caixa Económica Federal, administra el 
Cadastro Único, genera la nómina y realiza 
los pagos. 

4.3 Esquemas de monitoreo y auditorías

Los sistemas de gestión de la información 
de los PTMC han permitido desarrollar 
procesos de monitoreo que son considera-
dos como un ejemplo de buena práctica en 
el campo de la política pública y que contri-
buyeron a que los PTMC fueran percibidos 
como orientados a resultados (Grosh et al., 
2008). El monitoreo es un seguimiento siste-
mático de la calidad de la implementación, y 
contribuye a garantizar que los programas se 
implementen acorde al diseño establecido y 
a identificar áreas de mejora. 

En todos los PTMC se han desarrollado, 
en mayor o menor medida, capacida-
des para monitorear la implementación 
del programa. En general, los programas 
cuentan con una unidad encargada de dar 
seguimiento a los procesos operativos —en 
particular una vez que las familias han sido 
inscritas—, cubriendo la verificación de 
condicionalidades y el pago de las transfe-
rencias. Esto permite a los programas emitir 
reportes de ejecución periódicos, con infor-
mación referente al número de beneficiarios 
activos y monto de apoyos. 

En ocasiones, como resultado de la 
importancia y visibilidad que tienen los 
PTMC, existe un monitoreo externo que 
da seguimiento al programa, mediante un 
esquema vinculado a objetivos establecidos 
en una estrategia nacional. En Colombia30 

30  Los indicadores que genera el sistema de monitoreo de Más Familias en Acción alimentan el Sistema de Seguimiento de Metas 
del Gobierno (SISMEG). En particular, se reporta la cobertura de la población elegible según el SISBEN, de víctimas de desplazamiento 
y de la población indígena (Medellín y Sánchez, 2015).
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y México, por ejemplo, se da seguimiento 
a indicadores que están alineados a los 
Planes Nacionales de Desarrollo. En Brasil, 
el programa se enmarca dentro del Plan 
Brasil Sin Miseria. En esa perspectiva, el 
monitoreo del programa provee informa-
ción sobre su aporte particular al avance de 
dicha estrategia. 

El monitoreo de los PTMC da seguimiento 
a los insumos, las actividades y los produc-
tos, y con menor frecuencia, a los resulta-
dos e impactos. En insumos, típicamente 
se da seguimiento a los recursos físicos, 
humanos y financieros utilizados en el ciclo 
operativo. En actividades, se monitorea las 
inscripciones, la actualización del padrón 
y reuniones con las familias beneficiarias, 
entre otros. Los indicadores de productos 
típicamente incluyen el número de hoga-
res beneficiarios activos o que recibieron 
transferencias. 

Los indicadores de resultado se enfocan 
en el cumplimiento de las corresponsabili-
dades. En resultados de salud, se mide las 
visitas de salud preventivas y los chequeos 
pre y postnatales, además de la cobertura 
de vacunación infantil. Entre los indica-
dores de mediano y largo plazo se incluye 
la prevalencia de anemia y desnutrición. 
En resultados de educación se recolecta 
información sobre la tasa de matrícula y la 
asistencia escolar. A manera de ejemplo, la 
Tabla 4.1 presenta la matriz de indicadores 
del programa Más Familias en Acción. El 
programa da seguimiento a un total de 41 
indicadores. Vale resaltar que la informa-
ción que recogen los programas permite 
la generación de indicadores desagregados 
por género, grupo poblacional y zona de 
residencia, entre otros subgrupos.

Los esquemas de monitoreo utilizan como 
fuente de datos los registros administrati-
vos contenidos en los sistemas de gestión 
de la información de los PTMC. En algu-
nos casos, estos datos se complementan 
con encuestas que miden, por ejemplo, el 
nivel de satisfacción de los beneficiarios. 
En Colombia se llevan a cabo encuestas a 
beneficiarios y otros actores involucrados 
con el programa; personal de los estableci-
mientos educativos, de los centros de salud 
y los enlaces y funcionarios de los gobier-
nos locales (Medellín y Sánchez, 2015). En 
México, por otra parte, se ha implemen-
tado la estrategia de Puntos Centinela. Son 
encuestas que miden la percepción de los 
beneficiarios, personal del programa y pro-
veedores de salud y educación con respecto 
a la calidad de los servicios relacionados 
con Prospera31.

Algunos indicadores de monitoreo sirven 
exclusivamente para apoyar la operación 
del programa, y por ende, solo los gestores 
tienen acceso a los mismos. En esta línea se 
encuentra el Modelo de Seguimiento Opera-
tivo de Prospera en México. Para acceder, se 
requiere una clave de usuario y contraseña. 
Por otro lado, existen indicadores y sistemas 
de monitoreo orientados a la transparencia 
y la rendición de cuentas a la ciudadanía. Un 
buen ejemplo es el portal web del Sistema 
de Información del Registro Interconectado 
de Programas Sociales de Ecuador. Allí se 
puede consultar la cobertura del Registro 
Social y del BDH con desglose según pro-
vincia, cantón, parroquia, género, etnia, tipo 
de beneficio (BDH, beneficio por discapa-
cidad o pensión social) y zona de residencia 
(urbana o rural). En este mismo portal, los 
gestores del programa pueden acceder a 
información más detallada por medio de un 
usuario y una contraseña (Ver Figura 4.5).

31  Para más información consultar http://puntoscentinela.mx.

http://puntoscentinela.mx
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IMpActo 

Desnutrición crónica 

Desnutrición global 

Asistencia escolar 

Deserción escolar 

Trabajo infantil

resultAdo

Número de familias inscritas

% de familias inscritas con respecto a las potenciales 

% de registros según estado (elegible, suspendido, excluido) 

% de menores que realizaron la actualización escolar 

% de menores que verifican educación 

% de familias con beneficio de salud 

% de familias que cobran 

% de recursos cobrados 

% de cada tipo de novedad 

% de novedades tramitadas por región respecto al total nacional 

% de cada tipo de reclamo 

% de costos financieros que son incentivos

% de costos financieros dedicados a operaciones

producto 

Número de familias que reciben transferencias por periodo (promedio anual) 

Número de menores que reciben transferencias por periodo (promedio anual) 

Número de menores que reciben transferencia de educación por periodo (promedio anual) 

Número de menores que reciben transferencia de salud por periodo (promedio anual) 

Número de familias que recibieron incentivos en el último bimestre 

Número de menores que recibieron incentivos en el último bimestre 

Número de menores de 0-5 que recibieron incentivos de salud en el último bimestre 

% de familias que reciben el incentivo por depósito en efectivo o giro con respecto al total

Valores liquidados en el periodo

ActIVIdAd 

% de foros realizados sobre el total de foros programados 

% de convenios con municipios firmados con respecto al total de municipios 

% de comités de seguimiento conformados con respecto a municipios con convenio 

% de familias inscritas vs. familias potenciales 

% de familias registradas en una entidad financiera 

% de asambleas municipales realizadas 

% de encuentros de bienestar realizados 

tAblA 4.1 principales indicadores del sistema de monitoreo de Más Familias en Acción
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Similar al caso de Ecuador, la Secretaría 
de Evaluación y Gestión de la Informa-
ción (SAGI) en Brasil cuenta con tres 
herramientas de acceso público que 
permiten visualizar informaciones del 
programa, desde el nivel nacional hasta el 
nivel municipal. La primera es el portal 
web data social que cuenta con informa-
ciones de contexto social, demográfico 
y económico. La segunda es el Panel de 
Indicadores de Seguimiento de la Coyun-
tura y Programas Sociales, que pre-
senta indicadores sobre transferencias y 
servicios brindados, características de la 
población beneficiaria, así como activi-
dades, productos y resultados alcanzados 
por los programas del MDS. La tercera es 
el Panel de Indicadores de Monitoreo del 
Plan Brasil sin Miseria, que está desti-
nado exclusivamente a dicha estrategia. 

La información generada por los proce-
sos de monitoreo es luego consolidada 
en informes. En algunos casos, estos se 
refieren solamente a los PTMC. Tal es 
el caso de los Informes de Seguimiento 
Operativo de Prospera en México o de 
los Informes de Seguimiento de Progra-
mas Sociales32 del IEF en Chile. En otros 

casos, incluyen información de un con-
junto de programas sociales. El IMAS de 
Costa Rica, por ejemplo, genera informes 
trimestrales de seguimiento de todos sus 
programas sociales, uno de los cuales es 
Avancemos. Estos informes presentan 
datos sobre cobertura, verificación de la 
corresponsabilidad, pagos efectuados, 
entre otros. Similarmente, en Ecuador 
el Viceministerio de Aseguramiento no 
Contributivo y Movilidad Social genera 
informes cuatrimestrales sobre los pro-
gramas a su cargo, incluyendo el BDH.

En Colombia destacan las fichas de 
seguimiento territorial que resumen 
los principales indicadores de los pro-
cesos operativos de Más Familias en 
Acción (ver Figura 4.6). Son generadas 
de manera bimestral para cada periodo 
de pagos a nivel nacional, regional y 
municipal. La principal utilidad de este 
instrumento es identificar territorios 
(regiones o municipios) donde es nece-
sario implementar medidas para mejorar 
el desempeño. Con este fin se clasifica el 
desempeño de cada territorio en cuatro 
categorías: por encima del promedio, 
dentro del rango promedio, bajo o muy 

% de entrega de incentivos en vigencia

Número de estrategias prioritarias que iniciaron

InsuMo 

Recursos solicitados para las actividades 

Recursos solicitados para salud

Recursos solicitados para beneficiarios de Red Unidos 

Recursos asignados para el programa

Recursos requeridos para el plan de compras

Fuente: DPS (2013).

32  Disponibles en http://www.programassociales.cl/pdf/2015/PRG2015_3_56212.pdf.

http://www.programassociales.cl/pdf/2015/PRG2015_3_56212.pdf
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bajo33. Los territorios clasificados como 
bajos se consideran en alerta amarilla, y 
aquellos catalogados como muy bajos se 
consideran en alerta roja. Esto permite al 
programa identificar territorios priorita-
rios y definir acciones y estrategias para 
afrontar las debilidades operativas. Este 
tipo de estrategia de monitoreo resulta 
de particular relevancia en países donde 

la operación del programa se encuentra 
parcial o completamente bajo la respon-
sabilidad de los gobiernos locales.

En aras de promover la transparencia, la 
rendición de cuentas y mejorar su ope-
ratividad, los PTMC complementan sus 
estrategias de monitoreo con auditorías 
financieras y operativas. Mientras el moni-

FIgurA 4.5 cobertura del bdh y las pensiones asistenciales en ecuador

Fuente: Registro Interconectado de Programas Sociales http://www.rips.gob.ec/Rips/pages/consulta_territorial/bdh/coberturaBdh.jsf. 
Consultado el 27/12/16.

33    Las fichas regionales consolidan los resultados de las fichas municipales.

http://www.rips.gob.ec/Rips/pages/consulta_territorial/bdh/coberturaBdh.jsf
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Fuente: proporcionada por el Departamento para la Prosperidad Social.

FIgurA 4.6 Ficha de seguimiento municipal de paez cauca en colombia
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toreo busca analizar el funcionamiento del 
programa para dar seguimiento a activida-
des, productos y resultados, las auditorías 
verifican que los procesos se estén desarro-
llando según los protocolos y regulaciones 
vigentes, y que los recursos estén siendo 
utilizados correctamente. Las auditorías 
financieras tienen como propósito revisar 
la ejecución presupuestaria y constatar 
que los recursos llegaron a quienes debían 
beneficiarse. Las auditorías operativas 
tienen como objetivo verificar el cumpli-
miento de ciertos procesos del programa. 
Una auditoría operativa puede, por ejem-
plo, corroborar la capacidad de verificación 
del cumplimiento de las corresponsabilida-
des o la elegibilidad de los beneficiarios. 

En México, el proceso de Verificación Per-
manente de Condiciones Socioeconómicas 
busca identificar hogares beneficiarios que 
no sean elegibles. Esto se inicia normal-
mente a partir de denuncias externas y está 
a cargo de personal de la Delegación Estatal 
de Prospera. El equipo designado realiza 
visitas domiciliares para hacer un levanta-
miento de la información socioeconómica 
—proceso igual a la recertificación—, y a 
partir del ingreso estimado se determina 
si el hogar permanece o sale del programa 
(Dávila, 2016). En Brasil se realiza un 
proceso similar ante denuncias de irregula-
ridades. Entre las penalidades por fraude se 
encuentra la devolución del monto inde-
bidamente cobrado. Cuando se identifican 
funcionarios públicos involucrados, la san-
ción puede sobrepasar el doble del monto 
cobrado de manera fraudulenta (Hellmann, 
2015b).

En unos casos, se cuenta con una unidad 
especializada interna encargada de audi-

tar áreas, como una oficina municipal, o 
procesos específicos como el de pagos. El 
PATH de Jamaica cuenta con dicha unidad, 
que conduce auditorías periódicas para 
asegurar que la operación del programa 
se realice conforme al Acta Jamaiquina de 
Administración Financiera y Auditoría. En 
estos ejercicios, se verifica la distribución 
de cheques, los cheques no cobrados, las 
apelaciones, quejas y el monitoreo del cum-
plimiento de corresponsabilidades (Bryan y 
De la O, 2016).

En otros casos, las auditorías son realizadas 
por órganos estatales superiores al pro-
grama. En Brasil, la Contraloría General 
de la Unión realiza visitas aleatorias a los 
municipios para analizar los procedi-
mientos y la efectividad del programa. Los 
resultados son consolidados en informes 
de acceso público. Además, el Tribunal de 
Cuentas de la Unión —organismo inde-
pendiente del Poder Ejecutivo—, audita 
el Cadastro Único cotejándolo con otras 
bases de datos y realiza entrevistas cuando 
lo requiere (Hellmann, 2015b).

En Chile, la Contraloría General de la 
República audita al Ministerio de Desarro-
llo Social, quien a su vez audita la infor-
mación de la Ficha de Protección Social 
para asegurar que los recursos públicos del 
IEF estén bien focalizados. El Ministerio 
de Desarrollo Social consulta la informa-
ción de los beneficiarios en los registros 
administrativos que están disponibles en el 
Registro de Información Social34 . Además, 
realiza visitas aleatorias a una muestra 
representativa de hogares beneficiarios 
para corroborar la información de la ficha 
(Vargas, Cueva y Medellín, 2017).

34  El registro consolida varios registros de la administración pública, como por ejemplo el Registro Civil y el Servicio de 
Impuestos Internos.
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Sin duda, utilizar la información que se 
genera en los procesos de monitoreo y de 
auditoría para la mejora continua de los 
programas y la rendición de cuentas es 
una buena práctica. Esto ha contribuido a 
identificar aspectos operativos con espacio 
de mejora, así como a una mayor transpa-
rencia del uso de los recursos públicos y a 
optimizar el diseño mismo de los PTMC. 

4.4 Atención ciudadana

Los PTMC han desarrollado diversos cana-
les de atención ciudadana. Los beneficiarios 
pueden acceder a estos servicios a fin de 
realizar consultas, presentar quejas, suge-
rencias, demandas o para informar cam-
bios en la estructura de los hogares, por 
ejemplo, nacimientos o fallecimientos. En 
varios países, a los cambios en la estructura 
de los hogares se los conoce como “reporte 
de novedades”. Además de la comunicación 
presencial en oficinas del programa o en 
eventos de pagos, los canales de comunica-
ción más comunes —presentes en práctica-
mente todos los PTMC de la región—, son 
la vía telefónica, los formularios predeter-
minados en los portales web y el correo 
electrónico. Los medios no presenciales, 
incluyendo llamadas y mensajes de texto, 
suelen ser gratuitos para los ciudadanos ya 
que el costo es asumido por el programa.

Una estrategia que ha venido ganando 
preponderancia es el establecimiento de 
centros de atención telefónica (call centers) 
específicos para la atención ciudadana. En 
el caso de Brasil, el centro de atención del 
MDS cuenta con 261 operadores y recibe 
un promedio diario de 16.400 llamadas y 
200 correos electrónicos. El 95% de las con-
sultas tienen relación con Bolsa Família o 
el Cadastro Único. Los operadores cuentan 
con 448 respuestas preparadas para las 
preguntas más frecuentes y tienen bajo su 

responsabilidad únicamente aclarar dudas 
y proporcionar información (Hellmann, 
2015b). El IMAS en Costa Rica brinda 
servicios similares a través de una empresa 
privada, especialmente contratada desde 
2012 para atender al ciudadano (Hernán-
dez, 2016).

La mayoría de los programas cuentan con 
un sistema de información específico para 
dar seguimiento a la atención ciudadana. 
La principal ventaja es que permiten la 
clasificación, canalización y gestión de 
los trámites por parte del departamento 
correspondiente, de manera más eficiente 
y ágil. En México, por ejemplo, Prospera 
cuenta con el Sistema de Registro, Control 
y Seguimiento de la Demanda Ciudadana 
(SEDECI), un portal web para el registro de 
quejas, denuncias y peticiones. Los usua-
rios deben ingresar sus datos personales 
y describir su trámite. El sistema registra 
información del canal de comunicación, la 
fecha de recepción, los datos del ciudadano 
y la descripción del trámite. Automática-
mente el SEDECI genera un número de 
atención único que sirve para dar segui-
miento al caso (Dávila, 2016). En Ecuador 
se utiliza el número de cédula para con-
sultar el estado del caso en el módulo de 
quejas y sugerencias del Sistema de Infor-
mación del Registro Social (Martínez et al., 
2017).

Por lo general, los centros de atención 
tienen definido un tiempo límite para 
dar respuesta a los trámites. En Chile, 
los casos de consultas y reclamos toman 
10 días hábiles; las sugerencias y felici-
taciones 15 días hábiles, y la resolución 
de acceso a información pública 20 días 
hábiles (Vargas, Cueva y Medellín, 2017). 
En algunos países se generan alertas para 
aquellos casos a los que no se ha dado res-
puesta en el tiempo correspondiente. En 
México, por ejemplo, los casos se clasifi-
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can en rezago cuando se excede el tiempo 
normado para su conclusión (Dávila, 
2016). Esto permite que los programas 
sean alertados y tomen las medidas 
correspondientes para atenderlos. 

4.5 Vinculación con otros  
programas y servicios sociales

El hecho de que hayan alcanzado una gran 
cobertura, y que además cuenten con un 
registro detallado de las características 
socioeconómicas y necesidades de las 
familias, posiciona a los PTMC de manera 
privilegiada para servir como puente a 
otros programas o servicios públicos. Las 
iniciativas de vinculación que realizan los 
PTMC se pueden agrupar en tres dimen-
siones: (i) hacia otros programas de trans-
ferencias, (ii) hacia programas de capacita-
ción y generación de ingresos; y (iii) hacia 
servicios de acompañamiento familiar. En 
las siguientes subsecciones se presenta una 
caracterización de dichas dimensiones. 

4.5.1 Vinculación con otros  
programas de transferencias

En algunos países se observan esfuerzos 
para vincular a los beneficiarios de los 
PTMC hacia otro tipo de transferencias 
monetarias, a fin de  cerrar la brecha de 
pobreza extrema, mitigar eventos catastró-
ficos y, por último, compensar la elimina-
ción de subsidios generalizados o aumentos 
en los precios de los alimentos.

En primer lugar, los beneficiarios de los 
PTMC reciben acceso prioritario a trans-
ferencias monetarias complementarias. En 
Brasil, el programa Bolsa Verde, entrega 
una transferencia monetaria trimestral a 
familias en extrema pobreza que habitan 
en reservas naturales y bosques nacionales, 

y desarrollan actividades de uso sostenible 
de recursos naturales. El pago se realiza a 
través de la tarjeta de Bolsa Família y sus 
beneficiarios tienen prioridad para recibir 
el beneficio.

En segundo lugar, existen programas orien-
tados al manejo y mitigación de riesgos 
para los cuales, ante un evento catastrófico, 
los beneficiarios de los PTMC son elegi-
bles para participar por su condición de 
pobreza. Frente a desastres naturales como 
inundaciones o plagas de algunos cultivos, 
las familias beneficiarias de los PTMC 
pueden verse obligadas a vender sus activos 
productivos, a elegir un medio de vida 
que reduce sus ingresos e incluso en casos 
severos, a recortar la alimentación o la 
escolaridad de sus hijos con las consecuen-
cias irreversibles de largo plazo que eso 
conlleva (Grosh et al., 2008). En México, 
BANSEFI ofrece a las familias beneficiarias 
de Prospera el paquete BANSEFI+ que 
incluye, entre otros servicios, un seguro de 
vida para los miembros del hogar y gastos 
de servicios funerarios.

En tercer lugar, por ejemplo, en República 
Dominicana los beneficiarios del PTMC 
califican para beneficiarse de políticas e 
iniciativas que compensan la eliminación 
de subsidios generalizados. Existen dos 
subsidios a los cuales los beneficiaros del 
programa PROSOLI son automáticamente 
elegibles por su condición de pobreza. El 
Bono Gas Hogar es una transferencia men-
sual de 228 pesos dominicanos (US$5,1) 
dirigida a reducir el costo del combustible 
usado para cocinar. El Bono Luz es una 
transferencia mensual de entre 4,44 y 444 
pesos dominicanos (US$0,1 y US$10) 
que cubre el costo del consumo eléctrico 
promedio de una familia pobre. Ambos 
beneficios se entregan en la misma tarjeta 
de PROSOLI, sin embargo, esos recursos 
solamente pueden ser utilizados para pagar 
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Antecedentes. La Ley 112-00, aprobada en el 2000, estableció un subsidio directo al gas licuado de petróleo 
(GLP) para uso doméstico. Sin embargo, en la práctica se tradujo en un subsidio generalizado debido a las 
dificultades para diferenciar precios según el tipo de consumidor. A partir de junio de 2005, se concede un 
subsidio fijo de 17,35 pesos dominicanos (US$0,4) por galón para consumos menores a 100 libras. Los 
consumidores debían asumir el diferencial entre el subsidio estatal y el precio de mercado. Durante el alza del 
precio del petróleo en 2008, el gobierno se vio forzado a desmontar esta iniciativa debido a las restricciones 
fiscales. A fin de reducir el impacto en las familias más pobres, se creó un subsidio focalizado al consumo de 
gas. El subsidio Bono Gas Hogar fue posible de implementar rápida y eficazmente gracias a la existencia de la 
plataforma del PTMC. A continuación se describe cómo se realizó este proceso.

Elegibilidad. El Sistema Único de Beneficiarios (SIUBEN) es una institución que tiene a su cargo determinar la 
elegibilidad de los hogares por medio del Índice de Calidad de Vida (ICV). El ICV se construye a partir de las 
características socioeconómicas y la posesión de activos de los hogares. Este índice toma valores de 0 a 100, 
donde 0 es el nivel más bajo, y segmenta a la población en cuatro grupos. Los dos grupos con los índices más 
bajos identifican a los pobres extremos y moderados (ICV I e ICV II, respectivamente). La población objetivo de 
Bono Gas Hogar corresponde a los tres grupos con los índices más bajos.

Inscripción. Los beneficiarios del PTMC pasaron automáticamente a ser beneficiados por el Bono Gas Hogar. 
El PTMC realizó una convocatoria abierta y se establecieron 202 centros de atención en todo el territorio. En 
el caso de aquellas familias que se acercaron y no figuraban en el padrón del SIUBEN, se les aplicó la ficha de 
caracterización socioeconómica en un plazo máximo de seis meses para determinar su ICV. Luego del proceso de 
inscripción y validación, se emitía al hogar el medio de pago. Para esto se establecieron alrededor de 637 puntos 
de entrega.

Cobertura. Al inicio del programa, el padrón de elegibles del Bono Gas Hogar estaba formado por 806.830 
hogares, de los cuales 665.118 pertenecían a la categoría de pobres extremos o moderados. El proceso de 
inscripción tuvo como resultado la emisión de 416.747 nuevos medios de pago. En septiembre de 2008, primer 
mes de implementación, se desembolsaron transferencias a 710.350 hogares, equivalente al 88% del padrón 
de elegibles. Desde entonces, el número de hogares beneficiarios del Bono Gas Hogar ha ido aumentando 
progresivamente hasta lograr una media de 891.027 en 2015.

Beneficios. El Gabinete de Coordinación de Políticas Sociales —en conjunto con la Secretaría de Estado de 
Hacienda y la Secretaría de Estado de Industria y Comercio—, determinó el nivel del beneficio. Se optó por fijar un 
monto con base en el consumo promedio mensual documentado en los registros del SIUBEN de seis galones y los 
precios vigentes. Como resultado, el monto mensual establecido fue de 228,00 pesos dominicanos (US$5,1). Si 
bien inicialmente se concibió la actualización del beneficio a raíz de la volatilidad de los precios del petróleo, no ha 
sido revisado desde entonces.

Pago. El subsidio se transfiere a los beneficiarios por medio de la tarjeta de pago del PTMC. Esta tarjeta es avalada 
por Visa Internacional y emitida por distintas instituciones financieras seleccionadas a partir de una licitación 
pública. El sistema de pagos de las transferencias sociales del Gobierno es gestionado por la Administradora de 
Subsidios Sociales (ADESS). Entre sus funciones están: (i) solicitar la emisión de nuevas tarjetas; (ii) capacitar a los 
beneficiarios en su uso; (iii) establecer los contratos con las instituciones financieras; y (iv) seleccionar, establecer 
convenios y fiscalizar a los comercios de la Red de Abasto Social (RAS). En la tarjeta se habilita una gaveta o 
subcuenta con el beneficio de Bono Gas Hogar, que puede ser utilizado únicamente en las distribuidoras de GLP 
afiliadas a la RAS. Cada mes, el PTMC genera la relación de pagos que se transfiere a las instituciones financieras. 
El beneficiario debe asumir el diferencial entre el subsidio y el consumo efectivo.

recuAdro 4.2 el bono gas hogar en república dominicana

Fuente: Gamez (2009).
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en comercios específicamente designados: 
las expedidoras de gas licuado en el caso de 
Bono Gas Hogar y las Empresas Distribui-
doras de Electricidad para Bono Luz (ver 
Recuadro 4.2). 

Sin duda, utilizar la focalización inhe-
rente a los PTMC para asignar subsidios al 
consumo es un avance con respecto a los 
subsidios generalizados que son altamente 
regresivos y que eran el mecanismo redis-
tributivo más utilizado previo a la imple-
mentación de los PTMC. Sin embargo, es 
preciso señalar que incluir bonos adicionales 
equivale a un aumento en el componente no 
condicionado de los PTMC. En este sentido, 
existe el riesgo de que estos complementos 
se conviertan en un componente perma-
nente y la experiencia ha mostrado que con 
el paso del tiempo es difícil eliminarlos. Este 
es el caso de los apoyos introducidos para 
compensar el aumento en los precios de 
alimentos en México, que se han mantenido 
aun cuando los precios se han regularizado 
(Araujo y Suárez Buitrón, 2013).  

4.5.2 Vinculación con programas de 
generación de ingresos

Recientemente se ha debatido sobre la 
necesidad de apoyar a las familias benefi-
ciarias de los PTMC para que aumenten 
su capacidad de generación de ingresos 
en el corto plazo. Esto refleja, por un lado, 
la preocupación de los gobiernos por la 
permanencia de familias en el programa 
—y el costo que esto implica— durante un 
tiempo extenso. Por otro lado, evidencia 
la voluntad de complementar el apoyo al 
consumo mediante intervenciones dirigidas 
a la generación de ingresos. Finalmente, 
es muestra del interés de promover una 
exitosa transición escuela-trabajo de los 
jóvenes que han recibido apoyos educativos 
mediante los PTMC. 

Es importante señalar que las estrategias de 
generación de ingresos para los adultos de 
los hogares beneficiarios no coinciden con 
las metas originales de los PTMC: contri-
buir a interrumpir la transmisión intergene-
racional de la pobreza mediante el desarro-
llo del capital humano de los niños en los 
hogares beneficiarios, y no mediante una 
mayor capacidad de generación de ingresos 
de los padres. La lógica de los programas 
es proporcionar a los niños más educa-
ción que la que tuvieron sus padres, que 
redundaría en mayores ingresos cuando los 
hijos ingresaran al mercado laboral. Con-
trariamente, el objetivo de las estrategias 
de generación de ingresos es en general de 
corto plazo: reducir más rápidamente la 
dependencia de los hogares en los PTMC. 
Esto genera una preocupación, ya que en la 
literatura no se han identificado programas 
de generación de ingresos que sean exito-
sos y escalables. Más aun, de existir tales 
programas, los PTMC no se justificarían. 
El aumento del ingreso familiar genera una 
mayor demanda por servicios de salud y 
educación, y por ende, no habría necesidad 
de contar con los PTMC. 

En un estudio reciente sobre el tema, 
Medellín et al. (2015) señalan que en 
muchos países se procura la conexión de 
los PTMC con diversas intervenciones 
orientadas a la promoción del autoempleo 
y del empleo asalariado. Sin embargo, 
dichas intervenciones no son diseñadas 
para las poblaciones que participan en 
los PTMC, y además, solo cubren a una 
pequeña parte de los beneficiarios de 
dichos programas. Más importante, no hay 
evidencia de que las intervenciones tengan 
impactos, ni en general ni para los benefi-
ciarios de los PTMC: “no existe evidencia 
sistemática sobre cuáles son las inter-
venciones orientadas a la generación de 
ingresos que funcionan o cómo afectan a 
los beneficiarios de los PTMC. La literatura 
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existente solamente muestra que los impac-
tos en los resultados del mercado laboral 
son limitados […] De forma similar, no 
está claro qué intervenciones (o combi-
naciones) resultan mejores para apoyar a 
beneficiarios en distintos contextos econó-
micos locales (por ejemplo, rural frente a 
urbano)” (Medellín et al., 2015; 11).

Dicho esto, la vinculación de los benefi-
ciarios de PTMC se ha dado mediante el 
acceso prioritario o garantizado a otros 
programas que se enfocan en educación 
y capacitación para el trabajo. En general, 
las iniciativas de capacitación buscan que 
las familias acumulen capital humano 
mediante programas de capacitación 
básica, técnica y universitaria. Algunos de 
estos programas están abiertos a todos los 
integrantes de las familias participantes, 
mientras que otros se centran en la transi-
ción escuela-trabajo de los jóvenes. Dado 
que la vinculación enfocada en los jóvenes 
es la más alineada con los objetivos de los 
PTMC, en los párrafos siguientes se desta-
can únicamente estos tipos de experiencias.

En Brasil, existe el programa Projovem 
Adolescente, que otorga dos tercios de sus 
cupos a beneficiarios de Bolsa Família de 
entre 15 y 17 años. Está focalizado en el 
fortalecimiento de la formación familiar y 
comunitaria, el retorno de los adolescen-
tes a la educación y su permanencia en el 
sistema educativo.

La formación para el trabajo es la más 
común de las opciones de capacitación. 
Forma parte de las políticas activas del 

mercado de trabajo y se enfoca en mejorar 
la empleabilidad de los participantes35. En 
Colombia, Más Familias en Acción está 
vinculado a Jóvenes en Acción, que ofrece 
una transferencia monetaria36 y acceso pre-
ferencial a la formación técnica o tecnoló-
gica proporcionada por el Servicio Nacio-
nal de Aprendizaje (SENA) o por institutos 
de educación terciaria. Casi la mitad de los 
cupos del SENA son reservados para los 
beneficiarios de Jóvenes en Acción, muchos 
de los cuales provienen de Más Familias en 
Acción. En este sentido, al buscar mejo-
rar la inserción laboral de jóvenes que se 
beneficiaron del PTMC, Jóvenes en Acción 
está alineado con los objetivos originales 
de mejorar la capacidad de generación de 
ingreso de los niños de hogares beneficia-
rios. Hasta 2015, Jóvenes en Acción había 
beneficiado a un total de 242 mil jóvenes. 
La edad promedio es de 20 años de edad y 
un 55,1% son mujeres (DPS, 2015). 

En Brasil, los beneficiarios de Bolsa Família 
tienen la posibilidad de acceder al Pro-
grama Nacional de Acceso a la Educación 
Técnica y Empleo (PRONATEC), que 
provee formación profesional y técnica con 
el objetivo de facilitar la inserción en el 
mercado laboral. La oferta consiste en más 
de 600 cursos de formación inicial y con-
tinua con duración mínima de 160 horas 
en áreas como construcción, hotelería y 
electricidad, entre otros37. Los cursos son 
financiados por el Ministerio de Educación 
y los estudiantes reciben útiles escolares, 
uniforme, almuerzo y transporte gratis. 
Son elegibles las personas mayores de 15 
años inscritas o en proceso de inscripción 

35  Ver Ibarrarán y Rosas Shady (2009) y González-Velosa, Ripani y Rosas Shady (2012).

36  Dependiendo de la formación escogida, se pueden recibir entre 6 y 30 pagos bimestrales. 
 
37  Listado de cursos disponibles a mayo 2016 en: http://portal.mec.gov.br/index.php?option=com_
docman&view=download&alias=41251-portaria-012-2016-pdf&category_slug=maio-2016-pdf&Itemid=30192

http://portal.mec.gov.br/index.php?option=com_docman&view=download&alias=41251-portaria-012-2016-pdf&category_slug=maio-2016-pdf&Itemid=30192
http://portal.mec.gov.br/index.php?option=com_docman&view=download&alias=41251-portaria-012-2016-pdf&category_slug=maio-2016-pdf&Itemid=30192
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en el Cadastro Único, con prioridad para 
los beneficiarios de Bolsa Família. Los 
municipios pueden unirse al programa en 
cualquier momento, sin necesidad de reali-
zar convenios o pago alguno. Las personas 
interesadas deben acercarse al Centro de 
Referencia de Asistencia Social (CRAS) 
más cercano o a las Secretarías de Asisten-
cia Social y Trabajo del municipio donde 
residen para solicitar el servicio. Una 
modalidad de PRONATEC es Mil Mujeres, 
que busca promover el acceso de las muje-
res en situación de vulnerabilidad o riesgo 
social a acciones de inclusión productiva 
urbana.

Algunos PTMC han realizado esfuerzos 
para apoyar a sus beneficiarios a acceder a 
oportunidades de educación universitaria. 
Las acciones típicas son la firma de con-
venios con instituciones educativas para 
conseguir becas, apoyo en la preparación 
a los procesos de selección, e incluso, la 
provisión de transferencias monetarias 
para cubrir parte de los costos asociados. 
En Ecuador, los beneficiarios del BDH 
que obtienen un cupo para estudiar una 
carrera universitaria son elegibles para la 
Beca Nacional Eloy Alfaro, un incentivo 
económico que cubre parte de los costos de 
la formación universitaria (Martínez et al. 
2017). El IMAS de Costa Rica ha estable-
cido convenios con instituciones de ense-
ñanza universitaria, como la Universidad 
Estatal a Distancia, a fin de proveer becas 
de estudios profesionales a los beneficiarios 
de Avancemos. Los becarios están exone-
rados del pago por materia, matrícula y 
libros de la carrera seleccionada. En Brasil, 
por otro lado, existe un plan a nivel nacio-
nal de calificación profesional orientado a 
puestos de trabajo en las áreas de Petróleo 
y Gas Natural. La iniciativa se denomina 
Programa de Movilización de la Industria 
Nacional del Petróleo y Gas Natural. Los 
beneficiarios de Bolsa Família reciben 

clases de apoyo para la preparación del 
proceso selectivo. Además los beneficiarios 
están exonerados del costo de inscripción 
al proceso de selección (Hellmann, 2015b)

En cualquier caso, los resultados de las vin-
culaciones no dependen de los PTMC sino 
más bien de la pertinencia y calidad de los 
programas a los cuales el PTMC se vincula 
y, en el caso de los programas de capacita-
ción e inserción laboral, de las condiciones 
de los mercados de trabajo. Finalmente, si 
bien la vinculación de los jóvenes con pro-
gramas pertinentes es una iniciativa loable, 
es importante subrayar que no es parte de 
los objetivos primordiales de los PTMC. 

4.5.3 Vinculación con servicios de 
acompañamiento familiar

Está claro que la pobreza y la vulnerabili-
dad son fenómenos complejos con múl-
tiples determinantes. De hecho, la teoría 
de cambio de los PTMC asumió desde un 
inicio que las transferencias por sí solas no 
resolverían las causas de la pobreza. Como 
señala Levy (2007), además de los recursos 
monetarios, deben estimularse comporta-
mientos que favorezcan la acumulación de 
capital humano. No solo el cumplimiento 
de corresponsabilidades sino cambios en las 
prácticas de higiene, salud y nutrición, entre 
otros. Por esta razón, los PTMC han tendido 
a complementar la atención a sus beneficia-
rios con acompañamiento sociofamiliar.

El acompañamiento sociofamiliar consiste 
básicamente en el seguimiento cercano y 
personalizado de la familia por parte de un 
trabajador social. En este grupo destacan 
Chile con el Programa Eje, Colombia con 
la Red Unidos, y más recientemente, Costa 
Rica con la estrategia Puente al Desarrollo. 
Estas intervenciones tienen en común la 
realización de un diagnóstico inicial de las 
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necesidades de atención de las familias y la 
definición de un plan de atención basado 
en la oferta de programas y servicios dis-
ponibles. Al igual que en las iniciativas de 
vinculación a programas de generación de 
ingresos, la efectividad de estas modalida-
des depende de la pertinencia y efectividad 
de los programas sociales a los que se vin-
culan las familias. Asimismo, la experiencia 
internacional sugiere que la definición de 
protocolos de atención es importante para 
garantizar estándares de calidad, así como 
la necesidad de contar con recursos huma-
nos calificados y suficientes para realizar 
el trabajo con las familias (Ibarrarán et al., 
2016). 

Todos los beneficiarios del Ingreso Ético 
Familiar participan en los acompañamien-
tos del Programa Eje. El primer paso del 
Programa Eje es completar un diagnóstico, 
cuyo objetivo es identificar los recursos y 
las capacidades de los miembros del hogar. 
Dicho diagnóstico es realizado por los 
gestores familiares de manera presencial, 
a través de una encuesta al representante 
de la familia, que incluye 57 variables que 
abarcan, entre otros, salud mental y actitud 
hacia el trabajo. Una vez concluido el diag-
nóstico, el gestor familiar elabora el plan 
de intervención. Las intervenciones tienen 
una duración máxima de 24 meses y van en 
dos líneas de acompañamiento: psicosocial 
y sociolaboral. El acompañamiento psico-
social se enfoca en la oferta de atención a 
carencias básicas, entre ellas, salud, edu-
cación, vivienda, documentación, gene-
ración de ingresos y dinámicas familiares. 
El acompañamiento sociolaboral, por su 
lado, abarca la vinculación con programas 
de inclusión laboral y productiva. Si bien el 
Programa Eje cuenta con gestores territo-
riales para organizar la oferta existente y 
priorizar la entrada de los beneficiarios, el 
acceso a la oferta de programas por parte 

de los beneficiarios del IEF no está garanti-
zado (Vargas, Cueva y Medellín, 2017)

Adicional al diagnóstico y la vinculación, 
los cogestores de la Red Unidos en Colom-
bia dan seguimiento a 45 logros en nueve 
dimensiones de bienestar (identificación, 
ingresos y trabajo, educación, salud, habita-
bilidad, nutrición, dinámica familiar, ban-
carización y ahorro, y apoyo legal). Aproxi-
madamente una quinta parte de las familias 
beneficiarias de Más Familias en Acción 
pertenece a la Red Unidos. Cada cogestor 
de la red tiene a su cargo, en promedio, el 
acompañamiento de 135 familias (Medellín 
y Sánchez, 2015). 

Los programas de acompañamiento familiar 
son, en principio, un complemento natural a 
los PTMC para las poblaciones más vulnera-
bles. Lamentablemente, en varios países de 
la región el acompañamiento sociofamiliar 
se ha planeado para todos los beneficiarios 
de los PTMC, lo que ha resultado en un 
seguimiento superficial. Cabe resaltar que 
el acompañamiento sociofamiliar es una 
intervención intensiva brindada por profe-
sionales calificados, y que no todas las fami-
lias beneficiarias de un PTMC lo requieren. 
Por ejemplo, de acuerdo con la experiencia 
europea, únicamente una de cada diez 
familias en situación de pobreza requieren 
acompañamiento (Pérez Eransus, 2015). 

En cuanto a los resultados, algunos de los 
programas de acompañamiento que brindan 
apoyo profesional adicional a las familias en 
situación de mayor exclusión han mostrado 
resultados en términos de acercarlas a la 
oferta de programas sociales (Carneiro, 
Galasso y Ginja, 2015; y Galasso, 2011 para 
Chile; DNP 2014, para Colombia). El reto 
sigue siendo lograr mejoras sostenibles en 
materia de generación de ingreso, tema ya 
referido en el capítulo anterior.
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Los PTMC fueron una innovación radical 
en materia de protección social en Amé-
rica Latina y el Caribe, y su existencia 
y consolidación veinte años después es 
muestra de su efectividad. Con respecto 
a los programas preexistentes, los PTMC 
invierten importantes recursos en sistemas 
de focalización y monitoreo, que apuntan a 
asegurar la transparencia y el uso eficiente 
de los recursos invertidos en las poblacio-
nes más pobres de la región. Por un lado, se 
garantiza la elección objetiva de los benefi-
ciarios; por otro, se asegura que el pago de 
la transferencia sea condicionado al cum-
plimiento de condicionalidades asociadas 
con la acumulación de capital humano. De 
esta forma, se establece un contrato implí-
cito entre el estado y la población, en el que 
el primero se compromete a redistribuir 
recursos hacia los que más los necesitan, y 
quienes reciben dichos recursos se compro-
meten a cumplir con medidas que promue-
ven la acumulación de capital humano. 

Como se ha documentado en los capítulos 
del libro, la implementación de los PTMC 
no es tarea sencilla. Por una parte, para 
asegurar la transparencia del gasto y pro-
teger los programas frente a críticas de uso 
político, los PTMC han logrado importan-

tes avances operativos. Por otra, persisten 
retos relevantes que justifican un constante 
trabajo de reforma. Discutimos estos logros 
y retos en las dos secciones siguientes. 
 

Logros

Todos los PTMC de América Latina y el 
Caribe están focalizados en los estratos de 
la población con menores niveles de bien-
estar. Seleccionan a sus beneficiarios por 
medio de una combinación de métodos 
de focalización geográficos, categóricos, 
comunitarios y de prueba de medios. Con 
respecto a los programas de protección 
social preexistentes, la combinación de 
estos métodos de focalización ha permitido 
reducir sustancialmente la filtración de los 
beneficios a los no pobres. En particular, 
destaca como buena práctica en materia 
de asignación de programas de alivio a la 
pobreza la combinación de focalización 
geográfica —en zonas de alta incidencia de 
pobreza— con prueba de medios a través 
de la estimación del nivel de bienestar.

En paralelo, varios países han creado regis-
tros únicos de beneficiarios. Estos contie-
nen información básica sobre la estructura 



Así funcionan las transferencias condicionadas

108

y condiciones de vida de las familias, así 
como su puntaje en el sistema de focaliza-
ción e información sobre su participación 
en programas sociales ofrecidos por el 
estado. Dichos registros son una buena 
práctica porque promueven la transparen-
cia en la asignación de programas, y per-
miten analizar la superposición entre ellos. 
Aun si los registros únicos se colocan insti-
tucionalmente fuera de los PTMC y sirven 
para un conjunto más amplio de progra-
mas, en la mayoría de los países su creación 
fue una consecuencia de la expansión de 
los PTMC y de la necesidad de racionalizar 
la oferta de programas de protección social 
alrededor de ellos.

Los PTMC vinculan el pago de la trans-
ferencia al cumplimiento de condiciona-
lidades en salud y educación, que tienen 
impactos documentados en términos de 
aumento de la demanda por estos servi-
cios. Las buenas prácticas en materia de 
condicionalidades incluyen: (i) la elección 
de corresponsabilidades que están bajo 
control de los hogares —y no dependen 
de otros, por ejemplo, de la oferta de los 
servicios—; (ii) la alineación con prio-
ridades de política pública —como por 
ejemplo, aumentar el número de controles 
prenatales de salud—; y (iii) la selección 
de indicadores de cumplimiento objetivos 
y fácilmente verificables. La condiciona-
lidad de las transferencias contribuye a 
explicitar el derecho de la población pobre 
a tener acceso a servicios básicos de salud 
y educación. En paralelo, permite gene-
rar información continua sobre el uso de 
estos servicios, evidenciando problemas de 
oferta.

La alineación con objetivos de política 
pública explica que el enfoque de las 
condicionalidades varíe entre países y a 
lo largo del tiempo. Así, en los contextos 
donde los retos de salud materno infan-

til son todavía preponderantes, y donde 
la cobertura educativa presenta brechas 
significativas, las condicionalidades siguen 
incluyendo los controles prenatales, el 
cumplimiento con los protocolos de salud 
y nutrición para niños en edad preescolar, 
y la asistencia escolar para niños y ado-
lescentes. En otros contextos, donde el 
cumplimiento de los indicadores básicos 
de salud y educación es casi universal, se 
ha comenzado a experimentar con condi-
cionalidades diferentes que buscan incen-
tivar el control de factores de riesgo para la 
salud, el logro escolar y el empleo formal. 
Algunos programas han incluido condi-
cionalidades relacionadas con prestaciones 
preventivas de salud para los adultos (por 
ejemplo, tamizaje y tratamiento de hiper-
tensión). Desafortunadamente, todavía 
no existe suficiente evidencia rigurosa 
que compruebe el éxito de estas nuevas 
condicionalidades, por lo que se requiere 
mantener la buena práctica observada por 
los PTMC de realizar proyectos piloto, 
acompañados por evaluaciones de impacto 
rigurosas que documenten los resultados 
antes de proceder con el uso generalizado 
de dichas innovaciones.

La mejor práctica para la verificación 
del cumplimiento de las condicionalida-
des consiste en utilizar como fuente los 
sistemas de información propios de los 
sectores de salud y educación. Esto reduce 
los costos de transacción y fortalece los 
sistemas de información sectoriales. De no 
ser posible, es una buena práctica que el 
registro del cumplimiento se haga direc-
tamente en el sistema de información del 
PTMC, y que se haga lo más cercano posi-
ble al punto de cumplimiento de la condi-
cionalidad, es decir, el centro de salud o la 
institución educativa. 

La entrega de transferencias monetarias —
con respecto a las transferencias en espe-
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cie, comunes antes de los PTMC— reduce 
los costos administrativos del programa y 
reconoce el importante principio de que 
todos, sin importar su condición socioeco-
nómica, utilizan eficientemente los recur-
sos a su disposición. Desde sus orígenes, 
los PTMC han logrado mejoras sustancia-
les en el proceso de pago de las transferen-
cias, reduciendo el costo de oportunidad 
del cobro para los hogares beneficiarios y 
los costos administrativos del proceso de 
pago. En áreas dispersas sigue siendo nece-
saria la entrega física de efectivo. En estos 
casos, se han hecho avances importantes 
para asegurar la transparencia del proceso 
de pago, por ejemplo, con la identificación 
de los beneficiarios por medio de su huella 
digital. Por otro lado, para los hogares que 
viven en áreas menos remotas, el uso de 
medios electrónicos (por ejemplo, tar-
jetas magnéticas) se ha mostrado como 
una buena práctica para la entrega de las 
transferencias. 

Se han hecho esfuerzos importantes para 
expandir la capilaridad de la red de puntos 
de pago, complementando las sucursales 
bancarias con tiendas y otras instalacio-
nes comerciales. En paralelo, las tarjetas 
bancarias de los beneficiarios, que inicial-
mente solo permitían el retiro de efectivo, 
han ido evolucionando con la agregación 
de servicios bancarios adicionales (como 
cuentas corrientes y de ahorro). Esta evo-
lución del sistema de pago de los PTMC 
ha generado importantes oportunidades 
de inclusión financiera para los segmentos 
más pobres de la población, llevando a 
algunos países a explorar esta posibilidad 
de promoción como mecanismo adicional 
de inclusión social. 

Los PTMC se han caracterizado por desa-
rrollar sistemas de información robustos 
que responden a las necesidades del ciclo 
operativo. Si bien la forma particular que 

han tomado es variada, se ha evidenciado 
la buena práctica de utilizar plataformas 
libres para el desarrollo de los sistemas. 
Este tipo de plataforma es más flexible y 
permite que los técnicos del programa 
puedan adaptar los sistemas a requisitos 
cambiantes de los programas. La informa-
ción que generan los procesos de monito-
reo y auditoria, por su parte, ha sido clave 
para la mejora continua de los programas 
y la rendición de cuentas. Además de 
contribuir a la identificación de aspectos 
operativos con espacio de mejora y a una 
mayor transparencia del uso de los recur-
sos públicos, es un insumo importante 
para optimizar el diseño mismo de los 
PTMC. 

Retos

A pesar de los avances logrados en todos 
los procesos operativos, permanecen retos 
importantes que requieren una reforma 
continua de los programas. Conjunta-
mente con las buenas prácticas, documen-
tar estos desafíos ha sido un objetivo fun-
damental de este libro. En muchos casos, 
los retos se deben a la falta de consolida-
ción de los procesos operativos básicos, o 
a la transición hacia nuevos objetivos antes 
de lograr los que se habían concebido 
originalmente.

Los retos principales en materia de foca-
lización son la subcobertura de los pobres 
crónicos y la necesidad de un manejo más 
dinámico de los padrones de beneficiarios. 
Los PTMC se concibieron originalmente 
para el alivio de la pobreza crónica, que 
en la mayoría de los casos coincide con 
la pobreza extrema. Coherentemente, en 
casi todos los países se elaboraron pruebas 
de medios basadas en las características 
socioeconómicas y demográficas de los 
hogares que están asociadas a la situación 
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de pobreza crónica. Para enfrentar este 
tipo de pobreza de larga duración, son 
necesarios programas de largo plazo que 
apoyen el consumo e incentiven la acumu-
lación de capital humano por medio de la 
demanda de servicios de salud y educa-
ción. En estos casos, la recertificación de la 
elegibilidad es un problema secundario, al 
menos en el corto plazo.

Muchos PTMC han expandido su cober-
tura a grupos más amplios de la población, 
—caracterizados por niveles de pobreza 
menos profunda y más dinámica— antes 
de lograr niveles satisfactorios de cober-
tura de los pobres crónicos. Esto es el 
resultado de una decisión política y no 
necesariamente una falencia de los méto-
dos técnicos de focalización. El resultado 
de esta expansión es, en varios países, la 
coexistencia de padrones de beneficiarios 
que en números superan de manera signi-
ficativa a la cantidad de pobres extremos 
con niveles importantes de subcobertura. 

Esto crea dos necesidades de reforma. 
En primer lugar, es necesario concen-
trar los esfuerzos para la inclusión de los 
pobres crónicos que todavía no reciben 
las transferencias. La inclusión de esta 
población presenta enormes retos, porque 
los excluidos se encuentran aislados de los 
programas de protección social y al mismo 
tiempo sufren de las mayores carencias 
en la cantidad y calidad de la oferta de 
servicios de salud y educación. En segundo 
lugar, cuando la cobertura de los pobres 
moderados es significativa, es necesario 
asegurar un manejo dinámico del padrón 
de los beneficiarios, incluyendo auditorías 
y recertificaciones frecuentes de su condi-
ción de elegibilidad. Los países de la región 
han sido excesivamente tímidos en la 
recertificación de los beneficiarios, retra-
sando su implementación y en muchos 
casos fallando en dar de baja del padrón 

a los que han perdido su elegibilidad. 
Varias experiencias recientes muestran 
que es posible recertificar masivamente sin 
consecuencias negativas para los progra-
mas y los gobiernos. Lo que cuenta es que 
la recertificación sea percibida como un 
proceso necesario para garantizar que el 
programa siga llegando a los que más lo 
necesitan.

La verificación de cumplimiento de con-
dicionalidades representa otro reto mayor 
en la operación diaria de los PTMC. Todos 
los programas hacen énfasis en la impor-
tancia del cumplimiento. Las familias 
participantes adquieren un compromiso al 
registrarse en el programa. En cuanto a las 
consecuencias por el incumplimiento, la 
gran mayoría de los programas tienen nor-
mativas que detallan un proceso gradual 
que consiste en el aviso, reducción y/o sus-
pensión de pagos, suspensión y salida del 
programa. No obstante, existe una enorme 
variación en la aplicación de la normativa.

Sin duda, un gran desafío lo tienen los 
programas que todavía no están en con-
dición de asegurar la verificación del 
cumplimiento ni de aplicar la consecuente 
suspensión del pago de la transferencia. De 
hecho, la mayoría de los programas care-
cen de capacidad operativa para reaccionar 
ante la falta de cumplimiento con mecanis-
mos de acompañamiento social orientado 
a explicar el porqué del incumplimiento y 
buscar cómo revertir la situación. 

Aun si la responsabilidad de los PTMC en 
cuanto a las condicionalidades termina en 
la puerta de los centros de salud y educa-
ción, la capacidad de aumentar el nivel de 
capital humano de los niños beneficiarios 
depende fundamentalmente de la calidad 
de estos servicios. Solo si logran acumular 
salud y conocimientos, los beneficiarios 
podrán participar exitosamente en el mer-
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cado laboral y generar ingresos suficientes 
para vivir de manera sostenible fuera de la 
pobreza. Es por esta razón que permanece 
el reto fundamental —para los gobiernos 
más que para los PTMC—, de lograr una 
coordinación efectiva y que tenga conse-
cuencias en la cobertura y la calidad de 
los servicios, programas y las acciones 
territoriales de los ministerios de salud y 
educación.

Un reto importante del proceso de pago es 
la expansión de medios electrónicos en las 
zonas rurales y remotas, donde reside una 
proporción considerable de los beneficia-
rios. La limitante principal proviene de los 
escasos puntos de pago. El desafío aquí es 
promover la participación de actores pri-
vados a través de esquemas competitivos e 
innovadores, que den incentivos a exten-
der la oferta y mejorar la calidad de los 
servicios de pago a los beneficiarios. Arti-
cular los PTMC con estrategias nacionales 
de inclusión financiera o con otras estrate-
gias del sector financiero puede permitir la 
implementación de políticas regulatorias 
e incentivos que faciliten la participación 
del sector privado y la expansión de la red 
de puntos de pago. Un área que ha sido 
poco explorada en la región es el uso de 
teléfonos celulares para el pago de trans-
ferencias. A medida que el uso de estos 
dispositivos se hace más generalizado, es 
importante considerarlo como un medio 
de pago, que puede o no estar atado a 
cuentas bancarias. 

Además de mejorar los esquemas de pago, 
existe el desafío de articular la agenda de 
inclusión financiera con los objetivos de 
los PTMC. Si bien existen complementa-
riedades entre los objetivos de inclusión 
financiera y los de acumulación de capital 
humano, también existen riesgos de que 
un objetivo se logre a expensas del otro. 
Por esto es necesario tener claridad institu-

cional en cuanto a roles, responsabilidades 
y mecanismos para promover la inclusión 
financiera de beneficiarios de PTMC. Es 
preciso que los funcionarios del programa 
a todo nivel conozcan las reglas relaciona-
das con el uso de los productos financie-
ros y las transmitan adecuadamente a la 
población beneficiaria para evitar que los 
intentos fracasen por desconocimiento o 
confusión por parte de los usuarios. Un 
ejemplo emblemático es el evitar que los 
hogares crean que por ahorrar pueden 
ser excluidos del programa. Dado que la 
inclusión financiera no solo depende de 
promover la demanda, es recomendable 
que una institución separada del programa 
tenga la responsabilidad de promover 
la inclusión financiera y la capacidad de 
trabajar tanto con los programas sociales 
como con las instituciones regulatorias y el 
sector privado.

Además de tener claridad en los roles insti-
tucionales, todavía hace falta conocimiento 
acerca de cómo lograr que los hogares en 
situación de pobreza utilicen mecanis-
mos de ahorro de manera adecuada. En el 
ámbito de los PTMC se ha logrado expan-
dir el acceso a dichos mecanismos, aunque 
no necesariamente su uso. Este problema 
es evidente cuando las beneficiarias retiran 
todo el dinero que reciben del programa 
en una sola transacción. Otro ejemplo es 
cuando las beneficiarias no hacen uso de 
las opciones de puntos de pago para reali-
zar retiros que tienen, por ejemplo, opción 
de retiro en comercios o en cajeros auto-
máticos. Lograr el uso activo de cuentas 
—ya sea como mecanismos de manejo de 
liquidez o de acumulación de activos— es 
el reto pendiente de la inclusión financiera 
a través de PTMC.

Es preciso reconocer que la vinculación 
de los beneficiarios con otros programas 
sociales y productivos genera un reto para 
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la operación de los PTMC. Algunos de 
estos programas sociales y productivos 
están alineados con el objetivo original de 
los PTMC, pues se enfocan en la acumu-
lación de capital humano de los niños 
de los hogares beneficiarios. Pertenecen 
a este grupo los programas que apun-
tan a facilitar la transición de la escuela 
al trabajo, para que los jóvenes que han 
conseguido más educación logren una 
inserción exitosa en el mercado laboral. 
Otros programas, por ejemplo los que se 
enfocan en la capacidad de generación de 
ingreso de los adultos, rebasan el objetivo 
original de los PTMC. Existe el riesgo 
de que el énfasis en la vinculación con 
estos programas reduzca los recursos y la 
atención dedicados a consolidar los ciclos 
operativos fundamentales de los PTMC. 
Metafóricamente, se han comenzado a 
construir adiciones y extensiones a una 
casa sin antes asegurar cimientos sólidos 
en la estructura principal. 

Finalmente, existe una discusión sobre la 
oportunidad de introducir una estructura 
gradual de la transferencia, que sea mayor 
para los hogares más pobres y menor para 
los que tienen niveles de bienestar más 
cercanos al umbral de elegibilidad. Este 
tipo de reforma respondería a la necesidad 
de reducir cualquier efecto negativo en 
la oferta de trabajo de los beneficiarios y 
potenciales beneficiarios. El reto es opera-
tivo, porque una estructura de la transfe-
rencia que varía con el nivel de bienestar 
de los beneficiarios requiere una mayor 
capacidad de implementación. Todavía no 

se ha generado evidencia sobre los resulta-
dos de aplicar este tipo de estructura. 

Luego de casi veinte años de implemen-
tación, persisten retos operativos impor-
tantes y existe el desafío de adaptar a los 
PTMC para que mantengan e incrementen 
su relevancia, pertinencia e impactos en un 
contexto cambiante. En este libro identifi-
camos los aspectos operativos más relevan-
tes de estos programas, describimos cómo 
se han abordado los principales retos y 
cuáles son los desafíos que se enfrentan 
hoy en día. El esfuerzo y compromiso 
en la implementación de los PTMC han 
sido contundentes y deben mantenerse 
para mejorar su operatividad y resultados. 
El Banco Interamericano de Desarrollo 
ha tenido el privilegio de trabajar con 
sus socios en la región en este camino, y 
estamos convencidos de que existe toda-
vía mucho por avanzar y conseguir para 
promover la inclusión social y el desarrollo 
de capital humano de la población que vive 
en condición de pobreza. Para ello, como 
se mostró en estas páginas, se requiere tra-
bajo continuo y cuidadoso. La sistematiza-
ción de buenas prácticas, la discusión de 
retos añejos y nuevos, así como la discu-
sión de alternativas de reformas contenidas 
en este libro son elementos importantes 
para continuar mejorando los resultados 
de los programas.

Esperamos que este libro se convierta 
en un instrumento de referencia para 
documentar buenas prácticas y estimular 
futuras reformas.
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Los programas de transferencias monetarias condicionadas cumplen veinte años de 
implementación en América Latina y el Caribe. Este libro aprovecha dicha ocasión para revisar 
críticamente las opciones de diseño y las soluciones operativas que han utilizado los países de 
la región con el objetivo de sistematizar el conocimiento operativo acumulado e identificar 
buenas prácticas y retos pendientes. Aborda los principales procesos del ciclo operativo: analiza 
la identificación de los beneficiarios y el manejo del padrón, la verificación de condicionalidades 
y el pago de las transferencias. Además, discute temas transversales como la organización de 
los programas en el territorio, los sistemas de gestión de la información y la vinculación de los 
beneficiarios a otros programas sociales. Este libro es una herramienta útil y práctica para las 
personas que buscan entender cómo funcionan los programas de transferencias y cómo pueden 
ser mejorados aprovechando las experiencias de otros países.

“Este libro hacía mucha falta. Describe los procesos operativos indispensables para implementar 
programas de transferencias con corresponsabilidades en salud y educación. Recoge las 
experiencias prácticas generadas en varios países de América Latina, lo que permite presentar 
opciones operativas aplicadas en diversos contextos y ofrece criterios para valorarlas. Será útil 
para quienes van a iniciar y también para revisar y mejorar programas en curso.”

Rogelio Gómez Hermosillo,
 Coordinador en Acción Ciudadana Frente a la Pobreza, 

Excoordinador del programa Prospera

“Así funcionan las transferencias condicionadas – buenas prácticas a 20 años de implementación 
es una reflexión fundamental sobre 20 años de experiencia de programas de transferencias 
condicionadas en América Latina y el Caribe. Recolecta, organiza y analiza de manera rigurosa 
buenas prácticas y conocimiento útil sobre diferentes dimensiones de estos programas, 
convirtiéndose en una contribución invaluable para todos los interesados en cómo los programas 
de transferencias condicionadas han transformado la protección social en nuestra región y en 
muchos otros países del mundo.”

Luis Henrique da Silva de Paiva, 
Especialista en políticas públicas y 

gestión pública en el Ministerio de Planeación Desarrollo y
 Gestión de Brasil, Exsecretario del programa Bolsa Família
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